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I. EL CONVENIO COLECTIVO EN LA CONCURRENCIA DE FUENTES 
1. LA INCORPORACIÓN DEL CONVENIO COLECTIVO AL SISTEMA DE FUENTES 
Es opinión absolutamente unánime que el artículo 37.1 de la Constitución re-
conoce un nuevo poder normativo2, que deriva de la autonomía colectiva y que 
se articula a través de la negociación colectiva. Estamos, por tanto, ante una nue-
va fuente del Derecho. Ahora bien, ¿qué hemos de entender como fuente del De-
recho, la autonomía colectiva, la negociación o el convenio? 
Desde mi punto de vista hay que descartar tanto a la autonomía colectiva (au-
téntico poder normativo) y a la negociación colectiva (procedimiento a través del 
Universidad de Sevilla: Profs. Juan Gorelli Hernández, M Teresa Igartua Miró, Inmaculada 
Marín Alonso, Antonio Ojeda Avilés y M. José Rodríguez Ramos. 
2 Por todos VALDÉS DAL-RE, E: Relaciones laborales, negociación colectiva y pluralismo so-
cial, MTAS, Madrid, 1996, p. 73. 
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cual se adoptan los acuerdos). Es el convenio colectivo la auténtica fuente del 
Derecho'. La jurisprudencia constitucional no ha realizado un análisis de esta 
cuestión; sin embargo, podemos encontrar elementos para defender nuestra pos-
tura, especialmente hemos de acudir a la STC 151/1994. Esta afirmaba que «los 
Convenios Colectivos, expresión del derecho a la negociación colectiva recono-
cido a los representantes de los trabajadores y empresarios en el artículo 37.1 
CE, constituyen fuentes de regulación de las condiciones de trabajo que tienen 
reconocida, desde dicho precepto constitucional, una "fuerza vinculante" que 
conduce a reconocerles el tratamiento de auténticas normas jurídicas»4. Esta 
Sentencia distingue entre el Convenio Colectivo (al que estima debe otorgarse la 
condición de fuente del Derecho) y la negociación colectiva (a la que parece 
considerar como el procedimiento para que los actores sociales puedan llegar al 
acuerdo)5. 
Esta posición es seguida también por la jurisprudencia del TS, respuesta que 
se articula invariablemente sobre dos bases, por un lado —lógicamente— el ar-
tículo 37.1 de la Constitución (especialmente de la alusión a «la fuerza vincu-
lante de los convenios»6) y de otro los artículos 3.2.b) y 82 del Estatuto de los 
Trabajadores'. 
3 Vid. GORELLI HERNÁNDEZ, J.: Los acuerdos de empresa como fuente del ordenamiento labo-
ral, Cívitas, Madrid, 1999, pp. 24 ss. En todo caso hay que reconocer la existencia de opiniones dis-
pares en esta materia. Así, hay autores que, distinguiendo entre fuente material y fuente formal, es-
timan como fuente del Derecho a la negociación colectiva; en este sentido puede verse a CORREA 
CARRASCO, M.: La negociación colectiva como fuente del Derecho del Trabajo, Universidad Carlos 
III y BOE, Madrid, 1997, p. 90. Por el contrario, hay otros que consideran como fuente del derecho 
a la autonomía colectiva; así, APILLUELO MARTÍN, M.: «Los convenios colectivos extraestatutarios 
y los acuerdos plurales de empresa. Algunas precisiones de la jurisprudencia y la nueva LET de 
1994», AL, n.° 9 de 1995, p. 133. 
4  FI n.° 2. Hay que señalar también a diferentes autores que han entendido que la expresión 
«fuerza vinculante» equivale a eficacia normativa; es decir, fuente del Derecho. Así, VALDÉS DAL-
RE, E: «La eficacia jurídica de los convenios colectivos extraestatutarios», en VVAA, Configura-
ción y eficacia de los convenios colectivos extraestatutarios; ACARL, Madrid, 1988, p. 68; también 
este mismo autor en Relaciones laborales, negociación colectiva y pluralismo social, MTAS, Ma-
drid, 1996, p. 85. También SALA FRANCO, T.: Los convenios colectivos extraestatutarios, IES, Ma-
drid, 1981, p. 11. 
5  Ya con anterioridad podemos señalar a la STC 58/1985, que afirmaba que del artículo 37.1 
de la Constitución deriva la integración del Convenio Colectivo en el sistema formal de fuentes del 
Derecho: su FJ n.° 3 afirma que «la integración de los Convenios Colectivos en el sistema formal 
de fuentes del Derecho, resultado del principio de unidad del ordenamiento jurídico, supone entre 
otras consecuencias que no hace al caso señalar, el respeto por la norma pactada». 
Vid. STS de 29 de abril de 1993, Ar. 3381: «la fuerza vinculante de los convenios colectivos 
implica la atribución, a los mismos, de una eficacia jurídica en virtud de la cual el contenido nor-
mativo de aquéllos se impone a las relaciones de trabajo, incluidas en sus ámbitos de aplicación, de 
manera automática». En el mismo sentido las SSTS 24 de enero de 1992, Ar. 69; 28 de octubre de 
1991, Ar. 7677. 
Simplemente a modo de ejemplo, pues hay una amplia jurisprudencia al respecto, podemos 
citar a la STS de 25 de noviembre de 1997, Ar. 8624: «El contenido sustancial y típico del Conve-
nio Colectivo es la formación de la relación de trabajo existente entre empresarios y trabajadores, 
y sus cláusulas tienen plena fuerza vinculante en el ámbito personal y funcional suscrito, de modo 
que vienen a constituir la norma más directa y específica —solamente sometida a los preceptos le-
gales de carácter necesario y. por supuesto, a la Constitución que como fuente de derecho regula 
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El reconocimiento del Convenio Colectivo como fuente del Derecho plantea 
un interrogante de enorme importancia desde el punto de vista teórico. Esa 
«fuerza vinculante» o eficacia normativa ¿deriva directamente de la Constitu-
ción?; o por el contrario, al señalarse que «La ley garantizará [...] la fuerza vin-
culante de los convenios», deriva de la regulación legal. 
Ésta es una cuestión que ha dado lugar a pronunciamientos diferentes por 
parte del TC. Así, la STC 58/1985, era claramente partidaria de entender que la 
fuerza vinculante emanaba directamente de la Constitución', de manera que la 
Ley tendría un papel absolutamente secundario, de desarrollo del precepto cons-
titucionalc. Sin embargo, con posterioridad la STC 208/1993, no ha sido tan ta-
jantem, dando un papel más relevante a la ley, pues se afirma que en el marco del 
derecho de negociación colectiva, la ley viene a asegurar no sólo la existencia de 
un auténtico sistema de negociación, sino también la eficacia jurídica del con-
venio. 
Desde nuestro punto de vista la interpretación más adecuada es la de consi-
derar que el Convenio Colectivo como fuente no es obra sólo de la Constitución 
o de la regulación legal, sino del juego conjunto de ambos elementos. Por un 
lado el artículo 37.1 reconoce el derecho a la negociación colectiva, dentro de la 
que existen diversas figuras (tanto que bien podemos hablar de un pluralismo ti- 
la relación laboral, según se desprende de los artículos 37 de la Constitución, 3.2.b) y 82 del Esta-
tuto de los Trabajadores». En el mismo sentido la STS de 4 de mayo de 1994, Ar. 7725: «los Con-
venios Colectivos tienen plena fuerza vinculante entre las partes que los han suscrito, de modo que 
vienen a constituir la norma más directa y específica que regula las relaciones jurídico-laborales 
existentes entre ellas, por ser una verdadera fuente del Derecho, tal como se desprende de lo que 
disponen el artículo 37.1 de la Constitución Española y los artículos 3.1.b) y 82 del Estatuto de los 
Trabajadores». También podemos citar a las SSTS de 5 de noviembre de 1982, Ar. 6496; 9 de di-
ciembre de 1983, Ar. 6240; 24 de enero de 1992, Ar. 69; 29 de abril de 1993, Ar. 3381. 
Así, en su FJ n.° 3 se afirma que «el mandato que el artículo 37.1 de la Constitución formu-
la a la Ley de garantizar "la fuerza vinculante de los Convenios" no significa que esta fuerza ven-
ga atribuida ex lege. Antes al contrario, la misma emana de la Constitución, que garantiza con ca-
rácter vinculante los Convenios, al tiempo que ordena garantizarla de manera imperativa al 
legislador ordinario. La facultad que poseen "los representantes de los trabajadores y empresario" 
(art. 37.1 de la CE) de regular sus intereses recíprocos mediante la negociación colectiva es una fa-
cultad no derivada de la Ley, sino propia que encuentra su expresión jurídica en el texto constitu-
cional». 
9 Por otro lado hay que tener en cuenta que a nivel teórico se ha planteado entre la doctrina la-
boral si la eficacia normativa deriva directamente del reconocimiento del derecho a la negociación 
colectiva (en este sentido ALONSO OLEA, M.: Las fuentes del Derecho en especial del Derecho del 
Trabajo en la Constitución, Cívitas, Madrid, 1982, p. 121); o por el contrario dicha eficacia proce-
de del reconocimiento de la fuerza vinculante de los convenios (VALDÉS DAL-RE, F.: «El modelo es-
pañol de negociación colectiva de condiciones de trabajo», en VVAA, Negociación colectiva en las 
pequeñas y medianas empresas, IMPI, Madrid, 1982, p. 23; opinión esta última que nos parece más 
acertada. 
'° «El reconocimiento autónomo y diferenciado de la negociación colectiva en el artículo 37.1 
CE supone la superación de la mera idea de libertad de negociación, como esfera libre de injeren-
cias, y asegura, mediante una tarea encomendada específicamente al legislador, un sistema de ne-
gociación y contratación colectiva y la eficacia jurídica del convenio colectivo. Al legislador co-
rresponde un papel activo en la concreción y desarrollo del derecho a la negociación colectiva, 
dando efectividad y apoyo al proceso de negociación y a su resultado», FJ n.° 3. 
58 	VEINTE AÑOS DE JURISPRUDENCIA LABORAL Y SOCIAL DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 	 NEGOCIACIÓN COLECTIVA Y FUENTES 
	 59 
pológico; pero la «fuerza vinculante» parece reservarse tan sólo a los Convenios 
Colectivos, que es una de esas posibles figuras. ¿Está limitándose esa especial 
eficacia a un concreto tipo o producto de la negociación colectiva? 
Probablemente la respuesta deba ser negativa, pues el reconocimiento amplio 
del derecho a la negociación colectiva que se establece en el artículo 37.1 de la 
Constitución no admite una interpretación restrictiva en el sentido de que la fuer-
za vinculante se reserve sólo para los convenios. Desde mi punto de vista el re-
conocimiento de la «fuerza vinculante» supone otorgar una especial eficacia o 
relevancia a los productos de la negociación colectiva, de manera que la autono-
mía colectiva predomine sobre la individual". Esa fuerza vinculante no supone 
el reconocimiento expreso de la eficacia normativa'. Si así lo hubiese querido 
el legislador constitucional lo hubiese hecho de una manera mucho más clara y 
rotunda. Teniendo en cuenta el pluralismo tipológico propio de la negociación 
colectiva, tampoco parece conveniente hacer derivar de la regulación constitu-
cional el carácter de fuente del Derecho respecto de cualquier producto propio 
de la negociación colectiva. 
Si la fuerza vinculante así entendida se predica respecto de cualquier expre-
sión de la negociación colectiva; ¿qué determina que se reconozca la eficacia 
normativa a algunas de las figuras propias de la negociación colectiva? La res-
puesta no puede ser otra: la regulación legal. Se revaloriza así el papel que de-
sempeña la Ley en el ámbito del Derecho a la negociación colectiva". 
Naturalmente ésta no es una opinión libre de polémicas, siendo necesario re-
saltar que hay importantes ámbitos doctrinales que defienden que la atribución 
del carácter de fuente del derecho procede directamente de la Constitución no 
siendo necesaria la intervención legal'''. 
2. LAS RELACIONES ENTRE NORMA ESTATAL Y CONVENIO COLECTIVO 
En las ocasiones en que el Tribunal Constitucional ha tenido ocasión de en-
frentarse a esta cuestión su planteamiento ha apostado por una relación de ca- 
" Así ALARCÓN CARACUEL, M. R.: «La autonomía colectiva: concepto, legitimación para ne-
gociar y eficacia de los acuerdos», en VVAA, La reforma de la negociación colectiva, Marcial 
Pons, Barcelona, 1995, p. 62. 
12  Obsérvese que la expresión constitucional «fuerza vinculante» puede aplicarse perfectamen-
te a los contratos; de hecho, qué diferencias hay entre esta expresión y la recogida en el artículo 
1.091 del Código Civil cuando expresa que las obligaciones nacidas del contrato tienen fuerza de 
ley entre las partes. 
" Así, la STC 208/1993, antes citada afirma que el artículo 37.1 CE «asegura, mediante una 
tarea encomendada específicamente al legislador, un sistema de negociación y contratación colec-
tiva y la eficacia jurídica del convenio colectivo. Al legislador corresponde un papel activo en la 
concreción y desarrollo del derecho a la negociación colectiva, dando efectividad y apoyo al pro-
ceso de negociación y a su resultado». 
14 De esta opinión VALDÉS DAL-RE, E: Configuración y eficacia..., op. cit., p. 83. De igual ma-
nera CORREA CARRASCO, M.: «La eficacia jurídica del convenio colectivo como fuente (formal) del 
Derecho del Trabajo», REDT, n.° 88, p. 225; este mismo autor en La negociación colectiva como 
fuente del Derecho del Trabajo, Universidad Carlos III y BOE, Madrid, 1997, p. 263. 
rácter jerárquico'', lo cual es consecuencia de la incorporación del Convenio Co-
lectivo al sistema de fuentes. 
La Sentencia más destacable es la 210/90. En ella se resuelve una cuestión 
de inconstitucionalidad interpuesta por una Magistratura de Trabajo en relación 
a la reducción de la jornada ordinaria de trabajo a cuarenta horas, realizada por 
la Ley 4/1983, de reforma del Estatuto de los Trabajadores. Tal reforma afecta-
ba a lo dispuesto por parte de los convenios colectivos, que al basarse en la re-
gulación anterior contenían una regulación superior a las cuarenta horas, lo cual 
podía suponer una vulneración del modelo de relaciones laborales contenido en 
los artículos 7, 9.2, 28 y 37 de la Constitución; así como el derecho a la libertad 
sindical y el derecho a la negociación colectiva. La base de tal afirmación era 
que se desconoce el contenido esencia a la negociación colectiva, pues la norma 
legal ha de dejar espacio suficiente para desenvolverse a la regulación negocia-
da. Por otro lado, tal regulación legal implica la afectación de la garantía de fuer-
za vinculante del convenio durante su vigencia, de manera que el Estado desvir-
tuaba así lo regulado por convenio. Es evidente que el proponente de la cuestión 
de inconstitucionalidad estimaba que no había relación de jerarquía entre ley y 
convenio colectivo, sino de competencia, de forma que la entrada en vigor de 
una norma legal no puede significar la derogación sin más del contenido del 
convenio colectivo. 
El TC rechazó tales argumentos. De entrada rechaza que la regulación legal 
de una jornada máxima de trabajo vulnere el «modelo constitucional» de rela-
ciones laborales, pues la constitución no diseña ningún modelo; por lo que no 
puede utilizarse dicho argumento para defender la inconstitucionalidad de una 
norma legal '6. 
15 En este sentido la STC 58/1985, FJ n.° 3, afirma que «la integración de los Convenios Colec-
tivos en el sistema formal de fuentes del Derecho, resultado del principio de unidad del ordenamiento 
jurídico, supone, entre otras consecuencias que no hace al caso señalar, el respeto de la norma pac-
• tada del derecho necesario establecido por la Ley, que, en razón de la superior posición que ocupa 
en la jerarquía normativa, puede desplegar una virtualidad limitadora de la negociación colectiva y 
puede, igualmente, de forma excepcional reservarse para sí determinadas materias que quedan ex-
cluidas, por tanto, de la contratación colectiva». También las SSTC 177/1988, FJ n.° 4, y 171/1989, 
FJ n.° 2: «El Convenio Colectivo, en cuanto tiene valor normativo y se inscribe en el sistema de fuen-
tes, ha de someterse a las normas de mayor rango jerárquico y ha de respetar el cuadro de derechos 
fundamentales acogidos en nuestra Constitución». De igual manera la STC 145/1991, FJ n.° 6: «[...] 
el derecho a la negociación colectiva consagrado en el artículo 37.1 CE no implica en modo alguno 
que los Convenios Colectivos no estén sujetos a las reglas generales de la jerarquía normativa». Por 
último, la STC 92/1994: «[..1 en la puesta en relación del mismo con las normas legales imperati-
vas, a las cuales ha de someterse y adecuarse todo convenio colectivo, ya que la fuerza vinculante de 
lo pactado y la autonomía colectiva no excluyen la subordinación de los convenios colectivos a lo es-
tablecido en las normas de superior rango jerárquico». 
111 Concretamente el Fi 2.° señala que «A tal efecto resulta insostenible plantear la correspon-
dencia de la norma cuestionada con un hipotético modelo constitucional de relaciones laborales, 
que la Constitución no diseña, aunque establece las premisas desde las cuales, tanto el legislador 
como la actuación de las partes sociales, permitirán configurar, de forma dinámica, cambiante y 
abierta, un sistema de relaciones laborales, de los varios que serían compatibles con el orden cons-
titucional. Son las reglas constitucionales los únicos criterios de valoración de la constitucionalidad 
de la Ley, no pudiendo convertirse en parámetro de constitucionalidad la referencia a un modelo 
que la propia Ley puede tener como función confirmar e incluso alterar». 
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En cuanto a la necesidad de que se respete un determinado ámbito vital a la 
regulación convencional, hay que reconocer que la principal repercusión del re-
conocimiento constitucional del derecho a la negociación consiste en la necesi-
dad de que la normativa estatal respete un «espacio vital»" a la negociación co-
lectiva, de manera que no desarrolle una normativa excesivamente prolija que 
dejase en situación marginal al convenio colectivo (si bien esto no puede enten-
derse como una reserva de Convenio"). La doctrina laboral afirmó la necesidad 
de garantizar la efectiva potencialidad de la negociación colectiva, de manera 
que pueda incidir en la regulación de las condiciones de trabajo; siendo necesa-
rio que la regulación legal dejase vacíos o espacios libres sin regular para que di-
chos ámbitos pudieran ser asumidos por las partes sociales'9. 
¿La regulación de una jornada máxima infringe ese ámbito específico de la 
negociación colectiva, e impide que ésta pueda desarrollarse? De entrada el TC 
en realidad el legislador asume una «larga tradición de intervención legal en la 
materia». Una de las reglas típicas en materia de jornada es justamente aquella 
que fija cuáles son los límites máximos a la jornada de trabajo; más aún, dicha 
actuación no es sino el cumplimiento del mandato que establece la propia Cons-
titución en su artículo 40.2. No supondría, por tanto, una vulneración del «ám-
bito vital» propio de la negociación colectiva. 
Rechazado el argumento del reparto material, no queda más remedio que 
aplicar hasta sus últimas consecuencias el principio de jerarquía normativa. En 
este sentido, la STC afirma que «no es cuestionable, pues, ni la competencia de 
la Ley en esta materia, ni que esa intervención de la Ley permite, e incluso im-
pone, la sujeción del convenio colectivo al máximo de jornada legalmente esta- 
blecido»20. Se trata del reconocimiento expreso de la sujeción del convenio a la 
Ley. Más aún, en esta Sentencia afirma expresamente el mayor rango jerárquico 
11  Sobre esta cuestión vid. RODRIGUEZ-PIÑERO, M., y DEL REY GUANTER, S.: «El nuevo papel de la negociación colectiva y la ley», en VVAA (coordinados por F. Durán López), Las relaciones laborales y la reorganización del sistema productivo, Córdoba, 1983, pp. 28-29. lg En este sentido RODRIGUEZ-PIÑERO, M.: «La Constitución y las fuentes del Derecho del Tra-bajo», en VVAA, El trabajo en la Constitución. II Coloquio sobre las Relaciones Laborales, Uni-
versidad de Zaragoza, 1982, p. 40; RODRIGUEZ-PIÑERO, M., y DEL REY GUANTER, S.: «El nuevo pa-pel de la negociación colectiva y de la Ley», op. cit., p. 126; también OJEDA AVILÉS, A.: «Ámbito esencial de la negociación colectiva e intervención proporcionada de la Ley», en VVAA, Estabili-
dad en el empleo, diálogo social y negociación colectiva. La reforma laboral de 1997, Tecnos, Ma-drid, 1998, p. 287. Sobre esta cuestión vid. la  STC 58/1985, FJ n.° 3. 
19  En este ,sentido RODRÍGUEZ-PIÑERO, M., y DEL REY GUANTER, S.: «Norma estatal y conve-nios colectivos», en VVAA, coordinados por E Durán López, Las relaciones laborales y la reorga-nización del sistema productivo, Córdoba, 1983, pp. 28 y 29. De igual modo OJEDA AVILÉS, A.: «Ámbito esencial de la negociación colectiva e intervención proporcionada de la Ley», en VVAA, 
Estabilidad en el empleo, diálogo social y negociación colectiva. La reforma laboral de 1997, Tec- nos, Madrid, 1998, p. 287. 
20  STC 210/1990, FJ n.° 2. Este fundamento añade además que «En lo que atañe a la jornada 
de trabajo, y sin necesidad de hacer referencia al artículo 9.1 CE, la preeminencia de la Ley, por lo 
que hace a la fijación de límites a la misma, ha sido expresamente consagrada en el artículo 40.2 
CE, de manera que los convenios colectivos, y no sólo los contratos de trabajo, han de respetar ine-
ludiblemente el límite legal, en las condiciones establecidas por la Ley». 
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de la ley sobre el convenio colectivo21. Justamente es por esta razón que la ley se 
impone a los Convenios Colectivos, aun cuando la modificación legal se pro-
duzca durante la vigencia de los mismos y sin necesidad de que para la aplica-
ción de la norma legal haya que esperar al agotamiento de la vigencia de las nor-
mas convencionales22, siendo «constitucionalmente inaceptable que una Ley no 
pueda entrar en vigor en la fecha dispuesta por el legislador». 
Esta STC 210/1990 contiene una segunda consecuencia derivada de la supe-
rioridad jerárquica de la regulación legal: cuando una Ley posterior introduce 
una nueva regulación diferente, contraria al Convenio Colectivo, se produce una 
alteración de lo que se ha dado en llamar «equilibrio interno del convenio»23. El 
TC estima que dicha ruptura del equilibrio del convenio no puede suponer, ni por 
asomo la inaplicación de la normativa legal24, rechazando así la doctrina del 
«equilibrio interno». 
Ahora bien, la cuestión no es tan simple, pues es absolutamente necesario res-
petar ese espacio vital a la negociación. Desde este punto de vista hay que admitir 
la modalización del principio de jerarquía normativa, con el consecuente repliegue 
de la regulación estatal. Doctrinalmente se ha defendido la necesidad de respetar 
el citado ámbito vital de la negociación colectiva, argumentándose que la Ley debe 
contenerse en su regulación de las relaciones laborales, pues de lo contrario no se 
respetaría el contenido esencial del derecho a la negociación colectiva". 
Ahora bien, ¿cuál es dicho ámbito? GARCÍA-PERROTE26 ha estimado que la 
base de separación de áreas entre la norma estatal y el convenio colectivo estri-
ba en que a la primera le corresponde la regulación de lo interprofesional, mien-
tras que a la negociación le pertenece lo sectorial, si bien puede también acce-
der a la interprofesional". Nos encontraríamos así que entre norma estatal y 
21 «[...] en anteriores ocasiones este Tribunal ha señalado que la Ley ocupa en la jerarquía nor-
mativa una superior posición a la del convenio colectivo, razón por la cual éste debe respetar y so-
meterse a lo dispuesto con carácter necesario por aquélla, así como, más genéricamente, a lo esta-
blecido en las normas de mayor rango jerárquico». 
" «En efecto el respeto al derecho constitucional a la negociación colectiva no obliga necesa-
riamente al legislador a posponer la entrada en vigor de la norma al momento de la terminación del 
periodo de vigencia de los convenios colectivos [...] El artículo 37.1 CE, ni por sí mismo ni en co-
nexión con el artículo 9.3 CE, puede oponerse o impedir la producción de efectos de las Leyes en 
la fecha dispuesta por las mismas. Es el convenio el que debe respetar y someterse a la Ley y a las 
normas de mayor rango jerárquico y no al contrario», El n.° 3. 
23 Es decir, el convenio concebido como un conjunto de prestaciones y contraprestaciones que 
tienen su fundamento las unas sobre las otras, de manera que cuando se produce una modificación 
externa del convenio dicho equilibrio se rompe. Sobre esta cuestión vid. OJEDA AVILÉS, A.: «La doc-
trina del equilibrio interno del convenio», REDT, n.° 31. 
24 En todo caso, prevé la Sentencia que si la regulación legal supusiese un cambio absoluto y 
radical, podría, sobre la base de la cláusula rebus sic stantibus, solicitar la rescisión del convenio. 
25 Podemos encontrar esta posición reflejada por primera vez en el trabajo de RODRIGUEZ-PI-
ÑERO, M., y DEL REY GUANTER, S.: «El nuevo papel de la negociación colectiva y de la ley», op. 
cit., p. 28. Más cercano en el tiempo podemos mencionar a GARCIA-PERROTE ESCARTIN, I.: «Ley, 
convenio colectivo, contrato de trabajo y derechos fundamentales del trabajador», Revista de Dere-
cho Social, n.° 4, p. 12. 
26 Op. cit., p. 27. 
" Sobre esta última cuestión este mismo autor en su trabajo «Ley y autonomía colectiva. Un 
estudio sobre las relaciones entre la norma estatal y el convenio colectivo», MTSS, 1987, p. 123. 
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convenio colectivo no sólo hay una relación basada en el principio de jerarquía 
normativa, sino también sobre otro principio diferente, el funcional; a tenor del 
cual hay un reparto de papeles entre ambos" (no confundir nunca con un repar-
to rígido de materias entre uno y otro). 
Más recientemente OJEDA AviLEs ha analizado la cuestión a la luz de la re-
ducción de la jornada. El citado profesor se plantea si una posible reducción le-
gal de la misma a treinta y cinco horas no daña al derecho a la negociación co-
lectiva. El problema se va a plantear cuando se produce un exceso de legislación, 
normalmente con el objetivo de facilitar una mayor y mejor defensa de los dere-
chos laborales, de manera que funcionen en la práctica como restricciones a la 
autonomía colectiva. Siempre que con ello se defiendan objetivos sociales esen-
ciales parecería admisible; ahora bien, es posible que ello suponga una violación 
del derecho a la negociación, bien porque introduzca un exorbitante vanguardis-
mo legal en la defensa del trabajador (la regulación legal es mucho más adelan-
tada que lo dispuesto por la negociación colectiva —v. gr., una reducción legal 
de la jornada a treinta y cinco horas—), o bien porque la regulación legal sea tan 
prolija que no deje de ninguna manera espacio a la negociación. Esto supondría 
el reconocimiento de un margen a la negociación colectiva que no podría ser in-
fringido por la regulación legal, centrado en las condiciones básicas de trabajo a 
las que antes aludimos". 
Sin embargo, la regulación ha permitido el establecimiento de regulaciones 
legales intangibles a la negociación colectiva, en materias que podríamos consi-
derar propias del ámbito esencial del Derecho a la negociación colectiva. De en-
trada, recordemos que la propia Constitución habilita a la regulación estatal para 
establecer todo un conjunto de normas mínimas bastante importantes. Por otro 
lado, podemos mencionar el supuesto de la interferencia de las leyes de presu-
puestos en la fijación del salario de los empleados públicos. Recordemos que a 
este respecto el Tribunal Constitucional ha aceptado que la Ley de Presupuestos 
establezca topes salariales para tales colectivos de trabajadores y funcionarios (lo 
cual va directamente en contra del ámbito esencial del derecho a la negociación). 
Para el TC tal limitación es válida pues si bien la negociación colectiva es un de-
recho constitucional, éste puede verse sacrificado si existen intereses generales 
recogidos en la propia Constitución (la competencia del Estado de fijar la políti-
ca económica, tal que puede deducirse de los arts. 40.1, 131.1 o 149.13 de la 
Constitución, sus funciones de contención del gasto público y de la inflación, o 
la competencia del Estado para establecer un régimen de igualdad y solidaridad 
entre los empleados públicos"). Este razonamiento se extiende no sólo a los fun-
cionarios, sino también al personal laboral, sin que se considere discriminatorio 
en comparación con el ejercicio de este derecho por trabajadores ordinarios31. La 
26 GARCÍA-PERROTE ESCARTIN, 1.: «Ley y autonomía colectiva», op. cit., pp. 126 SS. 
29 OJEDA AVILÉS, A.: «Ámbito esencial de la negociación colectiva...», pp. 294 ss. 
3° Estos razonamientos aparecen ya recogidos en la STC 63/1986, y se reitera en las posterio-
res SSTC 96/1990 y 237/1992. 
31 La razón, tal como afirmaba la STC 96/1990, «radica en los evidentes rasgos diferenciado-
res que existen entre la Administración o una empresa pública frente a las empresas privadas, cir- 
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existencia de estos valores prevalentes supone la reducción del derecho a la ne-
gociación colectiva. Otro ejemplo en este mismo sentido lo tenemos en la nego-
ciación colectiva de los funcionarios públicos32. 
Desde el punto de vista contrario; es decir, de casos de intromisión del Esta-
do en la autonomía colectiva, podemos recordar a la STC 92/1992, que analiza-
ba si era contrario o no al derecho a la negociación colectiva lo dispuesto por el 
artículo 41 ET sobre modificación sustancial de condiciones de trabajo pactadas 
en convenio colectivo, a través de la autorización de la Administración laboral". 
El TC resolvió la cuestión entendiendo que aunque el convenio colectivo está su-
jeto al poder normativo del estado, en base al principio de subordinación jerár-
quica, eso no «implica ni permite la existencia de decisiones administrativas que 
autoricen la dispensa o inaplicación singular de disposiciones contenidas en con-
venios colectivos, lo que no sólo sería desconocer la eficacia vinculante del con-
venio colectivo, sino incluso los principios garantizados en el artículo 9.3 CE»; 
de ahí que «sería contraria al artículo 37.1 CE una interpretación del artículo 
41.1 ET que permitiera a la Administración laboral autorizar al empresario la in-
troducción de modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo previstas y 
reguladas en un convenio colectivo vigente»34. 
En cuanto a las relaciones entre convenio y norma reglamentaria", se obser-
va que el reglamento adquiere una posición secundaria en materia de fijación de 
las condiciones de trabajo, lo que supone una importante restricción en el uso de 
tal mecanismo parar regular sectorialmente condiciones de trabajo"; en este sen- 
cunstancia que, en este caso, permite modular el derecho a la negociación colectiva típico de la em-
presa privada y someter a los trabajadores a una superior presión de los intereses públicos y de los 
servicios generales a que sirve la política económica». FJ n.° 3. 
32 Recordemos que a éstos se les reconoce la libertad sindical; ahora bien, la STC 57/1982 es-
timó (Fi n.° 9), que «Del derecho de sindicación de los funcionarios públicos no deriva como con-
secuencia necesaria la negociación colectiva y menos todavía con efectos vinculantes, porque no 
existe un racional nexo causal que conduzca con exclusividad a aquellas consecuencias, al no ser 
obligado en lógica y en derecho que de la agrupación de los funcionarios en defensa de sus intere-
ses, derive como única solución el celebrar un convenio colectivo, haciendo perder la supremacía a 
la Administración con graves consecuencias». 
33 Recordemos que con la regulación actual del citado artículo 41 ET esta posibilidad es per-
fectamente posible, si bien a través del acuerdo con los representantes de los trabajadores y limita-
do exclusivamente a determinadas materias. 
34 FJ n.° 4. 
" En materia de relaciones entre las Ordenanzas y los Convenios podemos encontrar una STC, 
la 118/1983; que sin embargo no entró al análisis de la cuestión, pues entendía que no había nin-
gún Derecho Constitucional fundamental en juego, pues el que resultaba afectado, el derecho a la 
negociación colectiva, no podía en estos casos reconducirse a la libertad sindical, pues el recurso 
se interpuso por miembros del comité de empresa. Esta Sentencia giraba en torno a la cuestión de 
si un acuerdo entre el empresario y la representación unitaria producido en un expediente de regu-
lación de empleo, y posteriormente incorporado al convenio, podía derogar lo dispuesto por una Or-
denanza. Sobre la reconducción del derecho a la negociación colectiva a la libertad sindical cuan-
do quien actúa es el sindicato vid. las SSTC 39/1986, 104/1987, 184/1987, 9/1988, 51/1988 y 
105/1992, que afirman que el derecho a la libertad sindical integra los derechos de actividad de los 
sindicatos, entre los que se encuentra la negociación colectiva. 
36 En este sentido merece la pena señalar que la STS de 31 de enero de 1990, que anuló el ar-
tículo 2.° del RD 2.001/1983, sobre jornada, afirmó que el reglamento es una norma secundaria res- 
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tido podemos recordar el proceso de sustitución de las Ordenanzas Laborales por 
convenios colectivos, iniciado ya en el ET de 1980", pero que realmente se im-
pulsa a partir de la reforma de 199438, que inicia un proceso de auténtica dero-
gación que culmina con el Acuerdo de Cobertura de Vacíos de 199739. 
3. LA RELACIÓN ENTRE CONVENIO COLECTIVO Y CONTRATO DE TRABAJO 
Otra de las cuestiones planteadas por la jurisprudencia constitucional hace 
referencia a las relaciones entre Ley y Convenio, que se ha planteado desde di-
ferentes puntos de vista. 
En principio hay que reconocer cómo tradicionalmente el contrato de traba-
jo ha tenido un escaso valor normativo, pues es la autonomía colectiva la encar-
gada de establecer la regulación sobre condiciones de trabajo; por el contrario, 
el contrato de trabajo carece de papel normativo, teniendo simplemente función 
constitutiva". En todo caso el artículo 3.1.c) ET otorga al contrato un papel de 
mejora de las condiciones de trabajo reguladas en Convenio Colectivo4 t. 
pecto del convenio. Sobre esta cuestión vid. GARCÍA MURCIA, J.: «La potestad reglamentaria en el 
Ordenamiento Laboral», en VVAA, Sistemas de ordenación de las Fuentes laborales, CGPJ, Ma-
drid, 1993, p. 32. 
" Recordemos cómo la Disposición Transitoria 2.° del ET en su redacción de 1980 establecía 
que las Ordenanzas eran derecho «dispositivo, en tanto no se sustituyan por convenio colectivo, 
además se autorizaba al Ministerio de Trabajo para derogarlas total o parcialmente previo informe 
de las organizaciones sindicales y empresariales más representativas». 
38  La reforma de 1994, en su nueva Disposición Transitoria 6.°, establecía como plazo máximo 
de vigencia de las Ordenanzas hasta el 31 de diciembre de 1994, permitiendo prórrogas hasta el 31 
de diciembre de 1995. 
38  Sobre el tema de la derogación de las Ordenanzas vid. CRUZ VILLALÓN, J.: «Derogación de or-
denanzas laborales y negociación colectiva», RL, tomo II de 1995; el mismo autor en «El acuerdo 
de cobertura de vacíos», en VVAA, Estabilidad en el empleo, diálogo social y negociación colecti-
va. La reforma de 1997; VALDÉS DAL-RE, E: «El acuerdo de cobertura de vacíos», RL, tomo I de 
1997; SALA FRANCO, T.: «La suplencia o derogación de las reglamentaciones y ordenanzas de traba-
jo», en VVAA, Reforma de la legislación laboral, Marcial Pons, Madrid, 1995; CAMPS RUIZ, L. M.: 
«Mantenimiento, suspensión y derogación de las ordenanzas laborales y reglamentos de régimen in-
terior», AL, n.° 8 de 1989; LAHERA FoaTszA, J.: «El largo proceso de derogación de las ordenanzas 
laborales», en VVAA, La reforma pactada de las legislaciones laboral y de Seguridad Social. 
40 Lógicamente esta situación tiene que ver con el hecho de que desde los orígenes mismos del 
Derecho del Trabajo, la autonomía individual ha significado en realidad el libre juego del poder uni-
lateral del empresario, que como contratante más fuerte ha sido el que ha impuesto las condiciones 
de trabajo, de donde el libre juego de la autonomía individual conduce sin remedio a un poder uni-
lateral del empresario. Justamente por el hecho de que la autonomía individual conduzca al someti-
miento del trabajador a la voluntad empresarial es por lo que se ha impulsado el papel regulador de 
la autonomía colectiva y en paralelo lo ha ido perdiendo el contrato de trabajo, para lo cual es abso-
lutamente necesario reconocer la fuerza vinculante de lo pactado colectivamente respecto de la vo-
luntad individual de trabajadores y empresarios. Sobre esta cuestión vid. GARCÍA-PERROTE ESCARTIN, 
I.: «Convenio colectivo y contrato de trabajo. Y sobre los Derechos constitucionales "inespecíficos" 
del trabajador», en VVAA, Las reformas laborales de 1994 y 1997, Marcial Pons, Madrid, 1998, 
pp. 42 y 43; también DEL REY GUANTEA, S.: «Autonomía individual y autonomía colectiva: algunos 
puntos críticos a la luz del Texto Refundido del Estatuto de los Trabajadores», REDT, n.° 77, p. 425. 
41  El Convenio Colectivo puede mejorar lo dispuesto por la Ley, y a su vez el contrato mejorar 
lo establecido por el Convenio. Es evidente que desde este punto de vista, si la regulación legal es 
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Frente a esto podemos observar que en los últimos años hay un proceso de 
revalorización del papel normativo del contrato. Un primer ejemplo, lo tenemos 
en las dudas interpretativas que origina el propio artículo 3.1.c ET. En primer lu-
gar, cuando se señala que el contrato de trabajo no puede establecer condiciones 
«menos favorables» para el trabajador (o dicho en positivo, que el contrato de 
trabajo puede mejorar lo dispuesto por el Convenio), es evidente que la regla 
puede aplicarse con comodidad cuando se trata de condiciones cuantificables, 
siendo su único límite el respeto a aquellas normas de derecho necesario abso-
luto. Esto excluiría la intervención de la autonomía individual, pero no es así. 
Recordemos que el artículo 3.1.c) ET establece que el contrato no podrá esta-
blecer condiciones «menos favorables» ni «contrarias». La clave estará en la 
interpretación de esas condiciones que no pueden ser contrarias al Convenio Co-
lectivo o a la regulación legal". La doctrina laboral es favorable a una interpre-
tación flexible y no literal, pues ésta nos conduciría a entender que no es posible 
que el contrato de trabajo tenga capacidad de regulación. Dicho de otra manera, 
condiciones contrarias no puede significar condiciones distintas. Son admisibles 
aquellos pactos individuales que no sean contrarios a las normas de derecho ne-
cesario legales o convencionales, y que no supongan un perjuicio para el traba-
jador, sino que lo favorezcan. 
La ampliación del papel normativo del contrato repercute en la negociación 
colectiva y surgen importantes puntos de tensión. La primera respuesta ha sido 
reconocer la subordinación del contrato al convenio. Basta simplemente recor-
dar lo señalado por la STC 105/1992. En ella se plantea la cuestión de si no es 
contrario al derecho a la libertad sindical y a la negociación colectiva (integrado 
en el contenido esencial del primero) que una vez concluido el convenio colec-
tivo entre el empresario y los representantes de los trabajadores, la empresa 
ofrezca a los trabajadores la posibilidad de modificar, de manera voluntaria y de 
límite mejorable para la negociación y a su vez ésta es límite para el contrato de trabajo, el ámbito 
de la autonomía individual se ve drásticamente reducido. En este sentido CONDE MARTÍN DE HIJAS, 
V.: «Autonomía individual: alternativa de desarrollo», RL, tomo 11 de 1991, p. 358. 
42 En este sentido DURÁN LÓPEZ, F., y SÁEZ LARA, C.: «Autonomía colectiva y autonomía indi-
vidual en la fijación y modificación de las condiciones de trabajo», RL, tomo II de 1991, pp. 390 
y 391; BLASCO PELLICER, A.: Op. cit., p. 215; y MORENO DE TORO, C.: «Contrato de trabajo y auto-
nomía de la voluntad», RL, tomo I de 1996, pp. 648-649. El problema va a residir, lógicamente, en 
cómo puede enjuiciar que la regulación es favorable al trabajador. La favorabilidad podrá presu-
mirse en aquellos casos en que el trabajador es compensado de alguna manera (así SAGARDOY BEN-
GOECHEA, J. A.: «La libertad sindical y los espacios de la autonomía privada», Documentación La-
boral, n.° 24, pp. 9 y 24). Si no es así, la doctrina laboral ha defendido que tal juicio de favorabilidad 
ha de girar en torno al propio trabajador, que es el mejor capacitado para decidir cuáles son sus in-
tereses y pactar condiciones distintas a las del Convenio Colectivo. En este sentido BLASCO PELLI-
CER, A.: «La individualización de las relaciones laborales», CES, Madrid, 1995, pp. 215 y 230. En 
el TC podemos señalar lo dispuesto por el Auto 1074/1988: «la compatibilidad entre la autonomía 
individual y la autonomía colectiva no impide que, respetándose, en todo caso, los mínimos resul-
tantes del convenio correspondiente, puedan mejorarse las condiciones de los trabajadores. Mejora 
de estas condiciones que, evidentemente, puede permitir un cierto margen de apreciación y valora-
ción subjetiva, pero que, en la medida en que se oferten con carácter general y amplíen el propio 
ámbito de decisión de la autonomía individual de los trabajadores [...] no debe estimarse como vul-
neradora del artículo 28.1 de la Constitución». 
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forma individual, el horario de jornada continuada a jornada partida, siendo 
compensados con una determinada cantidad económica aquellos trabajadores 
que aceptasen. Tal posibilidad de opción fue realizada sin que los representantes 
la conociesen. ¿Supone una alteración de lo dispuesto por convenio colectivo? 
Para responder a esta cuestión hay que observar que en el fondo el mecanismo 
utilizado (un pacto plural de adhesión voluntaria a una modificación en masa) es 
formalmente un mecanismo individual, pero dado su carácter masivo tiene una 
repercusión necesariamente colectiva43. Por esta vía el empresario puede obtener 
a través de la autonomía individual lo que se le niega a través de la negociación 
colectiva44, dañando irremisiblemente el papel que tiene el convenio colectivo de 
regular de manera homogénea las condiciones de trabajo'''. 
A tenor de la STC 105/1992 la voluntad individual no puede modificar lo es-
tablecido por convenio colectivo, pues la base del sistema de negociación colec-
tiva es el predominio de la voluntad colectiva sobre la individual46. Esta preva-
lencia se basa en la tradicional repugnancia que el Derecho del Trabajo ha 
mostrado a las nefastas consecuencias que para el trabajador supone el libre jue-
go de la autonomía individual de la voluntad'". En definitiva, la doctrina afir-
mada por la STC es que no pueden utilizarse pactos novatorios individuales en 
masa para alterar lo establecido por el Convenio Colectivo". Aceptar que los 
43  En este sentido FERNÁNDEZ DOMÍNGUEZ, J. J.; MARTÍNEZ. BARROSO, M. R., y RODRÍGUEZ ES-
CANCIANO, S.: El Derecho del Trabajo tras las últimas reformas ejlexibilizadoras» de la relación la-
boral, CGPJ, Madrid, 1998, p. 591. 
44 Así OJEDA AVILÉS, A.: «Autonomía colectiva y autonomía individual», RL, tomo 11 de 1991, 
p. 334. 
43  En este sentido CASAS BAAMONDE, M. E., y BAYLOS GRAU, A.: «Organización del trabajo y 
autonomía individual: la desregulación del convenio colectivo», RL, n.° 16 de 1988, p. 19. 
46  «La respuesta ha de ser necesariamente negativa, pues de lo contrario, de prevalecer la auto-
nomía de la voluntad individual de los trabajadores sobre la autonomía colectiva plasmada en con-
venio legalmente pactado entre los sindicatos y la representación empresarial, quebraría el sistema 
de la negociación configurado por el legislador, cuya virtualidad viene determinada por la fuerza 
vinculante de los Convenios constitucionalmente prevista en el artículo 37.1 CE». FJ n.° 6. Hemos 
de recordar, sin embargo, que con anterioridad el TC pudo pronunciarse sobre un supuesto similar 
y dio una respuesta contraria. Me refiero al Auto 1074/1988, que fue mucho más amplio en el re-
conocimiento de la autonomía individual. Se trataba de un supuesto en el que una empresa banca-
ria ofrecía a sus trabajadores a través de una oferta general, aceptar una jornada partida, a cambio 
de un incremento salarial, y con una disminución del cómputo anual de las horas de trabajo. Con-
cretamente el TC estimó que la «compatibilidad entre la autonomía individual y la autonomía co-
lectiva —manifestación de la negociación colectiva— no impide que respetándose, en todo caso, 
los mínimos resultantes del convenio correspondiente, puedan mejorarse las condiciones laborales 
de los trabajadores». Parece, por tanto, que la base de la respuesta del TC en este caso reside en la 
consideración de que las condiciones ofertadas por parte de la empresa tenían la consideración de 
más favorables que las recogidas en el convenio colectivo. 
' En este sentido la propia STC 105/1992: «sólo la unión de los trabajadores a través de los 
sindicatos que los representan permite la negociación equilibrada de las condiciones de trabajo que 
persiguen los convenios colectivos». La afirmación es cierta con carácter general, pero no puede 
ser aplicada con carácter absoluto, pues no dejaría espacio alguno a la autonomía individual, que 
como vamos a ver a continuación, sí tiene un espacio mínimo para actuar. 
46 En este sentido FERNÁNDEZ DOMÍNGUEZ, J. J.; MARTÍNEZ BARROSO, M. R., y RODRÍGUEZ ES-
CANCIANO, S.: El Derecho del Trabajo tras las últimas reformas._ op. cit., p. 595. 
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contratos individuales pueden modificar lo pactado por convenio colectivo im-
plicaría negar la fuerza vinculante y el carácter normativo de estos últimos. 
Puede asaltarnos una duda importante, pues la STC 105/1992 se refiere a un 
Convenio estatutario. ¿Ha de aplicarse la misma lógica si se trata de un Convenio 
extraestatutario? Desde nuestro punto de vista el reconocimiento del derecho a la 
negociación colectiva abarca a cualquier expresión derivada de la misma; más 
aún, cuando el artículo 37.1 de la Constitución se refiere a la «fuerza vinculante 
de los convenios», tal expresión no debe limitarse sólo al Convenio estatutario, 
sino a toda expresión que deriva de la negociación colectiva. Cuestión diferente, 
es tal como hemos visto anteriormente, si eso supone el reconocimiento del ca-
rácter de fuente del derecho a cualquier mecanismo propio de la negociación co- 
lectiva49. 
En conclusión, cabe afirmar el predominio de lo colectivo sobre lo indivi-
dual; ahora bien, hay que tener en cuenta que este predominio de la autonomía 
colectiva no supone la supresión o eliminación de la autonomía individual. Hay 
diferentes SSTC que así lo afirman, de entrada la STC 58/1985", o la STC 
208/19935'. Esta última plantea un problema similar al analizado en la STC 
105/1992. Se trataba de que la empresa establecía unilateralmente unas gratifi-
caciones temporales y un plus de disponibilidad, las primeras previstas para 
aquellos trabajadores que realizasen determinadas funciones, y el segundo se pa-
garía a aquellos trabajadores que aceptasen estar en situación de localización in-
mediata en casos de urgencia para que se incorporasen al trabajo (con la finali-
dad de reducir lo más posible el personal de mantenimiento que realizase 
guardias)52. Para el sindicato accionante estábamos ante una actuación que alte-
raba las condiciones pactadas en convenio colectivo. 
La respuesta debería ser la de entender violado el Derecho a la negociación 
" Estimamos que dicha locución ha de interpretarse en el sentido de que a todo mecanismo que 
deriva de la negociación se le debe reconocer la prevalencia respecto a la autonomía individual. Al 
respecto recordemos cómo la STC 108/1989 (Fi n.° 2), al distinguir entre el convenio estatutario y 
el extraestatutario, señaló que «El carácter estatutario o no del convenio es simple consecuencia de 
que se cumplan o no los requisitos de mayoría representativa que el Estatuto de los Trabajadores 
exige para la regularidad del convenio colectivo, al que se otorga en ese caso un plus de eficacia, 
por el carácter erga omnes del llamado convenio colectivo estatutario». Sobre esta cuestión vid. 
VALDÉS DAL-RE, F.: Configuración y eficacia de los convenios colectivos extraestatutarios, 
ACARL, Madrid, 1988, p. 59; también OJEDA AVILÉS, A.: Derecho sindical, Tecnos, Madrid, 1995, 
p. 803. 
" Esta STC afirma que la negociación colectiva no supone negar la virtualidad a la autonomía 
individual, ya que «ha de contar con un margen de actuación incluso en unos ámbitos como los de 
la empresa en los que exigencias de índole económica, técnica o productiva reclaman una confor- 
mación colectiva de condiciones uniformes». En el mismo sentido el Auto 1074/1988. 
Ésta afirma que «La capacidad de incidencia del convenio colectivo sobre el contrato indi- 
vidual y la prevalencia del mismo sobre el contrato de trabajo, y el condicionamiento que supone 
sobre la voluntad unilateral del empleador, impide que la voluntad individual prevalezca sobre la 
colectiva, pero sólo esto, y no puede excluir un espacio propio para la autonomía individual y para 
el ejercicio de los poderes empresariales». 
Téngase en cuenta que mientras la primera medida es una expresión del poder de dirección, 
la segunda, al requerir la aceptación voluntaria de cada trabajador, se encuentra dentro del ámbito 
de la autonomía individual de la voluntad. 
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colectiva. Sin embargo, en este caso el TC da una respuesta contraria. ¿Dónde 
está la diferencia entre la STC 105/1992 y la 208/1993? Mientras en la primera 
las nuevas condiciones eran contrarias a lo dispuesto en el Convenio, por lo que 
suponían una alteración del mismo; por el contrario en la STC 208/1993, no hay 
alteración del convenio, pues se trata de una materia no regulada en él53. Esto su-
pone que hay un espacio libre, ya que el Convenio no agotaba la totalidad de la 
regulación de condiciones de trabajo. Es en ese «espacio libre» donde puede ac-
tuar la autonomía individual de la voluntad". Desde este punto de vista hay que 
reconocer que en realidad la STC 208/1993 no es contraria a lo dispuesto por la 
STC 105/1992, sino que es complementaria55. 
Cabe, por tanto, la posibilidad de que la autonomía individual actúe en los 
intersticios o huecos que deje el Convenio; más aún, tal como señala la STC 
208/1993, tampoco es posible cerrar el paso a la autonomía individual cuando 
una materia no contemplada por el convenio pueda ser regulada por la negocia-
ción en el futuro56. 
En todo caso la STC 208/1993 se plantea que si bien la medida no es di-
rectamente contraria a lo dispuesto por el Convenio Colectivo, puede tener tal 
entidad y trascendencia, que podría comprometer el desarrollo de la negocia-
ción colectiva y su efectiva suplantación, pues supondría vaciar el contenido 
básico del Convenio Colectivo". En el presente caso, el TC rechazó esta posi- 
" Además, mientras que en la primera estamos ante un supuesto de contrato de adhesión en 
masa, en el segundo se trataba del uso por parte del empresario de sus facultades unilaterales. So-
bre esta cuestión vid. SANTIAGO REDONDO, K. M.: «Antisindicalidad por mejora unilateral de con-
diciones de trabajo con elusión de la negociación colectiva», RL, n.° 13 de 2000, p. 56. 
" En este sentido se afirma en el FJ n.° 4 que «Se trata de gratificaciones a las previstas en la 
normativa colectiva, no contrarias a éstas y que, por ello, operan en un espacio libre de regulación 
legal o contractual colectivo, y por ello abierto al ejercicio de la libertad de empresa y de la auto-
nomía contractual». 
" En todo caso no es infrecuente encontrar entre la doctrina laboral la consideración de que es-
tas dos Sentencias son contradictorias entre sí; así BLASCO PELLICER, A.: Op. cit., p. 217; también 
MORENO DE TORO, C.: Op. cit., p. 643. 
56 «Aunque lo no ocupado por la autonomía colectiva, ni regulado por la normativa estatal, sea 
un espacio de libertad sobre el que en un futuro podría incidir la autonomía colectiva, si las partes 
del convenio lo considerasen oportuno la mera circunstancia de que una materia pudiera en su mo-
mento ser objeto de negociación colectiva no supone, como parece entender el sindicato accionan-
te, un impedimento para acuerdos contractuales individuales o para decisiones de la empresa en 
ejercicio de sus poderes de gestión». El n.° 4. El TC rechazaría así la concepción del Convenio Co-
lectivo como un universo cerrado, tal como señala DEL REY GUANTER, S.: «Autonomía individual 
y autonomía colectiva: algunos puntos críticos a la luz del Texto Refundido del Estatuto de los Tra-
bajadores», REDT, n.° 77, p. 443. 
57  Para esta Sentencia, un comportamiento de tales características podría ser contrario al dere-
cho a la negociación colectiva, «si aprovechando los intersticios o lagunas dejados artificialmente 
por la negociación colectiva, vinieran sistemáticamente fijadas fuera y excluidas de la negociación 
colectiva las condiciones de trabajo más importantes aplicables al colectivo de los trabajadores. Una 
utilización masiva de la autonomía individual, para jugar sistemáticamente en detrimento y margi-
nación de la autonomía colectiva, sería dudosamente compatible con las bases constitucionales de 
nuestro sistema de relaciones laborales que trata de hacer compatibles, la libertad sindical, con el 
consiguiente predominio de lo colectivo sobre lo individual, y la libertad de empresa que es un es-
pacio abierto a la autonomía individual». 
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bilidad por la escasa entidad que presentaban las condiciones así adoptadas". 
Cuestión diferente es la relativa a las materias no reguladas todavía por Conve-
nio Colectivo, o que no están incluidas en el proceso de negociación de un nue-
vo Convenio". Estas pueden ser materia a desarrollar por la autonomía indivi- 
dual. Una prolongación de la doctrina afirmada por las SSTS 105/1992 y 
208/1993 la encontramos en la 107/2000, en la que también estamos ante un su-
puesto de relación entre la negociación colectiva y una decisión unilateral del 
empresario. Aquí nos encontramos ante una actuación del empresario en que tras 
un procedimiento de negociación colectiva en el que no se logra acuerdo algu-no, tras lo cual la empresa formula una propuesta final, definitiva e irrevocable, 
fijando incluso un plazo máximo de aceptación. Al transcurrir éste sin ser acep-
tado, la empresa dio por finalizadas las negociaciones y procedió a realizar uni-
lateralmente una revisión salarial, a tenor de la cual la mayoría de los trabajado-
res vieron incrementados sus salarios entre un 3 y un 6 por 100 (decisión 
favorable, por tanto, para los trabajadores). El TC decidió entender tal actuación 
contraria a la Constitución, al derecho a la libertad sindical y a la negociación 
colectiva. Concretamente los argumentos que da el TC (además de estimar que 
se había producido una auténtica violación del deber de negociar9 para enten-
der la conducta empresarial como inconstitucional son dos: 
a) En primer lugar, que la regulación salarial formaba parte de las condi-
ciones de trabajo sobre las que se había estado negociandom. Parece que la in-
tención del TC es la de negar que en este caso estuviésemos ante un hueco libre 
dejado por el Convenio Colectivo. 
b) Por otro lado, la trascendencia de la materia. En concreto, se trata del in-cremento salarial para ese año; es decir, no estamos ante una simple regulación 
accesoria, o de la introducción de un nuevo complemento62. 
" Así lo afirma el FJ n.° 5: «[...] no puede decirse que estas medidas [...] supongan una altera-
ción que margen sustancialmente el convenio colectivo [...] Las medidas carecen pues de entidad y 
trascendencia como para permitir deducir que en el presente caso la empresa haya tratado de ejer-
cer su poder de dirección y su poder contractual con un propósito o con un resultado de lesionar el 
derecho de libertad sindical de la entidad recurrente». 
59  Vid. esta última precisión en FERNÁNDEZ DOMÍNGUEZ, 
J. J.; MARTINEZ BARROSO, M. R., y RO-
DRÍGUEZ ESCANCIANO, S.: El Derecho del Trabajo tras las últimas reformas..., op. cit., 
p. 598. Tam-
bién la STC 107/2000 a la que nos referiremos posteriormente. 
FJ n.° 9. 
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 «Pues bien, los hechos acreditados en el procedimiento permiten deducir que dicha condi- 
ción formaba parte del proceso negociador iniciado a finales de enero de 1993 con el objeto de ne-
gociar el convenio para 1993, lo cual, por otro lado, se corresponde perfectamente con la trascen-
dencia y carácter primordial que el salario tiene en toda la negociación colectiva», FJ n.° 8. 
62 
 «En este caso se trataba, además, del incremento aplicable para escaño, y no de una condi-
ción económica menor o accesoria, como tampoco de un complemento novedoso que la empresa 
tratase de introducir a través de pactos individuales (STC 208/1993). Nos encontramos, pues, ante 
una materia indubitadamente típica y propia de la negociación colectiva, en la que resulta clara la 
afectación del derecho de los sindicatos a participar en la determinación de las condiciones de tra-
bajo, derecho éste integrante del fundamental de libertad sindical». 
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En conclusión, el ámbito de la autonomía individual tiene dos vertientes, por 
un lado, en base al principio de favor, el contrato de trabajo puede mejorar lo es-
tablecido por convenio colectivo lo cual puede realizarse cuando dichas reglas 
son cuantificables. Además, si las normas de referencia no son cuantificables, 
podrá establecer una regulación diferente, siempre que no sea contraria a los mí-
nimos convencionales y sea más favorables para el trabajador°. Por otro lado, 
siempre podrá regular aquellas materias no tratadas por el Convenio; nos encon-
tramos así un importante ámbito para el contrato de trabajo que es el de la crea-
ción ex novo de condiciones de trabajo no contempladas por el convenio colec-
tivo". 
Pero hay una segunda cuestión que debemos plantearnos y que afecta a las re-
laciones entre autonomía colectiva e individual: ¿hasta dónde puede llegar la auto-
nomía colectiva en la regulación de las condiciones de trabajo?, ¿puede interfe-
rir la autonomía colectiva en la individual y sacrificar derechos individuales? 
Podemos rastrear alguna toma de postura en la STC 58/1985. Esta Sentencia 
analiza si es constitucionalmente admisible que a través de un convenio colecti-
vo pueda pactarse la extinción del contrato una vez que el trabajador cumple una 
determinada edad, y si ello no afecta al derecho al trabajo y a la libre elección 
de profesión y oficio (art. 35 de la Constitución). Para el TC (Fi n.° 6) las rela-
ciones entre autonomía colectiva e individual se basan en dos principios básicos: 
1) Que la negociación colectiva no puede anular la autonomía individual, 
de manera que tenga un margen de actuación'''. Se presenta así a la autonomía 
individual como un valor protegible frente a la negociación colectiva". 
2) Que es necesario reconocer que de la propia Constitución deriva direc-
tamente el predominio de la autonomía colectiva sobre la individual"'. 
63 Por el contrario, tal como ha resaltado BLASCO PELLICER, la autonomía individual de la vo-
luntad no podrá entrar a regular aquellas condiciones convencionales de naturaleza colectiva, tales 
como derechos sindicales, regulación de prevención de riesgos, u organización del trabajo en la em-
presa, op. cit., p. 226. 
64 En este sentido MORENO DE TORO, C.: Op. cit., p. 644. 
65  «[...] ésta, garantía de la libertad personal, ha de contar con un margen de actuación inclu-
so en unos ámbitos como los de la Empresa en los que exigencias de índole económica, técnica o 
productiva reclaman una conformación colectiva de soluciones uniformes». Esta doctrina ya se 
puso de manifiesto a través de la STC 34/1984, que al analizar la constitucionalidad de determina-
das diferencias salariales entre trabajadores, señaló que tales diferencias eran «el resultado de la efi-
cacia del principio de autonomía de la voluntad que, si bien aparece fuertemente limitado en el De-
recho del Trabajo, por virtud entre otros factores, precisamente del principio de igualdad, no 
desaparece, dejando un margen en el que el acuerdo privado o la decisión unilateral del empresario 
en ejercicio de sus poderes de organización de la empresa, puede libremente disponer de la retri-
bución del trabajador respetando los mínimos legales o convencionales». 
" En este sentido CONDE MARTIN DE HIJAS, V.: Op. cit., p. 363. 
" «No puede en modo alguno negarse la capacidad de incidencia del Convenio en el terreno de 
los derechos o intereses individuales, pues ello equivaldría a negar toda virtualidad a la negociación 
colectiva, en contra de la precisión constitucional que la configura como un instrumento esencial 
para la ordenación de las relaciones de trabajo, y contradiría el propio significado del Convenio en 
cuya naturaleza está el predominio de la voluntad colectiva sobre la individual y de los intereses de 
la colectividad sobre los concretos de los individuos que la componen». 
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El TC otorga prioridad al segundo de los dos principios, estimando que en 
ocasiones es preciso «la limitación de algunos de éstos (los intereses individua-
les) para la efectiva promoción de aquéllos (los colectivos)». Es evidente que con 
este razonamiento se está dejando la puerta abierta para que la negociación pue-
da, en beneficio de la colectividad, sacrificar intereses individuales. Más aún, «la 
satisfacción de una serie de intereses individuales se obtiene por sus titulares a 
través de la negociación colectiva». En todo caso, una vez realizado ese análisis 
desde la perspectiva general, el TC estima que habrá que analizar cada caso en 
concreto y valorar la totalidad de las circunstancias concurrentes". Al respecto 
hay que señalar que la respuesta final que da la Sentencia está condicionada por 
el hecho de la existencia de un referente legal que admite la jubilación forzosa, 
que había sido ya en parte analizado por el TC: la Disposición Adicional 5.5 del 
ET en su redacción original del ET de 198069. Si es posible la «jubilación forzo-
sa» en el marco de determinadas condiciones y ello no vulnera ningún precepto 
constitucional, ésta podrá regularse tanto a través de la normativa legal como 
convencional70. En definitiva, la tesis planteada es que en base al predominio del 
superior interés colectivo pueden verse sacrificados derechos individuales". 
Pero al margen de afirmar la superioridad de los intereses colectivos, el TC 
no establece ningún límite claro de respeto para la autonomía individual y su 
margen de actuación". La doctrina laboral si ha intentado distinguir entre la ne-
gociación colectiva y un ámbito propio y específico para la autonomía indivi-
dual. Parece que la frontera de separación entre uno y otro s'e centra en que el 
ámbito propio de la negociación reside en la fijación de las condiciones de tra-
bajo, mientras que la autonomía de la voluntad se centraría en la esfera de la 
«privacy» y los derechos fundamentales, aunque el contrato de trabajo también 
podría regular condiciones de trabajo". Desde este punto de vista se plantea la 
gg Así, afirma el TC que entre los dos principios básicos (la capacidad de incidencia de la ne-
gociación colectiva en los derechos individuales, y la necesidad de que la negociación colectiva no 
anule la autonomía individual), «la solución de cada problema dudoso planteado es cuestión a rea-
lizar caso por caso valorando y ponderando la totalidad de circunstancias concurrentes». 
69 Vid. STC 22/1981. 
70 En este sentido afirma la STC 58/1985 en su Fi n.° 7 que «es el propio legislador quien, en 
ejercicio de una competencia que no puede negársele, ha realizado el ajuste entre los principios alu-
didos ponderando las circunstancias concurrentes en un momento determinado de evolución de la 
negociación colectiva y de equilibrio de los intereses afectados por la permanencia en los puestos 
de trabajo o la jubilación forzosa. Siendo la Ley, en este caso, la que determina la extensión de los 
derechos individuales, así como el ámbito de actuación de la negociación colectiva, no puede con-
siderarse inconstitucional que se permita que mediante el Convenio pueda fijarse un límite tempo-
ral al derecho individual, en la medida en que no se establezca sin compensación para el afectado, 
que pasa a percibir la pensión de jubilación». 
En realidad ésta es una cuestión que podemos encontrar de diferentes maneras en el Derecho 
del Trabajo, pues más allá de la posibilidad de la «jubilación forzosa», podemos mencionar la po-
sibilidad de los acuerdos de modificación sustancial de condiciones de trabajo regulados en el ar-
tículo 41 ET, o los acuerdos en materia de despido colectivo del artículo 51 ET, o las cláusulas de 
paz laboral durante la vigencia del convenio colectivo. 
72 CONDE MARTIN DE HIJAS, V.: Op. Cit., pp. 365 y 366. 
7' En este sentido GARCÍA-PERMITE ESCARTIN, 1.: «Convenio colectivo y contrato de trabajo», 
op. cit., pp. 50 y 51. 
72 	VEINTE AÑOS DE JURISPRUDENCIA LABORAL Y SOCIAL DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
necesidad de que la negociación colectiva se contenga al regular los derechos y 
deberes de los trabajadores para no eliminar toda posibilidad de desarrollo de la 
autonomía individual". 
Para terminar hemos de señalar otro ámbito en el que pueden surgir con-
flictos entre el autonomía individual y la colectiva. Me refiero a la ampliación 
del ámbito subjetivo de aplicación de los convenios extraestatutario y si ello 
puede ir en contra del derecho a la negociación colectiva de sujetos que no han 
participado en el convenio extraestatutario pero pretenden alcanzar un nuevo 
convenio colectivo estatutario. Al respecto la STC 108/198975. Sobre esta cues-
tión el TC estimó que la obligación de negociar de buena fe no supone que ne-
cesariamente deba negociarse un convenio colectivo estatutario, dejando a las 
partes otras posibilidades sin que éstas obstaculicen el derecho a la negocia-
ción colectiva del sindicato recurrente". De otra parte, el hecho de la extensión 
personal de los convenios extraestatutarios, hasta llegar a tener una efica-
cia personal general, tampoco es contrario al derecho a la negociación colec- 
tiva". 
II. ÁMBITO MATERIAL DE LOS CONVENIOS COLECTIVOS 
1. CONSIDERACIONES PREVIAS 
Abordar el análisis del contenido de los Convenios Colectivos (CC) desde 
una perspectiva básicamente constitucional, es más, desde la interpretación rea-
lizada por el Tribunal Constitucional (TC) en sus distintos pronunciamientos a 
lo largo de sus veinte años de andadura, nos obliga a realizar una visión centra-
da en el contenido posible del CC y sus límites, ignorando aspectos más intere-
santes que se plantean a la luz de la actual normativa legal tales como las ex-
cepciones al principio de indisponibilidad del contenido del convenio a través de 
figuras como las cláusulas de descuelgue salarial o las modificaciones sustan- 
74  GARCÍA-PERROTE ESCARTÍN, I.: «Ley, convenio colectivo, contrato de trabajo...», op. cit., 
p. 28. 
75  En este caso se trataba de que el sindicato CCOO consideraba contrario a su derecho a la ne-
gociación colectiva (a través de su conexión con la libertad sindical) que otro sindicato hubiese ne-
gociado un convenio de eficacia limitada del sector sin contar con ella. 
7°  «No vinculada por el convenio colectivo de eficacia limitada, y teniendo abiertos los medios 
de acción sindical que la Constitución y la Ley pone a su disposición, la entidad recurrente con-
servó la posibilidad de conseguir sus objetivos en la negociación colectiva, y no puede convertir la 
obligación de negociar ni en un deber de aceptar unas determinadas reivindicaciones, ni en una 
prohibición de aceptar otras reivindicaciones que a la representación empresarial le parecieran más 
aceptables o rechazables». FJ n.° 2. 
" «La extensión de los convenios de eficacia limitada más allá del círculo personal de quienes 
lo suscribieron, no puede hacerse, ciertamente por procedimientos o vías que no cuenten con la vo-
luntad de quienes en él no participaron, pero la adhesión de éstos, como adhesión libre, no puede 
ser en ningún caso cuestionada, ni necesita para ejercerse que el convenio mismo la prevea, por lo 
que en ningún caso puede imputarse a tales cláusulas, jurídicamente irrelevantes, la lesión de un de-
recho ajeno». FJ n.° 2. 
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ciales de condiciones de trabajo previstas en convenio colectivo, a los que no ha 
tenido ocasión de asomarse el Alto Tribunal. 
Aun a pesar de las restricciones que en principio pudiera parecer afectan al 
recurso de amparo para el conocimiento de problemas relacionados con la ne-
gociación colectiva, tanto por la ubicación sistemática de este derecho en el tex-
to constitucional que, como es sabido, no lo hace merecedor, por sí mismo, de 
la tutela de amparo" (entre otros, AATC 217/84, 4 de abril, FJ 3.°, 731/86, 24 de 
septiembre. FJ 1.°; STC 80/2000, 20 de marzo, FJ 5.°), como por la inadecuación 
de muchas de las cuestiones planteadas a este mecanismo de tutela, al carecer las 
pretensiones de contenido constitucional, el TC «se ha pronunciado en extenso 
sobre la negociación colectiva»79. Ello ha tenido lugar, principalmente, en bas-
tantes ocasiones además, a través de su conexión con otros derechos fundamen-
tales como la igualdad, la tutela judicial efectiva y, esencialmente, la libertad sin-
dical —en cuyo contenido, según consolidada doctrina constitucional, aquélla se 
incluye"—. Todo ello viene a suponer que, habida cuenta de que la entrada en 
el Tribunal de la temática objeto de nuestra atención se produce por la «puerta 
lateral» o de forma indirecta, en ocasiones los pronunciamientos no puedan en-
trar plenamente en el fondo del asunto, que no alcancen a determinados proble-
mas que se incardinan sin duda en el ámbito de la jurisdicción ordinaria, esto es, 
que carecen de relevancia constitucional o que, se entre en algunos aspectos y 
otros queden al margen de la resolución del Alto Tribunal, aunque también en-
contremos una doctrina bastante acabada en relación a determinadas cuestiones. 
De todas formas, también ha tenido ocasión el máximo intérprete de la consti-
tución de acercarse al conocimiento de la temática relativa al objeto de los CC a 
través del recurso o la cuestión de inconstitucionalidad'', aportando también por 
esta vía una doctrina que ha adquirido ya bastante trascendencia. 
De forma unánime admite la doctrina que el reconocimiento del derecho a la 
negociación colectiva en el texto constitucional conlleva la libertad de los nego- 
" El TC se ha encargado de precisar que aunque el control abstracto y directo del CC a través 
del recurso de amparo queda excluido, no queda totalmente al margen del mismo, al quedar abier-
to dicho cauce ante la vulneración de un derecho fundamental del particular por el convenio que no 
es subsanada por los tribunales ordinarios (STC 177/1988, FJ 3°), vid. FERNÁNDEZ LóPEZ, M. E: 
«Revisión en amparo de la constitucionalidad de los convenios colectivos», REDT, n.° 38, 1989, 
pp. 317 ss. 
79 Vid. GARCÍA MURCIA, J.: La revisión de los convenios colectivos a través del recurso de am-
paro, Tecnos, Madrid, 1992, p. 70. 
w El TC en reiteradas ocasiones ha manifestado que la negociación colectiva —en los supues-
tos en que es ejercida por los sindicatos— es un medio necesario para el ejercicio de la actividad 
sindical, entre otras, STC 98/85, de 29 de julio, FJ 3.° 
'1 Como claro ejemplo de la mejor adecuación en ocasiones del acceso de cuestiones relacio-
nadas con la negociación colectiva a través de vías distintas al recurso de amparo puede verse el 
Auto 9/1988, de 16 de marzo denegatorio del mismo frente a la incidencia de la Ley 4/1983 sobre 
reducción de la jornada máxima de trabajo en los convenios vigentes a su entrada en vigor, por en-
tender que era una cuestión de mera legalidad ordinaria y, su conocimiento, sin embargo, de esta 
misma problemática a través de la cuestión de inconstitucionalidad, en la que se revisa la DT de 
aquella Ley (STC 210/1990, 20 de diciembre); sobre este y otros interesantes aspectos en los que 
no es lugar para entrar nos remitimos al excelente trabajo del profesor GARCÍA MURCIA, La revi-
sión.... op. cit., pp. 55 ss. 
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ciadores en orden a decidir las materias y cuestiones a tratar en el proceso nego-
ciador y a incluir en el articulado del convenio, libertad que, por supuesto, no es 
absoluta sino limitadas'. Factores que nos llevan a centrar esta parte del estudio en 
el cuestionamiento sobre la adecuación constitucional de determinados contenidos 
del CC" y sus límites, derivados de su entrada en conflicto con otros órdenes como 
el legal, la autonomía individual y el constitucional, sobre todo este último". 
2. EL PRINCIPIO DE LIBERTAD EN LA CONTRATACIÓN: 
EL «POSIBLE» CONTENIDO DEL CONVENIO COLECTIVO 
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A) La materia salarial 
Huelga señalar que la autonomía colectiva y, por tanto, el ejercicio de la ne-
gociación colectiva —principal especialidad dentro del sistema de fuentes del 
Derecho del Trabajo— es el modo normal de fijación de condiciones de trabajo 
y, concretamente, de mínimos salariales (sistema que es recalcado por la regula-
ción legal del salario vigente tras las reformas del año 1994), aunque se deja a 
los poderes públicos la fijación de techos salariales mínimos indisponibles que-
dando a las partes el papel de conseguir la mejora de los mismos (STC 31/84, 7 
de marzo, FJ 9.°). Pues bien, también se ha encargado el TC de dejar constancia 
de que la materia salarial aparece íntimamente relacionada con una temática de 
la que se ha ocupado reiteradamente: la prohibición de discriminación (en la que 
incidiremos infra), centrando su doctrina en la exclusión de diferencias salaria-
les que impliquen vulneración de dicho principio. Asimismo, es aspecto nuclear 
en esta materia la equivalencia salarial entre trabajos de igual valor» (STC 31/84, 
7 de marzo, Fi 10.°), pues únicamente la efectiva diferencia entre los trabajos 
prestados, valorados de forma no discriminatoria, permitirá diferenciar a efectos 
retributivos (STC 145/91, I de julio, FJ 3.°). Tajante doctrina que, sin embargo, 
como se ha constatado, no ha acabado con las prácticas discriminatorias con-
vencionales, esencialmente a través de las clasificaciones profesionales y es-
tructuras salariales en las que se aprecian factores discriminatorios". 
Resulta cuestión sobradamente conocida la inexistencia en nuestro ordena-
miento jurídico de una enumeración numerus clausus ni una relación perfecta-
mente delimitada de las materias que pueden ser objeto de tratamiento por el CC. 
Es más, la descripción legal del contenido del convenio ex artículo 85.1 ET es 
genérica en demasía y sólo pretende delimitar grosso modo su posible conteni-
do, limitado por el respeto a la Ley, a lo que se añade la necesidad de hacer cons-
tar el denominado (imprecisamente) «contenido mínimo» del convenio colecti-
vo. Como señalamos supra, existe libertad de contratación para los firmantes a 
quienes se atribuye la decisión sobre las materias que desean negociar, principio 
que, aunque de elaboración legal, tiene asimismo perfecto anclaje constitucional 
en la medida en que el artículo 37.1 CE tampoco delimita el posible objeto del 
CC, si acaso intuido en la alusión a negociación colectiva «laboral», que no ven-
dría referida tanto al contenido objetivo como a los sujetos de la negociación co-
lectiva85  y de la que ciertamente no se extraen contenidos precisos. Ahora bien, 
existen determinadas cuestiones cuya negociabilidad ha sido sometida a juicio 
del Alto Tribunal, en la medida en que su regulación convencional ha suscitado 
asumibles dudas de constitucionalidad. En los temas más relevantes, a nuestro 
juicio, de los abordados por el TC centraremos nuestra atención. 
 
  
B) Contenido de la negociación colectiva y derechos individuales 
de los trabajadores: la jubilación forzosa pactada en convenio colectivo 
Se aproxima a la treintena el número de veces que nuestro Alto Tribunal ha 
debido incidir en la temática relativa a la jubilación forzosa, pues tantos fueron 
los conflictos ocasionados en relación a la Disposición Adicional 5.a (párr. 2.°) 
ET, de cuyo confuso tenor literal"" se ha extraído la habilitación para la fijación 
32  Vid. VALDÉS DAL-RE, E: «El derecho a la negociación colectiva laboral en la jurisprudencia 
constitucional», (I y II), RL, 1990-1, p. 7. 
u  Cabe también recordar que, de forma aunque sea incidental, el Tribunal ha acogido la dis-
tinción entre el contenido obligacional y el contenido normativo del CC, así la STC 184/91, 30 de 
septiembre (Fi 6.") considera que junto a reglas que van a regir las relaciones de trabajo incluidas 
en su ámbito de aplicación, los convenios van a establecer también compromisos y obligaciones 
asumidas por las partes que lo conciertan. La línea divisoria entre el carácter obligacional y el nor-
mativo de una cláusula radicaría (STC 189/93, 14 de junio, FJ 8.°) en regular estas últimas aspec-
tos de las condiciones de trabajo destinadas y aplicables a todas las relaciones laborales incluidas 
en el ámbito de aplicación del convenio y no sólo a los firmantes del mismo. A las cláusulas de paz, 
máximo exponente del contenido normativo, se hace alusión incidentalmente en STC 189/93, 14 de 
junio, FJ 7.° dado que su constitucionalidad, como es sobradamente conocido, fue afirmada en la 
STC 11/81, 8 de abril. 
34  A los que ya hacía referencia el profesor VALDÉS: «El derecho...», op. cit., p. 7. 
83  Vid. SANTIAGO REDONDO, K. M.: «A vueltas con el modelo constitucional de negociación co-
lectiva: titularidad y contenidos», REDT, n."85, 1997, p. 762, para quien las materias sobre las que 
pueden versar las dinámicas negociales resultan muy levemente modeladas, si algo, en la norma 
constitucional. 
    
" Principio, como es sabido, acogido en la redacción del artículo 28 ET dada por la Ley 
11/1994. 
" PÉREZ DEL Río, T.: «La problemática salarial en la negociación colectiva», RDS, n.° 3, 1998, 
p. 206. Sobre la doctrina del TC a través de sus más relevantes Sentencias, puede verse su trabajo, 
«La prohibición de la discriminación salarial por razón de sexo: comentario a la Sentencia del Tri-
bunal Constitucional sobre el asunto "Fontaneda"», TL, n.° 38, 1996, pp. 75 ss. 
" Contenido actualmente en la Disposición Adicional 10.° TRET que prescribe: «En la nego-
ciación colectiva podrán pactarse libremente edades de jubilación sin perjuicio de lo dispuesto en 
materia de Seguridad Social a estos efectos». Sobre las distintas interpretaciones doctrinales que 
en su día se hicieron de la misma, entre otros, SÁEZ LARA, C.: «La jubilación forzosa: Las previ-
siones del Estatuto de los Trabajadores y la jurisprudencia constitucional y ordinaria», REDT, n." 
25, 1986, pp. 118 ss. A juicio de GARCíA MURCIA, J.: «El papel de la negociación colectiva en la re-
gulación de la jubilación forzosa del trabajador», REDT, n.° 19, 1984, la negociación de edades de 
jubilación forzosa no se vería imposibilitada por el artículo 53.1 CE que no niega de modo absolu-
to la entrada de otras fuentes de regulación en estos temas, siempre que quede a la ley la regulación 
del régimen general y básico de los derechos y libertades a que se refiere el precepto en cuestión, 
así como el tratamiento de su contenido esencial, pp. 440 y 441. 
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de una jubilación forzosa a través de la negociación colectiva, de dudosa consti-
tucionalidad, que sin embargo ha sido avalada por el TC y admitida por la ma-
yoría de la doctrina (STC 58/85 —cuestión de inconstitucionalidad—; STC 
95/85, en idéntico sentido SSTC 111/85 a 136/85, 11 octubre —recursos de am-
paro de los trabajadores afectados por el III CC de RENFE—). A los objetivos 
de nuestro trabajo, resulta del mayor interés analizar la doctrina del Tribunal en 
relación a la posibilidad de disposición por parte del convenio de derechos fun-
damentales de los trabajadores. De entrada, pone de manifiesto el Tribunal la 
inexistencia (expresa o tácita) en el texto constitucional de principio alguno que 
sustraiga la regulación del ejercicio de los derechos fundamentales del objeto de 
los CC89. Basa (S. 58/85, 30 de abril, El 5.°) la resolución de la cuestión en la 
relación autonomía colectiva-esfera individual, sentando dos premisas funda-
mentales: la imposibilidad de anular la autonomía individual por la negociación 
colectiva y la capacidad de incidencia convencional en el campo de los derechos 
e intereses individuales. De este modo, partiendo de la admisibilidad constitu-
cional (STC 22/1981) de la jubilación forzosa en determinadas condiciones (bá-
sicamente en el marco de una política de empleo90) que justifican las posibles 
restricciones de otros derechos, no aparece vulnerado ningún precepto constitu-
cional de su regulación dentro de aquéllas sea por Ley o por CC, siempre que la 
limitación del derecho individual se vea compensada (compensación para el 
afectado representada por la correspondiente pensión de jubilación). 
C) El canon de negociación colectiva 
Entre los posibles contenidos del CC, a tenor del artículo 85.1 ET, se en-
cuentra, con carácter general, la materia sindical, pero de modo bastante más es-
pecífico la LOLS contempla la posibilidad de establecer cláusulas por las que 
los trabajadores incluidos en su ámbito de aplicación atiendan económicamente 
la gestión de los sindicatos representados en la comisión negociadora, fijando un 
canon económico y las modalidades de su abono. El proyecto de LOLS fue ob-
jeto de recurso de inconstitucionalidad, entre otros motivos, en relación con la 
referida cuestión (art. 11.1) que a juicio de los recurrentes vulneraba determina-
dos preceptos constitucionales. El Alto Tribunal, si bien valida la figura, la so-
mete a una interpretación restrictiva en aras de la salvaguarda de los derechos de 
los trabajadores afectados por el mismo; sintéticamente, a juicio del Tribunal, el 
canon por negociación se verá limitado tanto con relación a su cuantía como en 
" Vid. las dudas que esta declaración suscita a la doctrina en relación con el principio de re-
serva legal en esta materia ex artículo 53.1 CE, SÁEZ LARA, C.: «La jubilación forzosa...», op. cit., 
pp. 135-136 y 138. De todas maneras, a juicio del Tribunal (Sentencia 95/85) queda salvada esta 
exigencia en la medida en que considera que es una disposición legal (la Disp. Adic. 5.'2) la que 
habilita a los negociadores para incidir en esta materia. 
" Básicamente reconducible a la prohibición de amortización de los correspondientes puestos 
de trabajo, requisito que la jurisprudencia ordinaria viene eliminando a la hora de admitir la licitud 
de aquellas cláusulas convencionales. 
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el respeto a la voluntad del trabajador. En cuanto a lo primero, la cuantía total a 
percibir por los sindicatos presentes en la comisión viene determinada por el cri-
terio objetivo de los «gastos de negociación», por tanto, no queda ésta a la de-
terminación convencional, que se limitará a recoger la asunción empresarial del 
deber de descontar su importe. El respeto de la voluntad individual impondría la 
conformidad del trabajador con el descuento del canon manifestada en forma y 
plazos determinados sin que sea exigible, por el contrario, la manifestación ne-
gativa de voluntad, ni admisible la imposición del canon a reserva de la volun-
tad en contrario (STC 98/85, 29 de julio, FJ 18). 
D) Creación de distintos tipos de comisiones: 
comisiones negociadoras y aplicadoras 
Queda fuera de toda duda, y así lo ha reconocido el TC (por todas STC 
184/1991, 30 de septiembre, FJ 6.°) que las partes firmantes de un CC, en ejer-
cicio de su autonomía colectiva, pueden crear comisiones ad hoc tanto de inter-
pretación y administración del convenio como con funciones que vayan más allá 
de éstas. Ahora bien, en la medida en que en numerosas ocasiones se ha plantea-
do ante el Tribunal la posible vulneración del derecho a la libertad sindical a tra-
vés de la exclusión de sindicatos no firmantes del convenio de la participación 
en las distintas comisiones creadas en el mismo, éste parte para resolver esta 
cuestión de una premisa básica: la distinción entre las comisiones negociadoras 
y aplicadoras (STC 73/1984). De este modo, respecto a las primeras, aunque son 
de libre creación, la libertad de las partes se ve restringida, en la medida en que 
no resulta posible atribuir funciones reguladoras (o modificadoras de condicio-
nes de trabajo) a comisiones «cerradas» o de composición restringida, exclu-
yendo a aquellos sindicatos que tengan legitimación para negociar (STC 184/91, 
30 de septiembre, FJ 6.°; STC 213/1991, 11 de noviembre, FJ 1.°). 
La doctrina sentada por el Alto Tribunal ha recibido importantes criticas, 
pues aunque estamos ante una función negociadora, no se pretende llegar a un 
nuevo convenio —del que con toda evidencia no puede excluirse al sindicato le-
gitimado— sino que estamos ante revisiones realizadas dentro del plazo de vi-
gencia del anterior. De todas maneras, subsisten problemas de aplicación pues la 
distinción aunque diáfana en teoría no lo es tanto en su aplicación práctica. 
E) La comisión paritaria: atribuciones, sometimiento y tutela judicial efectiva 
El artículo 85.2 ET, impone a las partes firmantes la necesidad de regular una 
comisión mixta o paritaria, cuyas competencias abarcarán «cuantas cuestiones 
le sean atribuidas», superando con mucho su tradicional campo de actuación li-
mitado a la administración del convenio, a las que el artículo 91 del mismo tex-
to legal, de dudosa redacción le atribuye funciones de conocimiento y resolución 
de conflictos derivados de la aplicación e interpretación de los convenios, ha-
ciéndola compatible con la actuación judicial, esto es, resulta admisible que la 
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comisión paritaria asuma todo tipo de funciones solutorias de conflictos, en la 
medida en que se mantenga una relación con la jurisdicción que no puede ser de 
exclusión. 
Pues bien, en la regulación convencional es frecuente la imposición del co-
nocimiento por la comisión paritaria, del conflicto como paso obligado y previo 
al acceso a los tribunales de justicia, cuya constitucionalidad fue sometida a cri-
terio del TC. De tal forma, en la STC 217/91, de 14 de noviembre, la principal 
argumentación de la demanda consistía en la alegación de la vulneración, con la 
exigencia convencional de sometimiento previo a la comisión paritaria y con el 
no conocimiento del fondo de la controversia por el Tribunal de instancia, del ar-
tículo 24 CE. Para el TC resulta esencial que la intervención de la comisión pa-
ritaria viene establecida como previa a la vía judicial que, por supuesto, queda 
abierta tras agotada sin resultado aquella actuación (Fi 3.°). Es doctrina reitera-
da del Tribunal la compatibilidad entre la tutela judicial efectiva y la exigencia 
de trámites previos al proceso, en tanto no excluyen el conocimiento judicial de 
la controversia —son sólo un aplazamiento— y por su proporcionalidad y justi-
ficación, pues persiguen lograr la solución extraprocesal de la controversia, que 
conlleva evidentes beneficios. A ello se une en el caso de la comisión paritaria 
la búsqueda de una solución por medios autónomos, propios de la autonomía co-
lectiva y no jurisdiccionales (FJ 5.°). En cuanto al sometimiento de los no fir-
mantes del acuerdo resulta patente que, en la medida en que la intervención de 
la comisión es manifestación del derecho a la negociación colectiva y la efica-
cia general que emana del convenio establecido en el Título III ET, se aplica in-
diferenciadamente, también en este punto, a todos los sujetos incluidos en su 
ámbito de aplicación, aun cuando se trate de Sindicatos (y sus afiliados) que no 
lo suscribieron (STC 217/91, 14 de noviembre, FJ 5.° y 6.°). Resuelto el proble-
ma en este sentido, ya no considera el TC necesario entrar a conocer de otros te-
mas como la naturaleza y configuración de las comisiones paritarias o su regu- 
lación y alcance en los convenios colectivos, que serían problemas de estricta 
legalidad ordinaria. 
Este preceptivo sometimiento a la comisión, además de no suponer un obs-
táculo para el posterior acceso a la justicia, ha de evitar el entorpecimiento ex-
cesivo, representado por un alargamiento excesivo en el logro de la tutela judi-
cial efectiva, aspecto que lleva a la frecuente práctica convencional de fijar 
plazos a la comisión dentro de los cuales ha de resolver, quedando abierta la vía 
judicial caso de pronunciamientos extemporáneos; aunque en ocasiones los con-
venios se limitan a determinar que la resolución tenga lugar en el plazo más bre- 
ve posible, prescripción genérica en demasía que no da cumplimiento a la fina-
lidad enunciada. 
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este sentido, ha manifestado el Tribunal, que el CC carece de aptitud para alte-
rar el alcance y contenido de relaciones ajenas a la de trabajo (entre ellas la de 
Seguridad Social), creando obligaciones de naturaleza pública a la empresa y 
condicionado el obrar y la responsabilidad de las Entidades Gestoras de la Se-
guridad Social, terceros respecto de los negociadores (STC 187/1994, 20 de ju-
nio, FJ 3.°). 
3. LÍMITES AL CONTENIDO DE LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA: 
EL RESPETO AL ORDEN LEGAL Y CONSTITUCIONAL 
El TC no ha dudado en afirmar que la negociación colectiva de eficacia ge-
neral en la medida en que produce efectos para todos los trabajadores y empre-
sarios incluidos dentro de su ámbito de aplicación, aparece sujeta a muy diver-
sos límites y requisitos legales, que encuentran su fundamento último en el texto 
constitucional y que escapan al poder de disposición de las partes negociadoras 
(STC 136/87, 22 de julio, FJ 5.°). 
A) El principio de jerarquía normativa 
Primero de los límites al contenido de la negociación colectiva deriva del ne-
cesario respeto al principio de jerarquía (SSTC 58/85, 177/88 y 171/89, segui-
das por la S. 210/1990, 20 de diciembre, FJ 2.° En la misma línea, STC 92/1994, 
21 de marzo, FJ 2.°) y al legítimo ejercicio de su actividad por los restantes po-
deres normativos constitucionalmente reconocidos (ATC 217/84, 4 de abril, FJ 
3.°; STC 28/1992, 9 de marzo, FJ 2.°). En la relación ley-convenio existe una au-
téntica prevalencia de la primera en la medida en que establezca mínimos de De-
recho necesario absoluto o normas de orden público labora191, así como una prio-
ridad de la norma legal, cuando siendo de derecho necesario relativo, nos 
hallamos ante una norma colectiva menos favorable. Por motivos que a todos nos 
alcanzan, esta relación en la doctrina del TC permanece en un plano bastante clá-
sico, básicamente centrado en el mínimo de derecho necesario (relaciones de su-
plementariedad) sin contemplar los amplios espacios que ya desde el ario 1994 
la legislación ordinaria viene abriendo a la norma pactada en detrimento de la 
regulación heterónoma (apareciendo incluso las relaciones de supletoriedad). El 
Tribunal ha resaltado que el respeto por la norma pactada del Derecho necesario 
F) Seguridad Social 
El TC ha sido tajante al excluir del ámbito del objeto del convenio colectivo 
la materia de Seguridad Social, con relación a la cuaLcomo es sabido, la actua-
ción del convenio queda reservada a la Seguridad Social complementaria. En 
 
9 ' En concreto, el Tribunal ha declarado en alguna ocasión que el CC debe respetar las normas 
de orden público laboral, entre las que se encuentran los plazos procesales, vid. STC 201/1992, 19 
de noviembre (Fi l.°). Supuesto radicalmente distinto es planteado en la STC 135/1996, 23 de ju-
lio, en la medida en que el convenio colectivo en este caso completa las normas procesales (orden 
público laboral) pero no las altera. No se trata de una alteración o interrupción del plazo procesal 
(de impugnación de la sanción) sino que se limita a concretar cuándo se entiende aquélla impuesta 
de forma definitiva por la empresa, momento en que se abre el plazo (legal) de caducidad para im-
pugnarla judicialmente (Fi 5.°). 
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legal limita a la negociación colectiva y se ha referido a la excepcional facultad 
legal de reservarse determinadas materias que con ello vienen excluidas de la ne-
gociación colectiva. Relación ley-convenio que no es equiparable a la relación 
entre norma delegante y norma delegada (STC 58/1985, FJ 3.°)92. 
Sobre el alcance del principio de jerarquía y más precisamente sobre el mo-
mento temporal de entrada en vigor de un mínimo necesario y su afectación de 
la norma pactada, tuvo ocasión de pronunciarse el TC al resolver la cuestión de 
inconstitucionalidad planteada en relación con el párrafo 2.° Disposición Transi-
toria de la Ley 4/1983, de reforma del ET en materia de jornada máxima legal 
(STC 210/1990, 20 de diciembre). El núcleo del supuesto planteado se encuen-
tra en la sustitución automática a la entrada en vigor de la Ley de las previsio-
nes convencionales sobre la duración de la jornada sin reducción proporcional 
del salario pactado, cuestionando la constitucionalidad de esta incidencia inme-
diata. O sea, se plantea la adecuación constitucional de que el límite de jornada 
legal se aplique de forma inmediata sustituyendo la jornada más amplia pactada 
colectivamente, incluso en supuestos en que ésta mejorase el límite legal máxi-
mo previsto en la regulación anterior. Para el TC no resulta cuestionable ni la 
competencia de la ley en materia de jornada ni que la intervención legal permi-
te, e incluso impone, que el CC se sujete al máximo de jornada legal (FJ 2.°), 
planteándose básicamente la inmutabilidad del convenio colectivo frente a la 
norma legal sobrevenida hasta que aquél agotara su vigencia temporal (FJ 3.°). 
Aunque el propio TC manifiesta sus dudas acerca de la oportunidad de la previ-
sión legal, afirma rotundamente la inexistencia de tacha alguna de inconstitu-
cionalidad, en el aspecto que nos interesa, por no conculcar el derecho a la ne-
gociación colectiva, ya que su respeto no obliga al legislador a posponer la 
entrada en vigor de la norma hasta el fin del período de vigencia de los conve-
nios colectivos93. 
También se ha sometido al parecer del TC la constitucionalidad de los topes 
salariales previstos en la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el per-
sonal (laboral y no laboral) del sector público. Si bien en la STC 63/1986, 21 de 
mayo, el Alto Tribunal afirma la conformidad con el texto constitucional de to-
pes a los incrementos salariales, sometidos a una importante restricción: que se 
haga de forma global, no personal o individualizadamente, no entra de lleno en 
92  A modo ejemplificativo, el TC señala la indisponibilidad para el convenio de las reglas le-
gales y estatutarias sobre legitimación negocial, presupuesto legal de la negociación y donde se ven 
implicados derechos sindicales que no pueden ignorar los negociadores (STC 184/91, 30 de sep-
tiembre, Fi 5.°). 
92  Razona también la Sentencia acerca de la supuesta posible alteración del equilibrio interno 
del convenio por esta aplicación inmediata de la Ley, que le lleva a sostener que aunque pudiera 
considerarse ciertamente trastocado, la consecuencia inmediata del mismo no sería la invalidación 
o inaplicación de la Ley, sino, en su caso, la readaptación del convenio, en aplicación de la cláusu-
la rebus sic stantibus, pidiendo incluso su rescisión, pero sin pretender la postergación de la plena 
eficacia de la norma legal. Con mayor claridad la STC 189/93, 14 de junio (FJ 7.°) considera que 
por encima de la situación de equilibrio interno producto del pacto, están las normas de Derecho 
Necesario y, muy señaladamente, los principios y derechos constitucionales que constituyen un li-
mite infranqueable a la transacción colectiva. 
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el problema esencial que aquí se trata, esto es, si tales restricciones a la autono-
mía negocia] implican o no la violación del derecho constitucional a la negocia-
ción colectiva, aunque parece admitir, siguiera implícitamente, su adecuación 
constitucional". En pronunciamientos posteriores, partiendo de aquella consti-
tucionalidad, se confirma esta primera impresión al considerar justificado un ré-
gimen salarial y negocial diferenciado en estos casos, modalizado por los inte-
reses públicos y las decisiones generales de política económica (ATC 731/86, 24 
de septiembre, FJ 2.°; STC 96/1990, 24 de mayo, FI 3.°), intereses públicos de 
mayor entidad que legitiman la restricción o limitación de la autonomía negocial 
y que, por tanto, deben ser respetados. 
B) Respeto a los Derechos Fundamentales: principio de igualdad 
y no discriminación e interdicción de la arbitrariedad 
El TC se ha cuestionado la vinculación del CC a los derechos fundamenta-
les, con especial virulencia y frecuencia al hilo del planteamiento ante el mismo 
de conflictos relativos al principio de igualdad y no discriminación; aunque se 
ha llegado a una respuesta afirmativa, no ha estado exenta de dudas, realizándo-
se importantes matizaciones a esta palmaria aseveración de partida. Sin que sea 
el lugar para abordar la doctrina constitucional relativa al artículo 14 CE, nos 
bastará con intentar señalar los aspectos de la misma relativos a su respeto por 
la negociación colectiva. Aunque el TC ha elaborado una importante doctrina so-
bre la vinculación de los derechos fundamentales en las relaciones entre parti-
culares, de forma que el respeto del principio de no discriminación se impone a 
la autonomía de la voluntad (entre otras STC 171/1989, 19 de octubre, FJ 2.°)95, 
en el caso del Convenio se han buscado otros argumentos centrados básicamen- 
Así lo pone igualmente de manifiesto BARREIRO GONZÁLEZ G «Sobre el control presu-
puestario de las rentas del personal laboral en el sector público», REDT, n."27, 1986, pp. 450-451. 
Vid. también BARREIRO GONZÁLEZ G • «De nuevo sobre el control presupuestario de las rentas del 
personal laboral en el sector público», REDT, n.° 45, 1991, en especial pp. 108 ss. 
" Hemos de tener en cuenta que la vinculación del derecho a la negociación colectiva por el 
principio de igualdad y no discriminación ha tenido cierta incidencia en la doctrina del TC en rela-
ción con el principio de «libertad de fijación del ámbito de aplicación de! Convenio Colectivo» ex 
artículo 83.1 ET; regla que, no obstante, ha sido matizada por el TC en la medida en que sienta la 
afirmación, siguiendo la tradicional doctrina del TCT, de que aunque el ET autorice a las partes 
para la fijación del ámbito de aplicación no las hace absolutamente libres para excluir a su antojo, 
sin suficiente causa justificativa, distintos colectivos de trabajadores del ámbito de aplicación del 
Convenio (STC 52/87, 7 de mayo, FJ 4."). Ahora bien, el Tribunal, ha dejado un espacio abierto a 
la de la legitimidad de ámbitos de negociación distinto al de todos los trabajadores de una empre-
sa o un ámbito geográfico determinado, esto es, el llamado «convenio franja». De este modo, a jui-
cio del Tribunal lo que se vedan son exclusiones no deseadas por los trabajadores y que vienen ca-
racterizados por la escasa fuerza negociadora como grupo motivada por la precariedad de su 
empleo o la modalidad de su contrato de trabajo. Por el contrario, dentro de la libertad de elección 
del ámbito negocial viene admitido que determinados grupos de trabajadores con suficiente fuerza 
negociadora pacten por separado sus condiciones de trabajo en la medida en que sus singulares ca-
racterísticas u otras circunstancias de la prestación de servicio, sea la vía más adecuada a la defen-
sa de sus intereses (STC 136/1987, 22 de julio, FJ 5.°). 
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te en la especial naturaleza y eficacia del convenio colectivo o, en otras palabras, 
en su carácter cuasi-público. La doctrina del TC es en aspectos concretos osci-
lante y, dominada en cierto modo por la casuística, pero pueden extraerse deter-
minadas conclusiones. Aunque parece que no se exige una igualdad de trato en 
sentido absoluto, lo que sí resulta patente es que se veta cualquier diferencia sa-
larial con significado discriminatorio —por incidir en las causas prohibidas por 
la CE o el ET— (STC 34/1984, 13 de marzo) y se propugna la interdicción de 
la arbitrariedad. El Tribunal admite la modulación del alcance de la vinculación 
de los derechos fundamentales en este contexto, pues han de compatibilizarse 
con valores originados en el principio de la autonomía de la voluntad, y que se 
manifiestan a través de los derechos y deberes que nacen de la relación contrac-
tual creada por las partes o de la correspondiente relación jurídica (STC 177/88, 
10 de octubre, FJ 4.°; STC 28/1992, 9 de marzo, FJ 2.°; STC 2/98, 12 de enero, 
Fi 2.°). Matizaciones que sintéticamente podemos reconducir a la limitación del 
principio de igualdad por las diferencias de regulación inherentes al convenio 
tanto en razón del ámbito de negociación (STC 177/88, 10 de octubre, F.1 4.°) 
como en razón de sus respectivos intereses, teniendo en cuenta que desde la 
perspectiva constitucional lo que habrá de examinarse es si la diferencia de trato 
es razonable y aceptable para el ordenamiento a la luz de la propia doctrina cons-
titucional sobre el principio de igualdad (STC 177/88, 10 de octubre, FJ 4.°). 
En coherencia con estas ideas, no ha dudado el Tribunal a la hora de afirmar 
que son rechazables las diferencias de trato entre trabajadores fijos y temporales 
en aquellos aspectos en los que exista una igualdad radical e inicial entre unos y 
otros, ejemplificativamente, toda diferencia salarial en detrimento de los traba-
jadores temporales cuando todos realicen un trabajo igual o similar (STC 
136/87, 22 de julio, FJ 6.°). Continuadora de esta doctrina, la STC 177/93, 31 de 
mayo (FJ 2.° y 3.°), vuelve sobre la ruptura de la ecuación o equivalencia entre 
salario y trabajo (a igual tarea igual retribución), que vulnera el artículo 14 en el 
marco de los artículos 1 y 9 CE96. 
C) Espacio necesario de la autonomía individual 
Uno de los temas planteado y, en determinados aspectos, resuelto por el TC, 
objeto asimismo de constante polémica doctrinal, deriva de la compleja relación 
entre la autonomía individual y colectiva, cuestión que, aunque básicamente de 
" Pueden verse, asimismo, las SSTC 22/94, 27 de enero y 58/1994, 28 de febrero. De este 
modo, el Tribunal ha manifestado que no es posible afirmar que sean contrarias per se al principio 
de igualdad las diferencias salariales pactadas en la negociación colectiva, sino que en cada caso 
debe estudiarse la justificación y razonabilidad de las mismas o si resultan o no aceptables dentro 
de las circunstancias de la empresa o del sector (STC 171/89, 19 de octubre, FJ 2."). Lo que prohi-
be el artículo 14 CE son las desigualdades injustificadas o arbitrarias (STC 171/89, 19 de octubre, 
FJ 3."). Más recientemente, el TC viene a concretar que la autonomía privada aparece únicamente 
limitada por la prohibición de incurrir en discriminaciones contrarias al orden público constitucio-
nal (STC 28/1992, 9 de marzo, El 2.°, STC 2/98, 12 de enero, FJ 4."). 
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legalidad ordinaria, entra en el campo de conocimiento del Alto Tribunal en la 
medida en que se cuestiona si la utilización de la contratación individual en masa 
conculca la libertad sindical, al disponerse «individualmente» de espacios en 
principio pertenecientes a la autonomía colectiva. Si el tema resulta de notorio 
interés, nuestra referencia al mismo va a ser sucinta y principalmente centrada 
en la faceta limitadora de la autonomía individual respecto a la colectiva y ello 
básicamente porque en otro lugar de esta ponencia ya se ha hecho una alusión 
más profunda a esta temática y porque la complejidad de los aspectos relaciona-
dos con la tensión autonomía individual-colectiva, la hacen merecedora de un es-
tudio mucho más detallado. 
El TC, ya en el año 1985 sentó dos principios básicos en la materia que ha 
tenido ocasión de perfilar y matizar en las básicas Sentencias 105/199297, 
208/1993 y, recientemente, 107/2000, de 5 de mayo. Ahora bien, tampoco hay 
que ignorar que el Auto 1074/1988, 26 de septiembre, sentó un criterio, poste-
riormente ignorado por el propio TC, consistente en la inadmisión de un recur-
so de amparo por vulneración de la libertad sindical derivada de una oferta de la 
empresa consistente en una modificación horaria aceptada por buena parte de 
los trabajadores, manteniéndose el convenio únicamente para los que no la acep-
taran, al considerar que la pretensión carecía de contenido constitucional. En 
cuanto a los principios básicos, por un lado, considera el Tribunal que resulta im-
posible negar la capacidad de incidencia del convenio en el campo de los intere-
ses o derechos individuales, pues implicaría negar toda virtualidad a la negocia-
ción, considerando patente el predominio de la autonomía colectiva sobre la 
individuar' (STC 105/92) y los intereses colectivos sobre los individuales, que 
pueden ser limitados en aras de promover los de la colectividad (STC 58/85, FJ 
6.°). Por otro lado, afirma el Alto Tribunal en el mismo pronunciamiento, que la 
negociación colectiva no puede anular la autonomía individual, que ha de gozar 
de cierto margen de actuación99 o, como deja entrever el TC, debe garantizarse 
un espacio «legítimo» para la autonomía de la voluntad. Aspecto que resulta de 
" Como es sabido, el supuesto de hecho del que parte esta Sentencia es el procedimiento em-
pleado por la empresa que, mediante acuerdos «individuales» con la mayoría de los trabajadores lo-
gra sustituir la jornada continuada por la jornada partida, alcanzando el resultado no aceptado por 
los representantes de los trabajadores en la negociación del correspondiente convenio colectivo. So-
bre las dudas que suscita a la doctrina la interpretación constitucional del supuesto planteado en la 
medida en que parece prohibir las «mejoras» ofrecidas por el empresario y aceptadas libremente 
por los trabajadores, vid. el comentario a la misma a cargo de ALONSO OLEA, M.: «La negociación 
colectiva y la mejora de las condiciones de trabajo», REDT, n.° 63, 1994, pp. 137 ss. 
" Vid. Cómo el grueso de la argumentación de la STC 107/2000, consiste en una cuidada ree-
laboración de esta afirmación. Un comentario a la misma en BAYLOS GRAU, A.: «Sobre la decisión 
unilateral del empresario sustitutiva de la negociación colectiva», RDS, a° 10, 2000, pp. 131 ss. 
La doctrina consideró existente un cambio de postura del TC en este aspecto en la S. 
105/1992, en la medida en que parecía abandonar su anterior doctrina en relación a que la nego-
ciación colectiva no puede anular la autonomía de la voluntad, vid. MISiAMBRES PUIG, C.: «Sobre la 
"absoluta" prevalencia en el orden social de la autonomía colectiva sobre la autonomía individual», 
REDT, a.' 61, 1993, p. 770. Ciertamente, este aparente cambio de posición no se ha consolidado en 
Sentencias posteriores que vuelven a reclamar ese pretendido espacio a la autonomía individual, 
aunque sea de contornos poco precisos. 
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mayor interés al objeto de nuestro estudio. A grandes rasgos, cabe señalar que es-
tas sentencias suponen el cuestionamiento del tradicional principio de favor como 
único a utilizar" en la determinación del espacio correspondiente a la autonomía 
individual en el sistema de fuentes de la relación laboral. Si bien el Tribunal en 
Sentencias posteriores parte de idénticos principios, en la del año 1993 (S. 208, 
28 de junio) va suavizando en cierta medida la excesiva rigidez del pronuncia-
miento inmediatamente anterior en el tiempo, de modo que va precisando cuál es 
el espacio correspondiente a esa autonomía individual'°', cuestión de nada fácil 
delimitación. Esto es, el Tribunal, partiendo de la primacía de la autonomía co-
lectiva, realiza una interpretación que defiende cierto protagonismo de la auto-
nomía individual (plural o en masa, en la terminología admitida doctrinalmen-
te), considerando que ésta despliega su actuación en dos supuestos que parecen 
ser, a juicio del Tribunal, taxativos: 1) ante la inexistencia de regulación con-
vencional sobre una concreta materia (FJ 4.°), imponiendo, como criterio adi-
cional, el indeterminado del «contenido concreto, singular o particular» y 2) 
cuando así lo permita la «relevancia» de la materia afectada, esto es, quedan ex-
cluidas de la autonomía individual la regulación de condiciones que por su tras-
cendencia, importancia y significado soslayen la presencia sindical en la función 
negociadora. Nos estaríamos moviendo, por tanto, en el campo de la accidenta-
lidad, la ocasionalidad y la accesoriedad'°2. Esto es, el Tribunal expresamente 
trata de vetar el vaciado sustancial del contenido efectivo del convenio colectivo. 
4. LA PROMOCIÓN DE LA ESTABILIDAD DEL CONVENIO: 
RESTRICCIONES A LA LEGITIMACIÓN PARA IMPUGNAR CONVENIOS COLECTIVOS 
En tema de impugnación del Convenio Colectivo, que ha ocupado también 
la atención del TC, resultan de particular trascendencia, al menos desde la pers-
pectiva del contenido negocial, algunas reglas excluyentes de la legitimación 
para impugnar convenios colectivos, en la medida en que el propio Tribunal si-
túa la justificación de estas últimas en la necesidad de garantizar aquél. De este 
modo, el TC ha venido a considerar ajustada a la constitución la exclusión de la 
legitimación de los trabajadores individuales para controlar en abstracto los con-
venios colectivos (SSTC 4/1987, 23 de enero y 47/88, 21 de marzo, FJ 3.°) en la 
medida en que resulte razonable y proporcional. Si la razonabilidad se sitúa en 
la necesidad de una correspondencia o adecuación entre el tipo de pretensión 
Vid. RODRÍGUEZ-PIÑERO, M.: «Autonomía individual, negociación colectiva y libertad sin-
dical», RL, 1992-11, p. 19. 
101  Espacio que es ampliado de forma notable y quizás no del todo respetuosa con los postula-
dos de la doctrina constitucional por la jurisprudencia ordinaria. Vid. un recorrido por la jurispru-
dencia elaborada por el TS en los primeros años noventa, especialmente en el noventa y cuatro, no 
del todo acompasada con la del TC en FERNÁNDEZ MÁRQUEZ, O.: «Autonomía individual y autono-
mía colectiva en la relación de trabajo: un apunte de jurisprudencia», REDT, n.° 77, 1996, en espe-
cial, pp. 529 ss. 
102  APILLUELO MARTIN, M.: «Libertad sindical, negociación colectiva y autonomía individual», 
AL, 1994-1, en especial pp. 93 ss. 
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que se hace valer y el sujeto que la deduce, que debe ser colectivo, capaz de re-
presentar los intereses de grupo pues la estimación de la impugnación tendría 
efectos erga omnes, acude el máximo intérprete de la CE a un argumento adi-
cional representado por lo que se dado en llamar la «promoción de la estabili-
dad del convenio», evitando abrir vías que faciliten posturas obstruccionistas de 
la aplicación de la norma. 
Hl. REQUISITOS DE NEGOCIACIÓN DE LOS CONVENIOS 
I. LA POLÉMICA EN TORNO A LA AUTONOMÍA COLECTIVA 
De la doctrina constitucional analizada en los primeros veinte años de exis-
tencia de ésta podría inducirse por un lego en la materia que la negociación co-
lectiva como institución jurídico-laboral ha disfrutado, a priori, de un modesto 
lugar ante nuestro Tribunal Constitucional. Avanzando de antemano que, como 
sabemos, dicha apreciación dista bastante de corresponderse con la realidad, la 
consideración anteriormente planteada obedecería en principio a que dicho ór-
gano ha abordado, siempre de manera tangencial o colateral, cuestiones puntua-
les o concretas de nuestro sistema de negociación colectiva, sin ocuparse expre-
samente de la institución en sí misma o de sus consecuencias y resultados. 
No obstante, el aparente desinterés manifestado por el TC ante un derecho que 
puede producir, en base a la autonomía colectiva que lo sostiene, un instrumento 
generador de derechos y obligaciones laborales, incardinado en el sistema de fuen-
tes de nuestro ordenamiento, tiene su fundamentación teórica, como se verá, y a 
tenor del propio texto constitucional, en criterios de diversa índole. Así, si tenemos 
en cuenta que únicamente los derechos fundamentales y libertades públicas de los 
ciudadanos reconocidos en la Sección I, Capítulo II del Título I de la Constitución 
(arts. 15 a 29)" se encuentran especialmente protegidos por el artículo 53.2 de la 
misma mediante el recurso de amparo, entenderemos mejor que el derecho a la ne-
gociación colectiva laboral, recogido en el artículo 37 CE, no haya sido por sí mis-
mo objeto de una atención tan preferente por el Alto Tribunal, quien, no obstante, 
le ha dispensado en el artículo 53.2 CE la garantía de vincular a todos los poderes 
públicos y de regular por ley, respetando en todo caso su contenido esencial, el 
ejercicio del referido derecho que, conforme al artículo 161.1.a) CE, se encuentra 
además tutelado por el denominado recurso de inconstitucionalidad. 
En cualquier caso, pese a la complejidad y extensión de cuestiones de orden 
procesal y sustantivo, resulta pacífico que, de modo indirecto, la autonomía co-
lectiva se ha revelado como un derecho tan controvertido y polémico que ha lo-
grado filtrarse hasta donde no le permitía su denodada ubicación". En tal sen- 
103 Salvo el artículo 14 CE que contiene el principio de igualdad ante la ley, y el artículo 30 que 
reconoce la objeción de conciencia, según dispone el propio artículo 53.2 de la Constitución. 
104 Téngase en cuenta que el derecho a la negociación colectiva se encuentra regulado en la Sec-
ción 2.° del Capítulo 11 del Título 1 de la Constitución. La vulneración del derecho a la negociación 
     
86 	VEINTE AÑOS DE JURISPRUDENCIA LABORAL Y SOCIAL DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
tido, el derecho a la negociación colectiva entre los representantes de los traba-
jadores y empresarios se ha afrontado en numerosas ocasiones por el Tribunal 
Constitucional merced a la interpretación que él mismo realizó de este derecho 
a raíz de la Sentencia 70/1982, de 29 de noviembre, pronunciamiento originario 
en el que, pese al reconocimiento de la imposibilidad de conocer del derecho a 
la negociación colectiva mediante el recurso de amparo, se argumentó que dicha 
negociación formaba parte del contenido esencial del derecho a la libertad sin-
dical recogido en el artículo 28.1 CE 1°5, teoría que ha llegado a conformar en 
gran medida, aunque lenta y suavemente (ALONSO OLEA), la jurisprudencia 
constitucional sobre negociación colectiva. 
Así, el «alargamiento» en tales términos del derecho de libertad sindical 
permitió, en cierto modo, el control y revisión constitucional del resultado de la 
negociación colectiva por el TC, alcanzando de tal forma —o bien por la vía de 
la posible contradicción con otros derechos fundamentales como, por ejemplo, 
el principio de igualdad y no discriminación del artículo 14 CE o el principio de 
tutela judicial efectiva del artículo 24 CE mayoritariamente— llegar a conoci-
miento del TC por medios preferentes (cfr. STC 177/1988, de 19 de octubre y 
STC 95/1985, de 29 de julio)'". 
No obstante, argucias de distinto signo provenientes de los recurrentes en 
amparo por vulneración del derecho de libertad sindical, de los principios de 
igualdad y no discriminación o de cualquier otro derecho fundamental cuando 
en realidad pretendían el control de unas reglas que tenían su origen en el dere-
cho a la negociación colectiva desató un temprano rechazo de la doctrina cons-
titucional a la admisión sin más de dichos casos de hipotética vulneración de de-
rechos fundamentales y libertades públicas (cfr. STC 177/1988, de 10 de 
octubre), ya que en no pocas ocasiones este alegato se convirtió a las claras en 
el paso previo necesario para acceder al amparo (GARCÍA MURCIA). 
El resultado de ello ha sido que, pese a los posicionamientos diversos, con-
tradictorios e, incluso, oscilantes que han tenido lugar, sobre todo, con el dere-
cho a la negociación colectiva laboral como supuesto contenido esencial del de-
recho a la libertad sindical, lo cierto es que en determinadas ocasiones se ha 
contemplado al instrumento resultante de aquélla desde los parámetros constitu-
cionales, se admitiera o no el amparo. 
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Con la trayectoria descrita no es dificil imaginar, por tanto, que la doctrina 
jurisprudencia] sobre los variados requisitos subjetivos, objetivos, procedimen-
tales o de eficacia que han de reunir los instrumentos resultantes de la autono-
mía colectiva sea escasa y puntual, conectada además con otros derechos, de-
biendo pues limitarnos a analizar los pronunciamientos que a nuestro parecer 
son más interesantes. 
2. EL VELADO CONTROL CONSTITUCIONAL 
SOBRE LA NEGOCIACIÓN PROPIAMENTE DICHA 
El estudio de los requisitos de negociación de los convenios colectivos se 
hará en función de los elementos analizados por el TC al respecto, debiendo te-
nerse en cuenta que, aunque brevemente, no se tratará sólo de enjuiciar normas 
legales encaminadas a ordenar la negociación colectiva, o de atribuir o reducir 
determinadas competencias de la misma, sino, también, de poner de relieve la 
existencia de un velado control constitucional de la negociación colectiva pro-
piamente dicha en la medida en que el artículo 28.1 CE quede afectado por el 
sistema de negociación colectiva laboral, tal como viene regulado en el Estatuto 
de los Trabajadores. 
A) Requisitos subjetivos 
En lo tocante a los requisitos subjetivos que han de reunir las partes nego-
ciadoras de un convenio colectivo de trabajo, el TC se ha pronunciado, mayori-
tariamente, sobre la «capacidad» o «legitimación» que las mismas han de osten-
tar en la negociación de convenios colectivos de ámbito superior a la empresa. 
La razón principal de que el conocimiento del TC se circunscriba preferente-
mente a este concreto ámbito se encuentra en que a diferencia de lo que sucede 
en el ámbito empresarial —o inferior a éste— donde representación unitaria y 
sindical comparten el protagonismo negociador, en el ámbito supraempresarial 
el monopolio sindical permite alegar con mayor facilidad la infracción del de-
nominado contenido esencial del derecho a la libertad sindical, sin perjuicio de 
que, como tendremos ocasión de ver en las SSTC 45/1984, de 27 de marzo, y 
137/1991, de 20 de junio, los CCT de ámbito inferior a la empresa también ha-
yan tenido un espacio nada desdeñable ante el intérprete auténtico de la Consti-
tución. 
En todo caso, la cuestión de fondo reside, en primer lugar, en determinar 
quién se encuentra capacitado para formar parte de la comisión negociadora de 
condiciones de trabajo en dichos ámbitos y, en segundo lugar, quién estará legi-
timado, por su parte, para negociarlas efectivamente. 
Desde el punto de vista de la «capacidad» y «legitimación» negociadora, en-
tendida la primera como aptitud especial y genérica para llevar a cabo determi-
nados actos jurídicos con plena validez, y la segunda, como aptitud concreta o 
específica para efectuarlos, el TC ha tenido ocasión de pronunciarse (en puridad, 
colectiva de los representantes de los trabajadores y empresarios se residencia así preferentemente 
ante los Tribunales ordinarios o, en su caso, ante el Tribunal Constitucional, aunque por vías dis-
tintas a la del recurso de amparo, cuando se plantee un recurso de inconstitucionalidad. 
115 Las motivaciones de índole política, histórica, sociológica o de cualquier otro tipo que influ-
yeran en el Tribunal para obtener este resultado ha dejado abierta la puerta, tanto antes como ahora, 
a interpretaciones diversas sobre ese contenido esencial del derecho a la libertad sindical, llegándo-
se incluso a entrever la duda sobre el mismo o, al menos, sobre su alcance en otros pronunciamien-
tos del TC, revelándose así constantemente la falta de uniformidad al respecto (cfr. 57/1982, de 27 
de julio, 59/1983, de 6 de julio, 4/1983, de 28 de enero, 37/1983, de 11 de mayo, 118/1983, de 13 
de diciembre, 73/1984, de 27 de junio, 39/1986, de 31 de marzo, 104/1987, de 17 de junio, etc.). 
u.  Las mencionadas sentencias se plantean así si para admitir el recurso de amparo en caso de 
revisión o control del convenio colectivo ha de determinarse primero si este recurso es el adecuado 
para ello o bien, por el contrario, el mismo tiene su origen en el derecho a la negociación colectiva 
del artículo 37 CE y no en el 28.1 CE o 14 CE. 
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sobre la «capacidad») en las Sentencias 12/1983, de 22 de febrero, y 4/1983, de 
28 de enero. En ellas, aunque más específicamente en la sentencia mencionada 
en primer lugar, el máximo intérprete de la Constitución entiende que, pese a la 
amplitud del artículo 37 CE sobre titularidad del derecho a la negociación co-
lectiva laboral, la capacidad para tomar parte con voz y voto en los diálogos y 
debates propios de la misma se encuentra establecida en el artículo 87 del Esta-
tuto de los Trabajadores (ET, en adelante), que distingue la capacidad de los su-
jetos para negociar en función del ámbito en que la negociación colectiva se de-
senvuelve. 
La polémica surge así sobre la posibilidad de negociar CCT por quien ini-
cialmente no se encuentra recogido en el citado precepto legal. En tal sentido, el 
artículo 87 ET en su apartado primero dispone que la facultad para negociar con-
diciones de trabajo en el ámbito de empresa o inferior pueden ostentarla el Co-
mité de Empresa, el Delegado de personal o, en su caso, las representaciones sin-
dicales si las hubiere, mientras que, según el apartado segundo del precepto 
mencionado, en los CCT de ámbito superior a la empresa los facultados para ne-
gociar son exclusivamente los sindicatos, las federaciones y confederaciones 
sindicales, monopolizándose así por éstas la capacidad de negociar condiciones 
de trabajo, siempre que cuenten, como se verá más detenidamente, con un de-
terminado número de representantes. 
Consecuencias inevitables de semejante reparto legal son, por un lado, que 
sólo los sujetos que poseen capacidad de obrar colectiva pueden fijar las condi-
ciones laborales de los trabajadores ya que éstos, por sí mismos, o por cualquier 
otro medio de representación ajeno al establecido en dicho artículo 87 ET, no 
disfrutan de un poder ex lege de actuar ni tienen posibilidad de afectar a las es-
feras jurídicas de terceros. El exclusivismo sindical establecido en el apartado 
segundo del artículo 87 ET para la negociación colectiva sectorial implica tam-
bién, por otro lado, el rechazo a cualquier otra fórmula de representación de los 
intereses de los trabajadores que no sea la sindical, incluidas las coaliciones o 
agrupaciones especialmente constituidas al efecto, como parece así demostrarlo, 
a mayor abundamiento, el que se rechazaran algunas enmiendas a dicho precep-
to durante los trámites parlamentarios encaminadas a establecer una mayor am-
plitud a la regulación de la materia. 
En tal sentido, la STC 4/1983 justificó, además, que el valor normativo y la 
fuerza vinculante del CCT, moviera en su momento al legislador a sujetar la va-
lidez del mismo a unos presupuestos cuya intensidad excedían de los límites ge-
nerales a la autonomía negocial del derecho privado, legitimando así para la ne-
gociación de condiciones de trabajo a los portadores de intereses organizados 
institucionalmente, sin perjuicio del diferente trato dado a los CCT de empresa 
o ámbito inferior a causa de su distinto alcance. 
Es por ello que el TC, en la Sentencia 12/1983, no considerara admisible el 
apoderamiento voluntario de determinados órganos de representación —deno-
minados independientes— en favor de concretos sindicatos para que éstos com-
putasen un mayor número de representantes a la hora de negociar un CCT de 
ámbito supraempresarial. El intento, ciertamente hábil, de obviar la aplicación 
estricta del artículo 87 ET se fundamentaba en la consideración de que si no se 
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permitía dicho apoderamiento se estaría violando, según los recurrentes, el de-
recho de afiliación negativa reconocido expresamente en el artículo 28.1 CE, 
existiendo en consecuencia una violación indirecta del derecho a libertad sindi-
cal por la indudable existencia de presiones dirigidas a la afiliación obligatoria 
de los mismos a entes sindicales con el objeto último de poder negociar condi-
ciones de trabajo en el referido ámbito. La finalidad del apoderamiento consis-
tía, por tanto, en evitar, por un lado, la afiliación de los mismos a organización 
sindical alguna, a la vez que, por otro, conseguir determinados fines mediante la 
mera adhesión circunstancial a un sindicato concreto'°'. 
A este respecto, el intérprete auténtico de la Constitución señala que si bien 
es cierto que la violación del derecho a la libertad sindical podría en determina-
dos supuestos producirse tanto directa como indirectamente, según vimos espe-
cificado en la ponencia I, la actuación enjuiciada en la sentencia que nos ocupa 
no presenta en modo alguno lesión al derecho de libertad sindical de los recu-
rrentes. Tal decisión se fundamenta en que, según el TC, lo dispuesto en el ar-
tículo 87.2 ET no contradice lo dispuesto en los artículos 28 y 37 CE pues aquel 
precepto legal no establece limitación alguna a la libertad sindical ni impide, 
además, el ejercicio del derecho a la negociación colectiva. La opción del legis-
lador fomentando determinadas medidas de sindicación, manifestada en el ar-
tículo 87.2 ET, no empaña así, a juicio del Tribunal, la libertad reconocida en el 
artículo 28.1 CE, a la vez que tampoco la entorpece el relevante papel que la 
Constitución concede a los sindicatos en el artículo 7 de la Carta Magna como 
instrumentos y piezas indispensables para la defensa y promoción de los intere-
ses económicos y sociales que les son propios'u. 
 
107  El argumento interpretativo de los recurrentes giraba en torno a la consideración de que el 
artículo 87.2 ET dispone que los legitimados para negociar CCT de ámbito supraempresarial son 
los sindicatos, federaciones y confederaciones sindicales que cuenten con un mínimo del 10 por 
100 de los órganos de representación unitaria en el ámbito geográfico o funcional a que se refiere 
el convenio. Las palabras «que cuenten» podrían llevar a pensar que «a todo sindicato se le han de 
computar también aquellos representantes que, aun siendo independientes, hayan manifestado de 
forma clara y fehaciente su adhesión al mismo a los fines de la negociación colectiva, pues en de-
finitiva tal sindicato "contaría" con estos representantes». En cualquier caso, se rebate esta inter-
pretación entendiendo que «los representantes con que cuenta una entidad sindical son sólo los que 
ella presentó a las correspondientes elecciones o los que están afiliados o encuadrados en ella, pero 
que no puede incluirse en tal frase a los que no encontrándose en ninguna de tales situaciones, se 
limitan a expresar su adhesión al sindicato de que se trate». 
in Se aduce por la STC 12/1983 que el hecho de que la «capacidad» o «legitimación» para in-
tervenir en la negociación colectiva nazca como un poder ex lege, con suficiente fundamento en los 
artículos 7 y 37 CE, lleva a la conclusión de que aquel derecho no resulta violado por el simple he-
cho de que no se admita el cómputo de las representaciones voluntarias que los llamados represen-
tantes laborales independientes puedan hacer en favor de los sindicatos actuantes. La resolución del 
TC giró, nuevamente, como no podía ser de otra manera, sobre el eje del artículo 28.1 CE, enten-
diendo que ni directa ni indirectamente se había producido una violación de la libertad sindical 
puesto que, en realidad, no se obligaba ni a la sindicación ni a la afiliación a los sindicatos consti-
tuidos. La STC 4/1983 apostilló además al respecto que en la defensa y protección de los intereses 
encomendados a los sindicatos en el artículo 7 CE entraba también la negociación colectiva labo-
ral cuando, sobre una representatividad mínima, el CCT rebasaba el ámbito de una empresa. 
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B) Legitimación en las unidades negociales 
Otra cuestión de interés en materia de sujetos negociadores de condiciones 
de trabajo podemos apreciarla, a nuestro juicio, en la STC 45/1984, de 27 de 
marzo, la cual, por un lado, presenta la peculiaridad de tratarse de un convenio 
de ámbito inferior a la empresa, o mejor dicho, de un convenio franja aplicable 
únicamente a una concreta categoría de trabajadores dentro de la misma, a la vez 
que, por otro lado, trata de enjuiciar también la negociación colectiva de un CCT 
por sujeto diverso al contemplado en el artículo 87 ET, esto es, por una «Aso-
ciación Profesional» y no por los órganos unitarios de representación existente 
en la empresa o, en su caso, por las organizaciones sindicales si las hubiera, se-
gún reza el apartado primero de dicho precepto legal. 
Este último aspecto, sin embargo, que si bien queda resuelto con lo ya dicho 
sobre el asunto por las resoluciones jurisprudenciales anteriormente citadas1°9, 
desveló algunos interrogantes novedosos al respecto. En efecto, en este caso, se 
constata que la Asociación Profesional que pretende ser parte en la negociación 
colectiva de ámbito inferior, a la postre representante del estamento médico en 
un establecimiento hospitalario, lejos de ser lo que en sentido técnico jurídico 
indican sus vocablos, se había constituido como agrupación sindical y poseía, 
además, un alto nivel de implantación en el mismo (90 por 100 de afiliados). La 
admisión de su legitimación para estar presente en la mesa negociadora de con-
diciones de trabajo del personal médico resultaba, no obstante, problemática y 
compleja —aunque interesante— pues, cuanto menos, provocaría en dicho mo-
mento el replanteamiento jurisprudencial y doctrinal de la expresión «organiza-
ción sindical si la hubiere» del artículo 87.1 ET, al menos, en lo referente a la 
negociación de ámbito inferior a la empresa"°, así como, también, la considera-
ción de la posible distinción en tales niveles entre el ámbito de aplicación, la uni-
dad de representación y la unidad de negociación de los CCT (OJEDA AVILÉS). 
El Tribunal Constitucional, pese a la buena oportunidad presentada para di-
rimir tales interrogantes, no entró a enjuiciar las cuestiones planteadas por tra-
tarse de un asunto de mera legalidad ordinaria y no, ciertamente, de una vulne-
ración de derechos y libertades fundamentales, aunque, sorprendentemente, 
avanzó que si el objeto de enjuiciamiento se hubiese producido al revés, es de-
cir, por una supuesta vulneración de la libertad sindical de la referida Asociación 
Profesional —y no como en el caso que se analiza por una hipotética violación 
de la libertad sindical del Comité de empresa—, la situación hubiese sido diver-
sa ya que, mediante una interpretación a sensu contrario de lo plasmado en la 
109  Recuérdese que, como en ellas se indicó, ningún sujeto distinto a los contemplados en la ley. 
tenga o no naturaleza asociativa o colectiva, puede negociar CCT con valor normativo y fuerza vin-
culante. 
"° Téngase en cuenta que con tal expresión se hace referencia únicamente, según sostiene la 
mayoría de la doctrina del Tribunal Supremo y de la doctrina científica, a las Secciones Sindicales 
y sus Delegados en el nivel de empresa, abriéndose por tanto, una puerta para que los sindicatos en 
sí mismos puedan sentarse a negociar condiciones de trabajo en la empresa o en ámbitos inferiores 
a ésta. 
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referida sentencia, el TC parece dispuesto a inclinarse a favor de la existencia de 
la misma en caso de que quien negociara las condiciones de trabajo del esta-
mento profesional médico de la empresa fuese un Comité que privara de nego-
ciar las condiciones de trabajo de dicho personal a la Asociación Profesional". 
3. REQUISITOS PROCEDIMENTALES 
En cuanto a los requisitos procedimentales de la negociación colectiva ante 
el TC distinguiremos, a efectos meramente organizativos, entre las sentencias 
que hacen referencia a cuestiones puramente formales, tales como la escritura-
ción, el depósito, el registro o la publicación del resultado de la negociación co-
lectiva, por un lado, y a las cuestiones referentes a los requisitos de formación 
de la comisión negociadora y a la adopción de acuerdos dentro de ésta, por otro. 
A) La comisión negociadora 
Así, en lo que se refiere a los requisitos de formación de la comisión nego-
ciadora de un CCT veremos algunos elementos de interés tratados por el TC, 
normalmente, en vía de recurso de amparo por presunta violación de libertades 
públicas y derechos fundamentales, repitiéndose nuevamente en esta sede los in-
convenientes que sobre el recurso de amparo vimos en los epígrafes anteriores. 
En cualquier caso, una cuestión previa para determinar la composición de la 
comisión negociadora es la medición de la representatividad de los sujetos que 
van a formar parte de la misma pues, como se comprobó en la STC 187/1987, 
de 24 de noviembre, el cómputo de la representatividad está no sólo en conexión 
con las elecciones sindicales que sirven para elegir representantes en la Empre-
sa, sino también, para designar a los sujetos intervinientes en el proceso nego-
ciador, condicionando la participación en el CCT y la capacidad de actuación del 
sindicato. El problema se centra, básicamente, en la distribución de puestos en 
dicha comisión, planteándose además, por un lado, la posible afectación al de-
recho de libertad sindical de los sindicatos concurrentes en el proceso negocia-
dor y, por otro, la correcta valoración del reparto de puestos en la misma, sobre 
todo, cuando en el supuesto de la mencionada sentencia, el sujeto negociador re-
sulta tener una estructura compleja formada por coaliciones sindicales. 
Así, y en primer lugar, el TC reconoce que el artículo 28.1 CE ampara la in-
tervención de las asociaciones sindicales en la negociación colectiva y mani-
fiesta que la participación de esas organizaciones en los CCT de eficacia gene-
ral se encuentra condicionada por el respaldo electoral que las mismas obtengan. 
Ello le lleva a admitir, por tanto, que la medición de la representatividad de los 
"' Otra sentencia de un cierto interés seria la STC 51/1984, de 25 de abril, que versaba sobre 
un sindicato «libre» de farmacéuticos que pretendía negociar un convenio de farmacias con el Ins-
tituto Nacional de Salud pero no se le reconoció dicha posibilidad. 
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sindicatos concurrentes en una negociación colectiva puede llegar a tener alguna 
incidencia en el derecho de libertad sindical. Ahora bien, como expresamente 
puntualiza el TC, no toda decisión que afecte al grado de representatividad atri-
buido a una organización sindical repercute inevitablemente en su capacidad de 
acción y, por ende, en su derecho a la libertad sindical, ni siquiera cuando se re-
duzca su participación en la comisión negociadora o disminuyan las posibilidades 
de actuación en un determinado sector como se planteó en la STC 187/87 —en 
recurso de amparo— tras los pronunciamientos oportunos del ahora extinto Tri-
bunal Central de Trabajo" Z. En este último punto, y enlazando con la segunda 
cuestión de importancia que nos interesa, el máximo intérprete de la Constitución 
considera, además, que la carencia de reglas claras y precisas que determinen con 
exactitud la representatividad de las organizaciones sindicales complejas, es por 
sí mismo motivo suficiente para respaldar, en principio, la decisión adoptada por 
un órgano judicial, incluso, aunque, a juicio de éste, se deba producir una dismi-
nución o reducción de la cuota participativa de algún sindicato en la comisión ne-
gociadora del CCT. La existencia de razón justificativa jurídicamente aceptable, 
no contraria a la ley o claramente arbitraria, antijurídica e injustificada, se alza, 
pues, como fundamento suficiente para sostener la no vulneración del artículo 
28.1 CE en determinados supuestos, produciéndose así una presunción iuris tan-
tum de actuación correcta y razonable de los mismos cuando, ante la ausencia de 
norma expresa, el resultado de la decisión judicial no sea arbitraria, irrazonable o 
carente de fundamento (cfr. STC 235/1988, de 5 de diciembre)w. 
Situación distinta, aunque conexa con la anterior, es la que, por su parte, 
plantea la STC 137/1991, de 20 de junio, ya que, tratándose también de una 
cuestión relacionada con la medición de la representatividad de los sujetos ne-
gociadores, el objeto de debate se centra en el tipo de criterio que éstos han de 
tener en cuenta para adoptar acuerdos válidos en la comisión negociadora. Debe 
advertirse, no obstante, que la resolución mencionada resuelve la cuestión liti-
giosa que se le plantea en atención a la normativa entonces vigente, es decir, sin 
responder a la actual regulación del artículo 89.3 del Estatuto de los Trabajado-
res —dada tras la reforma laboral de 1994—, precepto que hasta ahora se ha 
ocupado de dicha materia. En cualquier caso, las argumentaciones esgrimidas en 
dicha sentencia pueden, a nuestro juicio, trasladarse sin demasiadas complica-
ciones a la situación actual ya que la vigente redacción del mencionado precep-
to parece, sólo en principio, haber relajado el nivel de exigencia requerido para 
adoptar acuerdos válidos en dicha comisión"4. 
En efecto, como se sabe, el ET exigía para la válida adopción de acuerdos en 
la comisión negociadora la aprobación del CCT por mayoría cualificada del 60 
por 100 de cada una de las dos representaciones de la mesa. El cómputo de ese 
porcentaje se encontraba pues en íntima relación con la distribución de los pues-
tos en la misma, sobre todo, cuando en la negociación intervenían varios sujetos 
sindicales como es el caso contemplado en la STC 137/1991. Veámos, por tan-
to, ambos aspectos por separado. 
En primer lugar, resultaba pacífico para el Tribunal que, tratándose de una 
negociación colectiva de ámbito empresarial, la designación de los componentes 
del «banco social» de la comisión negociadora por los Comités de empresa o, en 
su caso, por los Delegados de personal (o Comité Intercentros), fuera propor-
cional al índice de representatividad que cada sindicato tuviera en la representa-
ción unitaria; sin embargo, en caso de que no negociaran las representaciones le-
gales o electivas, la situación —a ojos del TC— pareció complicarse un poco 
más ya que si negociaran las Secciones Sindicales, como permite el artículo 87.1 
ET, todas ellas tendrían derecho, cuando menos, a participar en la designación 
de los componentes de dicho «banco social», con independencia de que su pre-
sencia en el mismo pudiera ser impracticable a causa de las limitaciones numé-
ricas establecidas en el propio Estatuto'''. En este caso, el TC señaló que la SS 
que pretendiera designar unilateralmente la composición numérica de la comi-
sión negociadora, excluyendo con su actuación la posibilidad de que otras SS 
participaran en la designación de los componentes de la misma, estaría violan-
do el derecho a la libertad sindical de aquéllas. 
En segundo lugar, sentada la premisa anterior, las posibilidades de cómputo 
planteaban el interrogante de si el 60 por 100 había de hacerse sobre los miem-
bros de la comisión negociadora o, por el contrario, sobre los porcentajes repre-
sentativos que acreditara cada sindicato presente en dicha comisión116, es decir, 
contraponiendo el «cómputo sobre personas» frente al «cómputo sobre porcen-
tajes». La posición del TC en este particular, siguiendo la tónica de anteriores y 
posteriores pronunciamientos, fue, no obstante, la de entender que a él no le 
competía pronunciarse sobre tal cuestión, sobre todo, cuando, como ya había 
puesto de manifiesto en otras resoluciones, no existen en nuestra legislación re-
glas precisas que sirvan para decidir de forma pacífica la cuestión planteada y 
que, por tanto, se dejan en manos del intérprete (cfr. STC 187/1987, de 24 de no-
viembre, y 235/1988, de 5 de diciembre). 
112 Concretamente, véase la Sentencia de la Magistratura de Trabajo número 18 de las de Ma-
drid de 4 de junio de 1985 y de la Sala Quinta del Tribunal Central de Trabajo de 4 de diciembre 
de 1985 que resolvió el recurso especial de suplicación interpuesto contra la anterior. 
"' En consecuencia, una opción interpretativa como la que tuvo lugar en la Sentencia 187/1987 
adicionando a los representantes obtenidos directamente por una federación sindical los consegui-
dos por los sindicatos que forman parte de la misma con el fin de medir la representatividad global 
de aquélla y reducir así su cuota de participación en la comisión negociadora del CCT, no vulnera, 
a juicio del Tribunal, el derecho contenido en el artículo 28.1 CE. 
14 Así, el actual artículo 89.3 ET dispone que «los acuerdos de la comisión requerirán, en cual-
quier caso, el voto favorable de la mayoría de cada una de las dos representaciones». 
15 Téngase en cuenta que el artículo 88.2 ET señala que «la designación de los componentes 
de la comisión corresponderá a las partes negociadoras [...]», a la vez que el apartado 3 del mismo 
articulo dispone que «en los convenios de ámbito empresarial, ninguna de las partes superará el nú-
mero de doce miembros [...]». Consecuencia inevitable de la interpretación de ambos preceptos es, 
por tanto, que las partes negociadoras podrán designar los compenentes de la comisión en número 
igual o inferior a doce. 
u ' Recuérdese que los criterios al respecto eran básicamente tres: primero, el proporcional a la 
representatividad; segundo, el de la atribución de puestos en función del porcentaje obtenido en la 
mesa (es decir, dos puestos si un sindicato ha obtenido el 20 por 100, 3 si un 30 por 100, etc.) y, 
tercero, el que las partes acordaran si existía consenso al respecto. 
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Con carácter de obiter dicta, sin embargo, el TC parece inclinarse por la pos-
tura que ya mantenían al respecto la doctrina y la jurisprudencia mayoritaria del 
Tribunal Supremo, es decir, la de entender que lo más adecuado sería acatar el 
sistema de la proporcionalidad en función a la representatividad de los sujetos 
negociadores, sobre todo, cuando como en el caso analizado resultaba evidente 
la finalidad objetiva de posibilitar que una representación sindical pudiera hacer 
algo que su índice de representatividad en la empresa no le permitía hacer, pro-
vocando de tal modo una situación reprochable desde el punto de vista del ar-
tículo 28.1 CE. 
B) Comisión negociadora y comisión de interpretación 
Otra cuestión relacionada con la formación de la comisión negociadora, a la 
vez que con la legitimación para estar presente en ella, la encontramos en la STC 
184/1991, de 30 de septiembre, la cual plantea la interesante cuestión de valorar 
si la constitución de una comisión paritaria o de seguimiento de un CCT supone 
una prolongación de la esfera de la voluntad paccional de las partes que suscri-
bieron el CCT o si, por el contrario, su naturaleza y finalidad puede ir más allá 
de esa mera voluntad para adentrarse en terrenos esenciales para la actuación de 
los sindicatos. 
Las comisiones paritarias forman parte del contenido inexcusable o mínimo 
establecido en el artículo 85.2 ET, si bien, como se analizó en la ponencia dedi-
cada al objeto de los convenios colectivos, plantean la duda sobre el carácter nor-
mativo u obligacional de los contenidos que las partes asignan a su conocimien-
to. Esta duda repercute, por su parte, en los propios sujetos que hayan de 
proporcionar tal contenido ya que si las cláusulas contenidas en el CCT son de 
mera gestión, aplicación e interpretación de aquél, los legitimados para estar 
presentes en la comisión paritaria serán los mismos sujetos que negociaron el 
convenio, pero si, por el contrario, las comisiones no se limitan a administrar o 
gestionar el CCT, sino que asumen contenidos reguladores o normativos, la si-
tuación anterior varía ya que, entonces, aquéllos deberán dar cabida a cualquier 
otro sujeto negociador legitimado, incluso aunque éste, en su momento, no fir-
mara o se retirara de la mesa negociadora del CCT que creó tales comisiones. 
La STC 184/1991 reiteró nuevamente que la legitimación legalmente reco-
nocida a un sindicato para negociar en CCT puede incluirse dentro del conteni-
do esencial del derecho a la libertad sindical y ser, por tanto, objeto de protec-
ción mediante el recurso de amparo, recordando, además, que la STC 73/1984, 
especificó que cuando se está ante una renegociación de un CCT o ante una mo-
dificación consensual de las condiciones de trabajo pactadas, estableciendo nue-
vas reglas o normas para regir las relaciones de trabajo en el ámbito de aplica-
ción del convenio, han de respetarse los criterios legales que establecen la 
legitimación para negociar el CCT (cfr. SSTC 9/1986 y 39/1986). En cualquier 
caso, no se prohibe que, en uso de la autonomía colectiva, las partes del conve-
nio puedan constituir comisiones ad hoc o lugares comunes de encuentro, o que 
las mismas hayan de restringirse a la mera función de interpretación o adminis- 
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tración de las reglas establecidas en el CCT, sino que lo que se veta es que las 
mismas tengan funciones reguladoras en sentido propio pues, en tal caso, se tra-
ta de una verdadera negociación en la que podrán participar los sujetos que, con-
forme a los artículos 87 y 88 ET, pueden adoptar la conclusión de un CCT. 
C) Requisitos de perfeccionamiento del convenio colectivo 
Por último, en cuanto a los requisitos formales que ha de cumplimentar un 
CCT para perfeccionarse, el TC ha tenido ocasión de pronunciarse sobre los mis-
mos en varias ocasiones como lo demuestran las sentencias 18/1982, de 4 de 
mayo, 48/1982, de 12 de julio, 85/1982, de 23 de diciembre y 151/1994, de 23 
de mayo. No obstante, el conocimiento del TC al respecto no ha tenido lugar por 
un interés de los demandantes sobre la escrituración del CCT o sobre su regis-
tro, depósito y publicación en sí mismos, sino más bien por cuestiones atinentes 
a la competencia para regularlos, es decir, para determinar si la competencia re-
guladora en tales materias corresponde al Estado conforme al artículo 149.1.8' 
de la Constitución, o bien, a las Comunidades Autónomas que contemplen dicha 
posibilidad en sus Estatutos o la asuman con posterioridad. Se explica así que ta-
les cuestiones hayan llegado al TC mediante conflictos de competencia y no, 
como hasta ahora, mediante recursos de amparo por violación de derechos fun-
damentales, sobre todo, del artículo 28.1 CE"7. 
El artículo 90 ET impone el cumplimiento de una serie de estipulaciones una 
vez finalizado el procedimiento de elaboración de un CCT. Exige así, en primer 
lugar, su escrituración, básicamente por una cuestión de seguridad jurídica, re-
quisito sobre cuyas condiciones no se ha pronunciado el TC. En segundo lugar, 
establece su presentación para registro ante la autoridad laboral competente, 
constituyendo la determinación de ésta una cuestión algo más complicada ya que 
la autoridad laboral competente para registrar un CCT dependerá, en principio, 
del ámbito del mismo. Las SSTC 48/1982 y 85/1982 señalaron al respecto que 
cuando el ámbito del convenio no exceda del de una CA, será la autoridad labo-
ral de dicha Comunidad quien ostente la compentencia para su registro, pero, en 
cambio, si el ámbito excediera de la misma, la competencia en materia de regis-
tro correspondera, sin duda, a la autoridad laboral estatal. En tercer lugar, se dis-
pone el depósito del CCT en la unidad administrativa que la autoridad laboral 
competente tenga habilitada al efecto, planteándose aquí nuevamente, según la 
STC 18/1982, el interrogante sobre si dicha función —ligada, también, a la de 
registro y publicación— corresponde al Estado o a las CCAA, resolviéndose no 
obstante el interrogante de igual modo que la cuestión anterior". Por último, se 
 
I n No obstante, la STC 151/1994 reconoció amparo constitucional por violación del derecho 
constitucional a la tutela judicial efectiva, contemplada en el articulo 24.1 CE, en materia de pu-
blicación de un CCT en el Boletin Oficial de una CA. 
118 En este caso, el TC debió pronunciarse sobre la elaboración de un reglamento interno de ser-
vicios de registro, depósito y publicación de CCT en el ámbito de la CA del País Vasco (véase al 
respecto, el Decreto del Gobierno Vasco 39/1981, de 2 de marzo, sore creación y organización del 
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dispone la publicación del CCT, requisito que cumple similar función a la del de-
pósito ya que su finalidad es facilitar el conocimiento del convenio a toda per-
sona interesada. A este respecto, la STC 151/1994, señaló la obligatoriedad del 
cumplimiento de este requisito en tanto que el CCT es norma y fuente del De-
recho. Es más, apostilló que la publicación de un CCT en el Boletín Oficial de 
una CA no afecta al principio iura novit curia, por lo que garantizada la publici-
dad de la norma y su general conocimiento a través de su inserción en un Diario 
Oficial, los Tribunales no podrán subordinar su aplicación a la prueba de su exis-
tencia. 
IV. VICISITUDES DE LOS CONVENIOS 
Pocos años después de la creación del TC, en 1984, la economía del país ha-
bía entrado definitivamente en una formulación dinámica que en principio se 
manifestaba en la crisis de los sectores de actividad clásicos, antes de ceder ante 
el empuje de la globalización. El trance impacta también en la negociación de 
los convenios, pues aparecen en su contenido una serie de cláusulas y de insti-
tuciones que prestarán mayor dinamicidad a su negociación. Algunas de ellas las 
hemos visto al estudiar el ámbito material de los convenios; sin embargo el TC 
hubo de encarar otras manifestaciones de la negociación colectiva dinámica, 
siendo una de ellas la revisión de los convenios, que, bajo el pretexto de la revi-
sión salarial motivada por la inflación, adquiriría bien pronto unos vuelos no 
pensados en aquellos días; junto a ella, la cuestión de las resoluciones adminis-
trativas de extensión de los convenios han suscitado varios pronunciamientos del 
TC con miras a suavizar el grado de intervencionismo por la vía de acercar el ór-
gano competente a la nueva unidad aplicativa; y, otra vez debido a la interven-
ción administrativa, la modificación de los convenios a través del artículo 41 ET 
ocasionó también la actuación correctora del Alto Tribunal.  
a la comisión paritaria de interpretación del convenio la actualización de los sa-
larios no bien la inflación sobrepasaba el umbral predeterminado'''. Aquella co-
misión paritaria recibía, pues, un cometido trascendental, lo que convertía en un 
asunto de primordial interés para los sindicatos el estar presentes en ellas, se hu-
biera o no participado en la negociación del convenio de base. Como dijera tem-
pranamente MARTINEZ GIRÓN, se trata de acuerdos que suponen una alteración o 
modificación del texto del convenio, y por ello, no pueden ser considerados si-
quiera formalmente como acuerdos de carácter interpretativo'20. La jurispruden-
cia de los tribunales ordinarios entendió inicialmente que dicha revisión, al en-
trañar negociación, es competencia exclusiva de la comisión negociadora, y si 
una comisión paritaria intentara dicha revisión, los acuerdos alcanzados deven-
drían radicalmente ineficaces, salvo si hubieran sido ratificados por la autoridad 
laboral (?) y aceptados por aquellos por quienes pudiese obligar, lo que la doctri-
na consideraba innecesario cuando era el propio convenio el que atribuía la com-
petencia a la comisión paritaria para efectuarla'2 '. Pronto llegó el asunto al TC, 
que intervino con su sentencia 73/1984, de 27 de junio (BOE de 11 de julio). 
A) Una situación insólita en el convenio de Cajas de Ahorro 
En la negociación del XIII convenio estatal de Cajas de Ahorro de 1983 sólo 
había intervenido por parte de los trabajadores la Asociación Profesional de Em-
pleados de las Cajas de Ahorro (APECA), mayoritaria en el sector, quedando 
fuera de las conversaciones las Federaciones sectoriales de CCOO, de UGT, y el 
Sindicat d'Estalvi de Cataluña. El capítulo VI, sobre retribuciones, podía ser re-
visado anualmente por una comisión que estaría compuesta por las mismas par-
tes firmantes del convenio matriz. Se llega de esta forma a una situación extra-
ña en el panorama negocial de nuestro país, a cuya virtud las dos centrales 
mayoritarias quedan excluidas de un convenio, y de su revisión salarial, situados 
1. LA REVISIÓN DE LOS CONVENIOS COLECTIVOS 
La negociación de los convenios se había caracterizado desde la primera Ley 
de 1958 por su carácter estático, que aseguraba unas pautas estables de condi-
ciones de trabajo durante toda la vida del convenio colectivo. Pero en los años 
ochenta la inflación devoraba los salarios e incluso las demás condiciones labo-
rales negociadas algunos meses antes, por lo que aparecen las llamadas cláusu-
las de revisión salarial en la mayoría de ellos, a virtud de las cuales se confiaba 
Registro de Convenios Colectivos del Trabajo y el Real Decreto 1.040/1981, de 22 de mayo, sobre 
Registro y Depósito de Convenios Colectivos de Trabajo, del Estado). En esta sentencia se señala 
que la reglamentación interna de organización de un servicio de registro, depósito y publicación de 
CCT puede corresponder a la CA siempre que el ámbito del convenio no exceda de la Comunidad 
en cuestión, aunque, si los aspectos internos de organización excedieran de dicho ámbito, la com-
petencia debe ser atribuida al Estado. 
119 En los estudios de la negociación colectiva sectorial llevados a cabo por la Comisión Con-
sultiva Nacional de Convenios Colectivos y publicados a lo largo de 1999, la revisión salarial es uno 
de los puntos más importantes detectados en los clausulados, como resaltan los investigadores del 
sector de hostelería (RIVERO LAMAS et aL, La negociación colectiva en el Sector de Hostelería, Ma-
drid, 1999, p. 153, pues se «recoge en la mayoría de los convenios». En el estudio sobre La nego-
ciación colectiva en el Sector Comercio (SALA FRANCO et al.), Madrid, 1999, la revisión salarial es 
el primer tema que se estudia en cada subsector respecto a los contenidos económicos, pese a re-
saltar que en algunos de ellos son mayoría los convenios sin tales cláusulas que los que la insertan, 
como ocurre en el subsector de pastelería (pp. 91 ss.). En el estudio sobre La negociación colecti-
va en el Sector del Metal (GONZÁLEZ ORTEGA et al.), Madrid, 1999, se afirma que las cláusulas de 
revisión «están bastante extendidas» (p. 194). Para los autores del estudio sobre La negociación co-
lectiva en el sector del transporte por carretera (SEMPERE NAVARRO et al.), Madrid, 1999, la «pre-
visión sobre incremento de salario a partir del IPC fijado por el Gobierno o por el INE» es materia 
de la que «se ocupan la práctica totalidad de los convenios analizados» (p. 119). A la altura del año 
2000, el 72 por 100 de los trabajadores estaban cubiertos por cláusulas de revisión salarial: CES, 
Observatorio de Relaciones Industriales, 32 (2000), p. 3. 
IZO Los pactos de procedimiento en la negociación colectiva, Madrid, 1985, p. 300. 
'21 Cfr. MARTÍNEZ GIRóN, op. cit., p. 303. 
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en el corazón del sistema financiero y en un sector punta de la economía, en un 
momento en que el legislador se aprestaba a dar el gran espaldarazo a la centra-
lización sindical de la LOLS de 1985. No se trataba, además, de un convenio de 
empresa, donde los syndicats-maison son relativamente frecuentes y gozan en 
ocasiones de una amplia implantación, sino de un convenio de sector muy nu-
meroso y en rápido crecimiento. Aunque no hubiera sido un sector estratégico, 
era un sector vital, y los sindicatos mayoritarios debían abordar la cuestión de su 
hegemonía en la regulación del mismo. 
Con base en el contenido de la libertad sindical, CCOO alegaba que la ne-
gociación de las revisiones no podía quedar cerrada a los sindicatos en general, 
pues de otro modo se infringían los artículos 14, 28.1 y 37.1. Citaba sentencias 
del propio TC en donde se recogía la conocida doctrina de que el valor normati-
vo y erga omnes del convenio movía al legislador a condicionar su validez a pre-
supuestos más rigurosos que los existentes para la autonomía negociadora del 
Derecho Privado, por lo que el convenio de Cajas de Ahorro no podía limitar la 
capacidad de negociación de un sindicato como el demandante, que cumplía los 
mínimos de representatividad legal. 
La sala 1 del TC, siguiendo al ponente M. Díez de Velasco, acepta esta pro-
puesta: el convenio no es sólo un contrato, sino una norma, de donde las reglas 
de legitimación escapan al poder dispositivo de las partes negociadoras (FJ 2); y 
aunque en el caso se trata de la revisión, y no la negociación, de un convenio, el 
esquema procedimental es idéntico, porque «la llamada revisión no es otra cosa 
que la nueva negociación de un grupo homogéneo de materias», e igual puede 
decirse del objeto de una y otra, regular para el futuro las condiciones de traba-
jo. Si se tratara de la interpretación de las cláusulas convencionales, entonces los 
legitimados serían los sujetos firmantes, pero «se pretende modificar las condi-
ciones de trabajo pactadas estableciendo nuevas reglas —normas—», por lo que 
se trata de una negociación para la que deben aplicarse las reglas generales de 
legitimación. Como dice la sentencia, establecer otra cosa seria otorgar a las par-
tes firmantes libertad para condicionar definitivamente la negociación colectiva 
estableciendo un período de vigencia dilatado y permitiendo la revisión de su 
contenido en períodos inferiores, privando a quienes reúnen los requisitos lega-
les de su derecho de negociación para el futuro (FJ 3). 
Una parte interesante de la sentencia consiste en la refutación de uno de los 
argumentos presentados por los demandados, el de la ruptura de la unidad del 
convenio si se aceptase la negociación diversificada de sus capítulos con sujetos 
distintos de los inicialmente firmantes, ya que —decían los demandados— no se 
puede ser parte de un conjunto aislado de estipulaciones y estar obligados ex-
clusivamente por ellas y no por las restantes que constituyen el necesario com-
plemento o contrapartida de las aceptadas. Aflora aquí la idea del equilibrio in-
terno de los convenios que aparecería con mayor centralidad en la sentencia TC 
210/1990, de 20 de diciembre, sobre la jornada de cuarenta horas. En el conve-
nio de las Cajas de Ahorro, por su parte, el TC responde a tal argumento, que 
ofrece una indudable solidez según palabras del Tribunal, diciendo que no tiene 
eficacia de cara al momento de determinación de las partes negociadoras, sino 
al posterior del acuerdo y firma del pacto alcanzado, en el cual quizá sea nece- 
saria la suscripción de la totalidad del convenio, en lo que el Tribunal no entra. 
A nuestro juicio, entrar a negociar sólo la revisión salarial no implica la ruptura 
del equilibrio negocial porque queden al margen las contrapartidas: si estamos 
hablando de un convenio de eficacia general, la cuestión no se plantea en esas 
contrapartidas a la revisión del salario, queremos decir, en la parte normativa del 
convenio, la cual rige erga omnes incluso sobre los renuentes o no firmantes. 
Otra cosa es la parte obligacional, en donde podrían preverse instituciones con-
juntas de corresponsabilización de los firmantes —por ejemplo, para vigilar el 
absentismo en materia de jornada—, pero cuya incidencia en orden a contrape-
sar la regulación del salario parece mínima. 
Tampoco entra el TC a elucubrar sobre situaciones extremas de su doctrina, 
y en concreto sobre que ocurriría si, llegado el momento de la revisión, los su-
jetos firmantes hubieran perdido la legitimación para negociar y fueran otros los 
representativos. De seguir la doctrina hasta sus últimas consecuencias, la revi-
sión equivale a negociación y sólo podrían entrar en ella quienes en ese mo-
mento cumplieran los requisitos necesarios, excluyendo a los iniciales firman-
tes. Un giro tan radical en la representatividad no es, ni mucho menos, extraño, 
como puede verse en el sector público con alguna central independiente que en 
las primeras elecciones entre los funcionarios obtuvo el primer puesto, que per-
dió de inmediato en las siguientes. Esto es lo que ha sucedido también en el con-
venio de las Cajas de Ahorro, los firmantes de cuya última edición han pasado 
a ser CCOO, UGT, CSICA..., sin rastro de la primitiva APECA'22. De igual 
modo, en el convenio paralelo al de Cajas de Ahorro, el de Banca Privada, los 
sindicatos firmantes son CCOO y UGT123. 
La sentencia limita sus efectos al derecho de negociar la revisión a los sindi-
catos legitimados, sin otorgarle eficacia retroactiva por cuanto la revisión del 
convenio de Cajas de Ahorro ya había sido negociada y se estaba aplicando des-
de tiempo atrás. 
   
B) El TC abre el campo a la negociación dinámica 
Quizá sea muy pretencioso entender que gracias a esta sentencia la revisión 
normativa de los convenios cobró impulso hasta llegar a los niveles en que hoy 
se encuentra, cuando de ordinario los negociadores confían a las comisiones pa-
ritarias funciones que van mucho más allá de la mera administración del conve-
nio. Pero es lo cierto que al identificar el problema de unas funciones que no 
eran simplemente de interpretación y vigilancia, como habían venido siendo tra-
dicionales, y otorgarles implícitamente su reconocimiento entrando a distinguir 
esas funciones normativas de las de mera administración. Otras sentencias del 
Alto Tribunal reiterarán y matizarán la doctrina expuesta por la pionera 73/1984, 
   
   
'" Convenio de ámbito estatal para las Cajas de Ahorro de 20 de diciembre de 1999 (BOE de 
23 de febrero de 2000). 
123 Ver XVIII Convenio Colectivo de Banca de 22 de octubre de 1999 (BOE de 26 de noviembre). 
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como hemos analizado más arriba en el apartado dedicado al ámbito material de 
los convenios. Con su espaldarazo la negociación permanente adquirirá en Es-
paña carta de naturaleza, aunque sin llegar a doblegar plenamente la básica es-
tructura estática de los convenios. 
2. EL RADICAL GIRO EN MATERIA DE EXTENSIÓN DE LOS CONVENIOS 
La tensa pugna entre el Estado y las Comunidades Autónomas por un favo-
rable reparto de competencias aparece en la jurisprudencia del Tribunal Consti-
tucional en numerosas sentencias sobre cuestiones laborales, como es sabido, y 
en cuanto a las vicisitudes de la negociación colectiva en tres sentencias dedica-
das a la extensión de los convenios, mecanismo a virtud del cual se amplía el ám-
bito de aplicación subjetivo inicialmente pensado por las partes firmantes, un 
crecimiento extrínseco que no altera en nada al convenio originario, como la 
doctrina ha puesto de relieve. 
A) La inercia de partida 
Una sentencia de 4 de febrero de 1986, la 17/1986 (BOE 21 de marzo) abrirá 
un debate, de la mano de su ponente, L. Díez-Picazo, aunque no irá mucho más de 
abrirlo a pesar de la calidad del redactor, que en la 11/1981 había sentado bases 
definitivas para la comprensión del derecho de huelga y su regulación en nuestro 
país. Aborda el tema por causa de un conflicto positivo de competencias plantea-
do por el Gobierno Vasco contra el RD 2.976/1983, de 9 de noviembre, regulador 
de la Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos (CCNCC), al en-
tender que cuando el ámbito territorial del convenio fuera igual o inferior a una 
Comunidad Autónoma, la extensión no debería precisar del informe de dicha Co-
misión, como tampoco los informes sobre su ámbito funcional, ni la legitimación 
para solicitar tales informes debería corresponder a los sujetos listados en el ar-
tículo 3 del RD. El Gobierno Vasco manifiesta su desconfianza hacia la CCNCC 
por cuanto su composición elude la presencia de los representantes autonómicos, 
al venir formada por seis representantes de la Administración del Estado, seis de 
las organizaciones sindicales más representativas y seis de las organizaciones em-
presariales más representativas. De ahí se infiere que en el caso de Comunidades 
Autónomas con organizaciones sindicales y empresariales no implantadas en el 
resto del Estado y con particularidades económicas incuestionables, el conoci-
miento sea inadecuado por ser inadecuada la formación del órgano. Hemos de 
aclarar que el conflicto se plantea en 1984, un año antes de que la LOLS recono-
ciera a las organizaciones de Comunidad Autónoma la capacidad para ostentar re-
presentación institucional en los organismos de carácter estatal (art. 7.1), que la 
Disposición Adicional 6.a ET sólo contemplaba —y contempla aún hoy— como 
mera posibilidad. En aquel momento, además, la extensión de convenios había 
sido transferida a la Comunidad Autónoma vasca en el correspondiente RD de 
transferencia. Para el Gobierno Vasco, sus competencias de ejecución en la ma- 
NEGOCIACIÓN COLECTIVA Y FUENTES 
	 101 
teria quedarían burladas porque no sólo carecería de un instrumento de consulta, 
sino que se mediatizarían además por una Comisión Nacional con representación 
de la Administración del Estado y no de la Comunidad Autónoma. 
El abogado del Estado alega diversos argumentos de contrario, siendo el básico 
el de que «al poseer el convenio colectivo naturaleza normativa, más aún debe te-
nerla su extensión a quienes no fueron parte negocial en el mismo, reforzándose así 
de forma decisiva la competencia estatal para regular esta extensión y establecer en 
el procedimiento de su resolución de instancias consultivas de ámbito estatal». 
El TC contesta de manera harto insatisfactoria, al punto de dejar irresuelto el 
problema, el cual habrá de esperar a la siguiente sentencia para hallar una solu-
ción definitiva. Partiendo de que se trata de un tema escasamente analizado y de 
dificil solución, recuerda que la mayor parte de la doctrina de nuestro país pare-
ce inclinarse a considerar la extensión como actuación administrativa de carácter 
reglamentario, o en otras palabras, que el acto de extensión es un reglamento ad-
ministrativo cuyo contenido queda integrado per relationem a través de las dis-
posiciones establecidas en el convenio. Y cuando parecía que iba a resolver en 
ese mismo sentido, de la extensión como reglamento donde se recibe el conteni-
do de un convenio'24, da un quiebro dialéctico para decir que no precisa tomar 
partido en la polémica porque el RD impugnado sólo sigue lo establecido por el 
artículo 92 ET y el RD 572/1982, que refieren la competencia al Ministerio de 
Trabajo; al producirse la consulta preceptiva de la CCNCC dentro de esos lími-
tes de la legislación estatal, no hay afectación alguna de las competencias de la 
Comunidad Autónoma (FJ 3). La sentencia es escueta, e incluso oscura en este 
punto tan sustantivo. Viene a decir que no era el RD sobre la CCNCC el que de-
bió haberse impugnado, sino las normas de donde traía causa, por lo que el Go-
bierno vasco había confundido el objetivo'25. En defensa de tan ambigua postu-
ra, que considerar de esa forma saldado el incidente, hay que decir que una 
sentencia anterior debida al pleno del TC, la 35/1982, de 14 de junio, había anu-
lado ciertas competencias del Consejo Vasco de Relaciones Laborales en punto a 
informar sobre los acuerdos de extensión de un convenio (FJ 3). Sentencias pos-
teriores a la que comentamos mantendrán la postura reacia a permitir alguna in-
tervención de las autoridades autonómicas en los avatares de las relaciones in-
dustriales con ámbito igual o inferior al regional126, aunque flanqueadas por otras 
sentencias en el sentido inverso'", con un giro significativo en la 204/1992, de 
124 «La posición del Tribunal pareció decantarse a la configuración de la facultad de extensión 
como una actividad legislativa que se encontraba implícita en el acuerdo de extensión»: VALLE MU-
ÑOZ, La extensión de convenios colectivos, Valencia, 2000, p. 63. 
125 La doctrina ha entendido, con razón, que la sentencia comentada señaló que la competencia 
para regular el acto de extensión competía al Estado: IGLESIAS CABERO, «La extensión del convenio 
colectivo», Documentación Laboral, 38 (2000), p. 38. 
126 Sobre incentivos regionales, la sentencia TC 146/1992, de 16 de octubre. En materia de li-
mitaciones salariales en las Leyes de Presupuestos del Estado, en varias sentencias, entre ellas, la 
96/1990, de 24 de mayo. Sobre nombramiento de servicios mínimos en huelgas de servicios esen-
ciales, Sentencia TC 233/1997, de 18 de diciembre (puerto de Bilbao). 
127 En materia de reconversión y reindustrialización se produce un forcejeo entre ambos pode-
res que se manifiesta en las sentencias TC 29/1986, de 20 de febrero y 199/1989, de 30 de no- 
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26 de noviembre, por la que las funciones desempeñadas por el Consejo de Es-
tado se admite que sean realizadas por órganos equivalentes de las Comunidades 
Autónomas. 
B) La drástica solución 
Pero el TC recobra su demostrada agilidad de aquella época cuando se en-
frenta en sentencias posteriores con los aspectos prácticos de un problema que 
había llegado a él en las aéreas trazas de un planteamiento abstracto. Ahora lle-
gan cuatro conflictos positivos de competencia planteados por la extensión de un 
convenio de la provincia de Cuenca a las de Álava, Guipúzcoa, Lérida y Gero-
na, ante la duda de si la competencia para dictar la resolución de un convenio a 
un ámbito distinto corresponde en todo caso al Estado, o puede corresponder en 
sus respectivos ámbitos territoriales a las Comunidades Autónomas. Como pue-
de verse, los demandantes han aprendido la lección de la anterior sentencia, y 
ahora van más directamente al meollo de la cuestión, el tema de quién debe dic-
tarla. En Sentencia 86/1991, de 25 de abril, cuya ponencia fue obra de E Tomás 
y Valiente, el TC comienza diciendo que «es de todo punto intrascendente que el 
artículo 92 ET y sus normas de desarrollo atribuyan las competencias para rea-
lizar la extensión al Ministerio de Trabajo, pues la titularidad de la competencia 
se ha de determinar a partir de la configuración material de la extensión, esto es, 
si se trata de un acto de ejecución o tiene naturaleza legislativa». Comoquiera 
que el Abogado del Estado argumentaba de nuevo la naturaleza reglamentaria, y 
por ende legislativa a efectos de reparto de competencias, de la resolución de ex-
tensión, el TC indica que la consideración de los reglamentos como legislación 
sólo viene entendida en tanto en cuanto garantice la uniformidad en la ordena-
ción jurídica de la materia'28, lo cual no puede hallarse de ninguna manera en la 
finalidad de la extensión de convenios, que no es otra que suplir las carencias 
que pueden aparecer en la negociación colectiva, sin alterar el contenido del con-
venio (FJ 3). A diferencia de la sentencia antes comentada, el TC dice ahora que 
«no es misión de este Tribunal terciar en el debate doctrinal acerca de si el acto 
de extensión ha de considerarse un acto administrativo o una actuación de ca-
rácter reglamentario, sino el determinar si dicho acto integra o no el concepto de 
legislación a efectos del artículo 149.1.7.8 CE»'29. Para el TC, pertenece a la es-
fera de lo ejecutivo, y por ende, al ámbito competencial de las Comunidades ca- 
viembre. En materia de Mutualidades y Reglamento de Seguro Privado, las sentencias TC 35/1992 
y 36/1992, ambas de 23 de marzo. En materia de faltas y sanciones, sentencias 185/1991, de 3 de 
octubre, y 195/1996, de 28 de noviembre. 
128 Al respecto, sentencias del pleno del TC 18/1982, de 4 de mayo, sobre competencias de re-
gistro y depósito de convenios colectivos por el Gobierno vasco, y 249/1988, de 20 de diciembre, 
sobre circular de la Inspección Central de Trabajo en materia de actas de infracción. 
128 Un debate doctrinal que todavía a comienzos de aquella década se dividía casi a partes igua-
les entre los partidarios del carácter normativo y del carácter ejecutivo del acto de extensión: cfr. 
OJEDA AVILÉS, Derecho Sindical, Madrid, 1995, p. 755. 
talana y vasca (FJ 4). Razona que la extensión no pretende integrar con carácter 
general al Ordenamiento jurídico, y las facultades de extensión parecen de es-
tricta ejecución, pues no crean una norma nueva, sino declara aplicable una pree-
xistente en un ámbito donde antes no lo era. El acto extensivo pretende, única-
mente, componer los intereses de trabajadores y empresarios que no pueden dar 
vida a un convenio colectivo propio, y en eso recuerdan a otros actos de ejecu-
ción como pueden ser la designación de servicios mínimos en huelgas de servi-
cios esenciales, en cuya materia ya la sentencia TC 33/1981, de 5 de noviembre, 
había considerado que era competencia autonómica"". Existía un problema adi-
cional, puesto de relieve por el abogado del Estado, consistente en que el conve-
nio extendido había sido negociado y firmado fuera de las Comunidades Autó-
nomas a las que se extendía. Para el TC el acto de extensión autonómica no va a 
trascender fuera de su Comunidad por la circunstancia antedicha, pues el conve-
nio sirve como mero marco de referencia, y tampoco se ve afectado por el acto 
extensivo. El fallo se circunscribe a declarar la titularidad de la competencia 
controvertida, sin anular o convalidar las extensiones ya producidas para evitar 
repercusiones económicas y jurídicas imprevisibles. 
Apenas dos meses más tarde, y en dos breves fundamentos jurídicos, la sen-
tencia TC 102/1991, de 13 de mayo, resuelve un similar conflicto positivo de 
competencias planteado por el Gobierno de la Nación contra la Junta de Anda-
lucía por extender el convenio de oficinas y despachos de la provincia de Gra-
nada a la provincia de Sevilla. El TC se limita a recordar la otra sentencia recién 
dictada, a cuya virtud la extensión pertenece a la esfera de lo ejecutivo y puede 
entrar en las competencias autonómicas, como así sucede en el caso de Andalu-
cía, por lo que infiere el TC que la extensión producida no incurría en tacha de 
inconstitucionalidad. 
Como se sabe, el artículo 92.2 ET viene redactado actualmente de manera al-
ternativa en cuanto a las autoridades competentes para dictar la extensión, defi-
riendo tanto al Ministerio de Trabajo como al órgano correspondiente de las Co-
munidades Autónomas con competencias en la materia la potestad de emanar la 
resolución ampliatoriam. 
3. LA MODIFICACIÓN DE LOS CONVENIOS 
Con seguridad el aspecto más importante de los que tuvo que bregar el TC 
en cuanto a las vicisitudes de los convenios colectivos ha sido la modificación 
''" La sentencia referida aludía al RD 405/1981, que garantizaba el funcionamiento del ferro-
carril metropolitano y los transportes urbanos de Barcelona, entendiendo que dictar los mínimos 
competía a la Generalitat de Catalunya. 
131 Esta modificación adviene por obra de la LMFAOS 42/1994, de 24 de diciembre, cuya Dis- 
posición Final 	punto 3, ordenó al Gobierno introducir en el futuro Texto Refundido de la legis- 
lación laboral las actualizaciones que procedieran como consecuencia de los cambios producidos 
en la Administración General del Estado desde la promulgación de la Ley 8/1980, de 10 de marzo. 
El RD legislativo 1/1995, que dio vida al Texto Refundido de que se hace mérito, contiene ya la mo-
dificación. 
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unilateral por el empresario de las condiciones de trabajo fijadas en los instru-
mentos colectivos, que alcanza actualmente una solución medianamente satis-
factoria contemplada en el artículo 41 TRET que tiene su origen tanto en la apli-
cación de la Directiva CEE 75/129 como en aquella intervención del Alto 
Tribunal, única pero decisiva, en 1992, a tiempo para quedar plasmada en la gran 
reforma de 1994, donde compensó la ampliación de las causas de despido co-
lectivo y objetivo —a las económicas y tecnológicas se añadieron las organiza-
tivas y productivas—'32. 
A) El status quaestionis de la autorización administrativa 
La década de los años ochenta no sólo se caracterizó en nuestro país por la 
reconversión de sectores enteros de la economía, sino también por las más sola-
padas crisis de empresas singulares, para las que se estableció un cauce propio 
de ayudas'33, pero no el procedimiento concertado a que había llegado la recon-
versión sectorial merced a las leyes de 1982 y 1984'34. Los despidos alcanzan su 
punto culminante entre 1981, afectando al 5,4 por 100 de la fuerza empleada, y 
1993, con el 6 por 100'35, a partir de cuya fecha comenzaron a bajar. En toda 
aquella larga década se mantuvo en vigor el artículo 41 tal y como había sido 
concebido en 1980, que a su vez respondía a similar regulación de 1944136; a te-
nor de ese artículo en su dicción literal, la dirección de la empresa, cuando exis-
tan probadas razones técnicas, organizativas o productivas'", podrá acordar mo-
dificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo, que de no ser aceptadas 
por los representantes legales de los trabajadores, habrán de ser aprobadas por la 
132 Cfr. RODRÍGUEZ DE LA BORBOLLA, De la rigidez al equilibrio flexible. El concepto de causas 
económicas y tecnológicas y su evolución legal, Madrid, 1994. 
'" Orden de 9 de abril de 1986, sobre concesión de ayudas destinadas a facilitar la jubilación 
de trabajadores de empresas en crisis no acogidas a planes de reconversión. Actualmente las ayu-
das se contemplan en la Orden de 5 de octubre de 1994 (BOE de 22 de octubre), sobre concesión 
de ayudas previas a la jubilación ordinaria en el Sistema de la Seguridad Social, a trabajadores afec-
tados por procesos de reestructuración de empresas, y la Orden de 5 de abril de 1995 (BOE de 19 
de abril), determinando las ayudas que podrá conceder el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
a trabajadores afectados por procesos de reconversión y/o reestructuración de empresas. 
134 Con antecedentes en la Ley 3.090/1972, el procedimiento concertado y uniforme de recon-
versión se produce con los RD-L 9/1981 y 9/1983 y las Leyes 21/1982 y 27/1984. Véase L. TOHA-
RIA y A. OJEDA, «The case of Spain», en Managing Labour Redundancies in Eumpe: Instruments 
and Prospects, número especial de la revista Labour, 13/1 (1999), pp. 237 ss. El momento de la 
transición entre la reconversión «por Decreto» y la concertación, con las movilizaciones en el sec-
tor naval y siderúrgico contra las posiciones de Calvo Sotelo, está bien descrito en el libro de MA-
RÍN ARCE, Los Sindicatos y la Reconversión Industrial durante la Transición, Madrid, 1997, pp. 291 
ss. Clásico en la materia es el libro de GARCÍA BECEDAS, Reconversiones industriales y Ordena-
miento laboral, Madrid, 1989, pássim. 
135 TOHARIA y OJEDA, «The case of Spain», p. 241. 
13° Contemplada en el Decreto de 26 de enero de 1944, y luego en el Decreto 3.090/1972, de 2 
de noviembre. 
1" Nótese la diferencia con la extinción por causas tecnológicas o económicas del artículo 51 
de entonces. 
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autoridad laboral. Con ello nada se decía respecto al origen de las condiciones 
de trabajo a modificar, si contractual o colectivo, por lo que existía la tendencia 
a aplicar el brocardo jurídico de ubi lex non distinguit, nec nos distinguere de-
bemus, sobre todo cuando el artículo 41 se consideraba pensado básicamente 
para la modificación en masa de las condiciones de trabajo, existiendo una fuer-
te polémica doctrinal sobre su posible vigencia también para la modificación de 
las condiciones de afectación individual'". 
Pero si en su sentido literal podía entenderse que toda clase de modificaciones 
sustanciales, tanto singulares como masivas, contractuales o colectivas, quedaban 
comprendidas en su ámbito, la doctrina comenzó bien pronto a considerar que las 
circunstancias en que nacía el Estatuto eran bien distintas respecto a la época don-
de jugaba el Decreto de 1944, y que los convenios colectivos eran normas que tan-
to el empresario como la autoridad administrativa debían respetar en la gestión de 
las crisis, por tener el mismo tratamiento que las leyes y reglamentos'39. El Tribu-
nal Supremo siguió esta tendencia'40, y declaró que el artículo 41 no podía permi-
tir la alteración de cualquier clase de condiciones de trabajo, debiendo respetarse 
aquellas condiciones mínimas de derecho necesario fijadas en todo tipo de nor-
mas, incluyendo la total pirámide normativa y por supuesto el convenio colectivo. 
La situación estaba madura en 1988 para que la sala de lo contencioso-ad-
ministrativo de la Audiencia Territorial de Zaragoza planteara cuestión de in-
constitucionalidad que desembocaría en la que, andando el tiempo, sería senten-
cia TC 92/1992, de 11 de junio. Curiosamente la Audiencia solicitaba la opinión 
del TC en contra de todos los implicados en el asunto, desde la empresa Gene-
ral Motors al comité intercentros, pasando por el Ministerio Fiscal y la Aboga- 
cía del Estado. 
B) La decisión del TC y su voto particular 
En 1986, la General Motors había solicitado de la Dirección provincial de 
Trabajo de Zaragoza la aprobación de ciertas modificaciones en la prestación de 
sus trabajadores, consistentes en la ampliación y complemento de las previstas 
en el convenio aplicable. La empresa pretendía pasar a los trabajadores afec-
tados a turnos rotativos de mañana, tarde y noche, mediante la simultánea su-
presión del turno fijo de noche, y ampliar sus cometidos a funciones de produc-
ción, mantenimiento e inspección. La Dirección Provincial de Trabajo denegó la 
138  Tras el Estatuto de 1980, la doctrina se dividió nuevamente en cuanto al alcance del artículo 
41: mientras Alonso Olea, García Ninet, Alonso García o Pérez Amorós defendieron la aplicación a 
sólo las modificaciones de efecto colectivo, Rivero Lamas, Montoya Melgar, Suárez González o 
Cruz Villalón entendieron que se aplicaba además a las modificaciones de efecto individual. Cfr., por 
todos, CRUZ VILLALÓN, Las modificaciones de la prestación de trabajo, Madrid, 1983, p. 324. 
'" «Todo convenio colectivo, con naturaleza de tal por haber cumplido todos y cada uno de los 
requisitos exigidos por el ET en su Título III, tiene idéntica fuerza normativa, o más específica-
mente. tiene igual valor de fuente del Derecho del Trabajo que las distintas disposiciones legales y 
reglamentarias emanadas de la soberanía estatal»: CRUZ VILLALÓN, op. cit., p. 345. 
140 Sentencia TS (5.0) de 4 de abril de 1987 y TS (4.0) de 11 de abril de 1991. 
ala 
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autorización, lo cual confirmó en Alzada la Dirección General de Trabajo al en-
tender que la intervención administrativa vendría a romper el régimen estableci-
do, o a establecer en un futuro muy próximo, en el convenio colectivo de la em-
presa, no correspondiendo por otra parte a la Administración, sino al propio 
proceso negociador, el entrar en la regulación de una cuestión tan específica que, 
como consecuencia del criterio entre las posiciones de las partes de la relación 
laboral, son de habitual regulación cuando se contemplan globalmente los temas 
de movilidad funcional y similares. La empresa recurre ante la Audiencia Pro-
vincial y, como se ha dicho, ésta decide plantear el asunto ante el TC por posi-
ble infracción del artículo 37 CE, en contra de todos los implicados, que consi-
deraban improcedente acudir a este trámite. Entendía la Audiencia que en el 
artículo 41 no concurren causas que justifiquen la restricción que al derecho de 
negociación puede hacerse sin afectar al contenido del artículo 37 CE: el artícu-
lo 41.1, consideraba, «en cuanto sustrae a la negociación colectiva el tratamien- 
to de aspectos fundamentales de la relación laboral pactada, es inconstitucional 
por oposición al artículo 37 CE, procediendo en consecuencia elevar la cuestión 
al Tribunal Constitucional». 
El TC adopta frente a la cuestión planteada una posición doble. Por un lado, 
entiende que la sujeción del convenio colectivo al poder normativo del Estado no 
implica ni permite la existencia de decisiones administrativas que autoricen la 
dispensa o inaplicación singular de disposiciones contenidas en convenios co-
lectivos, lo que no sólo sería desconocer la eficacia vinculante del convenio co-
lectivo, sino incluso los principios garantizados en el artículo 9.3 CE. «Por con-
siguiente, sería contraria al artículo 37.1 CE una interpretación del artículo 41.1 
ET que permitiera a la Administración laboral autorizar al empresario la intro-
ducción de modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo previas y re- 
guladas en un convenio colectivo vigente» (FJ 4). Por otro lado, se hace eco de 
la jurisprudencia del TS ya existente sobre el artículo 41, a tenor de la cual la 
autorización administrativa no podía entenderse en el sentido de mediatizar la 
eficacia vinculante del convenio colectivo contemplada por el artículo 82.3 El 
de modo que las posibilidades de modificación por el cauce del artículo 41.1 ET 
sólo debían entenderse referidas a las condiciones de trabajo de origen contrac-
tual, sin permitir el establecimiento de condiciones menos favorables o contra-
rias a las disposiciones legales y convenios colectivos. Para el TC, esta última es 
la solución adecuada, que no precisa declarar inconstitucional al artículo 41.1, 
sino sólo la interpretación extensa del mismo (FJ 4). 
En un voto particular del magistrado L. López Guerra, al que se adhiere 
F. Rubio Llorente, se mantiene la opinión que la sentencia debía haber declara-
do la no contradicción del artículo 41 ET con el artículo 37 CE, sin necesidad de 
pronunciamiento alguno sobre su interpretación. Para dichos magistrados el ar-
tículo 41 no establecía ninguna prelación de fuentes, la cual habría de buscarse 
en sus normas correspondientes, a las que la interpretación del artículo 41 de-
bería acompasarse. Una interpretación, recalcaban los magistrados, que ya en 
aquellos tiempos eludía habitualmente, tanto en su vertiente administrativa como 
judicial, el considerar sometidas las condiciones de origen colectivo a los pode-
res combinados del empresario con la autoridad laboral. 
C) Una mirada desde el presente 
La sentencia daba implícitamente la razón a los implicados, al considerar 
innecesario acudir al TC para algo más que una interpretación del artículo 41. 
Sin embargo, y con la perspectiva de los años transcurridos, aquella senten-
cia tuvo una gran repercusión en orden a cerrar para siempre cualquier posi-
bilidad de alterar lo pactado en convenio mediante decisión empresarial res-
paldada por la autoridad administrativa. Una actuación del TC meramente 
interpretativa de un precepto que no es nueva en Derecho del Trabajo ni debe 
tampoco minusvalorarse frente a la otra gran alternativa de la anulación de un 
precepto. 
Como se sabe, la reforma de 1994 establecerá una básica distinción en el 
nuevo artículo 41 entre condiciones de afectación individual/plural y de afecta-
ción colectiva, determinando que las de estas últimas que tuvieran su origen en 
los convenios del Título III ET sólo podrían modificarse mediante acuerdo co-
lectivo de empresa, y respecto de ciertas materias141. 
V. SUCESIÓN DE CONVENIOS Y CONDICIÓN 
MÁS BENEFICIOSA 
1. AUTONOMÍA INDIVIDUAL VERSUS AUTONOMÍA COLECTIVA: 
EL PRINCICIO DE CONDICIÓN MÁS BENEFICIOSA 
El principio de condición más beneficiosa tiene su razón de ser en la suce-
sión normativa, cuando la norma posterior no puede disponer de tales beneficios 
adquiridos ad personam e incorporados al contrato de trabajo. No obstante, con 
ello se genera una situación de desigualdad, que puede entenderse objetiva si tie-
ne una justificación razonable, que no siempre es fácil descubrir. Y es en este se-
gundo supuesto cuando los trabajadores afectados por la situación de desigual-
dad pueden alegar vulneración de dicho derecho constitucional; aunque en 
ocasiones son los trabajadores a los que se ha reconocido tal beneficio los que 
acuden a los Tribunales para reclamar que el mismo les ha sido arrebatado por 
el empresario, ya por decisión unilateral, lo que está taxativamente prohibido, ya 
por una norma posterior, normalmente de naturaleza convencional, que dispone 
de tales beneficios, dejando a los trabajadores que hasta el momento venían dis-
frutándolos en una precaria situación para recuperar los mismos, sobre todo 
cuando frente al principio de condición más beneficiosa se sitúa la absorción o 
' 41  Como ha dicho con acierto VALDEOLIVAS GARCÍA, La modificación sustancial de condicio-
nes de trabajo pactadas en convenio colectivo, Madrid, 1996, p. 101, «se trata de aspectos de la re-
lación de trabajo que tienen que ver con la organización del sistema productivo y con los propios 
poderes de ordenación y dirección del trabajo dentro del concreto lugar de la prestación; materias, 
por consiguiente, dificilmente contratables a nivel colectivo de ámbito alejado de la empresa por ra-
zón de su exagerado apego a la circunstancia puntual del momento y el lugar en que se prestan ser- 
vicios». 
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compensación como mecanismos homogeneizadores de las condiciones de tra-
bajo de todos los trabajadores de una misma empresa. 
El problema que late de fondo es la relación autonomía individual-autonomía 
colectiva, cuyas fronteras son difusas cuando existe una condición más benefi-
ciosa no recogida en el convenio colectivo posterior, que incluso pudiera entrar 
en contradicción con la minimización de condiciones de trabajo que pudiera ins-
pierar la regulación convencional; generándose así diferencias entre los trabaja-
dores, cuya constitucionalidad pudiera estar en ocasiones en entredicho. Esta si-
tuación se ha acentuado tras la reforma laboral de 1994, que permitió los 
llamados convenios colectivos regresivos, que «imponen el sacrificio de intere-
ses individuales [...] y que lleva a plantear si el convenio colectivo puede dispo-
ner de los derechos individuales»'42. Cuestión resuelta afirmativamente, pero 
que no contempla qué ocurre con las condiciones más beneficiosas adquiridas a 
título individual por los trabajadores. 
En este sentido, que duda cabe, el elemento central de la cuestión es cuándo 
puede mantenerse una condición laboral más beneficiosa, cuándo no es ésta dis-
ponible y, por tanto, no puede ser suprimida por una norma posterior, ni aún en 
el supuesto en que se trate de una norma jerárquicamente superior; pues cuando 
hablamos de la condición más beneficiosa sabemos que nada tiene que ver con 
la aplicación del principio de jerarquía normativa'43. La conservación de tal be-
neficio en supuestos de sucesión de convenios colectivos no es más que una de 
las manifestaciones, ni siquiera la más importante, de los efectos desestabiliza-
dores que este principio desencadena en la autonomía colectiva. Y que ha lleva-
do a considerar a la doctrina que es un elemento perturbador del sistema de fuen-
tes de Derecho del Trabajo'". De forma que las mayores críticas que se han 
alzado contra el principio de condición más beneficiosa han derivado del posi-
ble papel neutralizador o de «vaciamiento» de lo pactado en convenio colectivo, 
entendido como convenio estatutario negociado según los trámites del Título III 
del Estatuto de los Trabajadores'45. 
A esta altura del trabajo huelga decir que vamos a centrarnos en el análisis 
de la jurisprudencia constitucional sobre negociación colectiva y condicion más 
beneficiosa; específicamente en relación a los convenios colectivos negociados 
al amparo del Título III del Estatuto de los Trabajadores. Esto reduce considera-
blemente el objeto de análisis en esta parte del trabajo, al ser el principio de con-
dición más beneficiosa una cuestión de legalidad ordinaria sobre la que no entra 
a pronunciarse el Tribunal Constitucional. 
142 RODRÍGUEZ-PISIERO, M.: «Principio pro operario, condición más beneficiosa y autonomía 
colectiva», Relaciones Laborales, n.° 6, 1991, pp. 41 y 42. 
143 OJEDA AVILÉS, A.: «El principio de condición más beneficiosa», Revista de Política Social, n.° 134, 1982, p. 13. FERNÁNDEZ LÓPEZ, M. F.: «Condición más beneficiosa: absorción y compen-
sación», Relaciones Laborales, n.° 4, 1992, p. 29. 
144 FERNÁNDEZ LÓPEZ, M. E: «Condición más beneficiosa...», op. cit., p. 29. 
145 CASAS BAAMONDE, M.  E., y BAYLOS GRAU, A.: «Organización del trabajo y autonomía in-
dividual: la desregulación del convenio colectivo», Relaciones Laborales, 1988-1, p. 160. FERNÁN-
DEZ LÓPEZ, M.° F.: «Condición más beneficiosa...», op. cit., p. 10. 
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Así, la jurisprudencia constitucional ha tenido ocasión de analizar cuestiones 
relacionadas con este principio en supuestos en que su reconocimiento pudiera 
vulnerar algún derecho fundamental digno de amparo. Así, se han visto impli-
cados en la mayoría de resoluciones de este Tribunal derechos como el de igual-
dad reconocido en el artículo 14 de la Constitución (SSTC 171/1989, 177/1988, 
162/1988, 47/1988, 124/1988, 207/1987, 64/1984, 34/1984), el de negociación 
colectiva, aunque sólo en escasas ocasiones, cuando se ha alegado la necesidad 
de inaplicación de un convenio colectivo por no participación del representante 
de los trabajadores del organismo o empresa de procedencia en supuesto de su-
cesión de empresas y de transferencia de funciones entre Administraciones pú- 
blicas (SSTC 162/1988, 65/1988) y por ende posible vulneración del derecho a 
la negociación colectiva protegido en amparo por cuanto contenido del derecho 
de libertad sindical que sí goza de protección jurisdiccional en amparo por este 
Tribunal. Y sólo en alguna ocasión se ha alegado vulneración del artículo 24 de 
la Constitución, siempre en conexión con este principio de condición más bene-
ficiosa (STC 116/1986) o del derecho de libertad sindical (STC 132/2000). 
Los pronunciamientos del Tribunal Constitucional sobre el principio de con-
dición más beneficiosa se reducen por tanto, a aquellos casos en los que se ale- 
ga la vulneración de un derecho fundamental que permite acudir en amparo ante 
dicho Tribunal, por cuanto la problemática que pudiera plantearse, como princi-
pio de aplicación de fuentes del Derecho del Trabajo, se reduce a una cuestión 
de legalidad ordinaria. Ésta es precisamente la justificación de la escasez de pro- 
nunciamientos del Tribunal Constitucional frente a la gran cantidad de resolu-
ciones judiciales tanto del Tribunal Supremo como de Tribunales Superiores de 
Justicia en relación a este principio, que no constituyen objeto de este estudio. 
Delimitando aún más el tema objeto de tratamiento, hemos de añadir que la 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional no sólo se pronuncia escasamente so- 
bre esta cuestión, sino que además no todas las sentencias del Alto Tribunal tie- 
nen origen en la sucesión de convenios colectivos, o al menos en convenios co-
lectivos en los términos del Título III del Estatuto de los Trabajadores, sino en la 
sucesión de leyes, normas reglamentarias, órdenes ministeriales, otras manifes- 
taciones de la autonomía colectiva —pactos extraestatutarios o acuerdos de em-
presa— e incluso Acuerdos de órganos colegiados —Acuerdos del Consejo Ge- 
neral del Poder Judicial (caso de la STC 29/1987)— respecto a las que podemos 
denominar como condiciones más beneficiosas de origen normativo'46; y nece-
sariamente en la voluntad unilateral del empresario manifestada tácita o expre-
samente, en supuestos de condiciones más beneficiosas de origen contractual, 
respecto a la que los pronunciamientos judiciales de los Tribunales ordinarios 
son más frecuentes, quizá por la mayor dificultad de la prueba. 
146 Como ya señalara OJEDA AVILÉS, A.: «El principio de condición más beneficiosa», 
Revista 
de Politica Social, n.° 134, 1982, p. 13, nos tenemos que acostumbrar, en aras de comprender el 
principio de condición más beneficiosa, que «podemos mezclar, sin preocuparnos, una ley con un 
contrato de trabajo, un uso de empresa con una ordenanza laboral a efectos de estudiar las condi-
ciones más beneficiosas»; aunque en este trabajo sólo nos ceñiremos a la jurisprudencia constitu- 
cional sobre negociación colectiva. 
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Los temas a que se refieren las sentencias del Tribunal Constitucional son re-
currentes: condición más beneficiosa que actúa como base de diferencia de tra-
tamiento salarial, en casos de sucesión de empresas y transferencia de funciones 
y competencias entre Administraciones públicas, procesos de funcionarización 
de personal laboral fijo al servicio de la Administración pública, sucesión de 
convenios colectivos y cambios normativos que implican la derogación de la 
normativa precedente. Cuestiones éstas que no reflejan la variada casuística que 
sobre esta materia existe en otras instancias jurisdiccionales. 
Dada la temática de este Congreso —Jurisprudencia constitucional sobre ne-
gociación colectiva— y el tema específico objeto de tratamiento —sucesión de 
convenios colectivos y condición más beneficiosa— vamos a centrarnos en aque-
llos supuestos de condición más beneficiosa y manifestaciones de autonomía co-
lectiva analizados por el Tribunal Constitucional, partiendo del derecho funda-
mental que pudiera resultar vulnerado; aunque deberíamos tomar como colchón 
la doctrina que el Tribunal Supremo ha sentado en relación al principio de condi-
ción más beneficiosa, como aspecto de legalidad ordinaria no atendible en ampa-
ro constitucional, no obstante, vamos a obviar su análisis por razones de espacio. 
2. DERECHO A LA IGUALDAD, DIFERENCIA DE CONDICIONES DE TRABAJO 
Y CONDICIÓN MÁS BENEFICIOSA 
Las sentencias del Tribunal Constitucional que se refieren al principio de con-
dición más beneficiosa y negociación colectiva tratan en mayor medida la posible 
vulneración del artículo 14 de la Constitución que reconoce el derecho a la igual-
dad. El planteamiento es si es posible establecer condiciones de trabajo desiguales 
sin incurrir en discriminación y vulneración del derecho reconocido en el precep-
to citado. Dicho de otra forma: si existe o no condición más beneficiosa integrada 
en los contratos de trabajo que permita prefijar y aceptar tales diferencias. 
Recordando la doctrina del Tribunal Constitucional en relación a la vulnera-
ción del derecho a la igualdad, el análisis constitucional sobre «desigualdad mo-
tivada por el distinto tratamiento dado a dos situaciones, requiere partir de la pre-
via existencia de un principio que proclame la exigencia de igualdad que puede 
ser extraído de la propia Constitución o de la ley o de una norma escrita de in-
ferior rango, de la costumbre, o de los principios generales del derecho [...] No 
existe un mandato de igualdad absoluta que obligue en todo caso al tratamiento 
igual a supuestos iguales pues ello sería contrario a la propia dinámica jurídica 
que se manifiesta no sólo en una modificación normativa, sino también en una 
razonable evolución en la interpretación y aplicación de la legalidad concretada 
en un cambio de criterio que legitima las diferencias de tratamiento. [...] El prin- 
cipio de igualdad en la aplicación de la ley lo que impone es la prohibición de 
diferencias de tratamiento arbitrarias por no justificadas en un cambio de crite-
rio que pueda reconocerse como tal»147. Dicho esto, no resulta contrario al prin- 
Por todas, STC 63/1984, de 21 de mayo. Ponente: D. Manuel Díez de Velasco Vallejo. 
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cipio de igualdad establecer diferencias en las condiciones de trabajo de los tra-
bajadores de una empresa si se basa en un criterio objetivo y razonable. Y el re-
conocimiento de una condición más beneficiosa puede ser un factor de objetivi-
dad o un factor de discriminación en los términos que analizaremos. 
Entre todas las cuestiones merece especial relevancia, por la existencia de va-
rios pronunciamientos del Tribunal Constitucional sobre el particular, la relativa 
a diferencias retributivas pactadas en convenio colectivo respecto a trabajadores 
que prestan servicios en una determinada empresa en base a la posible existen-
cia de una condición más beneficiosa. Como regla general, la diferencia retri-
butiva entre trabajadores instaurada en convenio colectivo ha sido considerada 
discriminatoria por el Tribunal Constitucional, salvo que se demuestre la exis-
tencia de una condición más beneficiosa, que actúa como factor de objetividad 
necesario y suficiente; que permite así establecer un doble sistema salarial en 
función a la fecha de ingreso en la empresa (two tier system) (STC 171/1989 ci-
tando la STC 177/1988, entre otras). No obstante, la diferente fecha de ingreso 
puede devenir de la contratación escalonada de personal o de la integración de 
personal en una empresa preexistente en supuestos de sucesión de empresas, con 
la consiguiente subrogación en las condiciones de trabajo anteriores. 
A) Fecha de ingreso en la empresa, diferencias salariales 
y condición más beneficiosa 
El Tribunal Supremo ha afirmado que la fecha de ingreso en la empresa no 
puede ser factor determinante de diferencias salariales, salvo que estemos ante 
una condición más beneficiosa, por ello un convenio colectivo que establece una 
retribución distinta para trabajadores que realizan iguales funciones y teniendo 
sólo la fecha de ingreso como elemento determinante es discriminatorio'48. El 
elemento que el Tribunal Supremo parece haber establecido como decisivo para 
que tales diferencias salariales no sean discriminatorias por la existencia de una 
condición más beneficiosa no es que las mismas tengan su basamento en un con-
venio colectivo, porque «no cabe sostener que el convenio colectivo sea fuente 
de condición más beneficiosa por su carácter normativo»'', sino que hayan sido 
incorporadas al contrato individual de trabajo. Se ha considerado así que no cabe 
establecer diferencias salariales y diferentes categorías profesionales para traba-
jadores que realizan idéntico trabajo siendo el criterio diferencial exclusivamen-
te la fecha de ingreso en la empresam; aunque este criterio sí ha sido elegido en 
ocasiones para trazar la frontera entre aquellos trabajadores que pueden disfru-
tar de un determinado beneficio y los ingresados en la misma en un momento 
posterior, lo que pudiera quedar roto en aquellos casos en que existiese una yo- 
1" STS (Social) de 18 de diciembre de 1997 (RAJ 9517), considerando que no hay justifica-
ción objetiva y razonable para introducir las modificaciones. 
149  STS (Social) de 18 de diciembre de 1997 (RAJ 9517). 
'5° STS (Social) de 18 de diciembre de 1997 (RAJ 9517). 
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luntad inequívoca del empresario de continuar aplicando tales condiciones de 
trabajo a los trabajadores de nuevo ingreso. 
Por otro lado, la fecha de ingreso en la empresa establecida en convenio co-
lectivo, a efectos de prefijar diferencias retributivas y no reiterada en convenios 
colectivos posteriores, que se limitan a remitirse al convenio colectivo que esta-
bleció tal condición, ha sido considerada objetiva y razonable si está basada en 
la existencia de cambios normativos que les fueron perjudiciales a los trabaja-
dores a los que se les reconoció como condición más beneficiosa; puesto que tal 
diferencia de trato es objetiva y razonable'''. Porque, como ha establecido el Alto 
Tribunal, «no puede afirmarse que las diferencias salariales pactadas en la ne-
gociación colectiva sean per se contrarias al principio de igualdad; sino que ha-
brá de examinarse en cada caso la justificación y razonabilidad de las mismas o 
si resultan o no aceptables dentro de las circunstancias de la empresa o del sec-
tor. [...] la desigualdad salarial no puede deberse a circunstancias discriminato-
rias»''', tales como la edad (STC 31/1984) o el tiempo de duración de los con-
tratos (STC 52/1987 y 136/1987), sin que la asignación individual prevista en 
convenio colectivo, que permaneció invariable en convenios colectivos posterio-
res, pueda considerarse contraria al principio de igualdadm. 
Pero ello no obsta para declarar que las condiciones más beneficiosas, según 
el Tribunal Constitucional, no son per se discriminatorias si existe justificación 
objetiva suficiente, lo que ocurre en aquellos casos en que «provenga de la dis-
tinta categoría profesional, de la presencia de cualquiera de las causas motiva-
doras de los complementos salariales y de su concreción cuantitativa, o de las 
extrasalariales»; lo que no ocurre en aquellos casos en los que el empresario con-
cede determinadas cantidades como suplido sin conocer cuál es su naturaleza '54. 
La diferencia salarial puede venir establecida en convenio colectivo o pacto 
extraestatutariol", pero también en otras manifestaciones de autonomía colecti-
va; e incluso en formas de poder autonormativo de que gozan los Entes, públi-
cos o privados, para autoorganizarse. Así, la STC 29/1987156 analiza un Acuerdo 
del Consejo General del Poder Judicial por el que se establecen diferencias re-
tributivas entre facultativos del Consejo en atención al Cuerpo de procedencia, 
considerando que no existe vulneración del principio de igualdad a pesar de que 
151  Así la STC 171/1989, de 19 de octubre. Ponente: D. Fernando García-Mon y González-
Regueral que analiza el supuesto de una asignación individual pactada en convenio colectivo de 
1979 y sólo aplicable a los trabajadores ingresados en la empresa con anterioridad como compen-
sación por la nueva ordenación legal de las cargas fiscales y sociales. Ordenación legal por la que 
los trabajadores vieron rebajadas sus retribuciones por imperativo legal. En el mismo sentido, y con 
igual supuesto de hecho, STC 47/1988, de 21 de marzo. Ponente: D. Francisco Tomás y Valiente. 
152  En este sentido STC 47/1988, de 21 de marzo. Ponente: D. Francisco Tomás y Valiente. 
153  SSTC 171/1989, de 19 de octubre. Ponente: D. Fernando García-Mon y González-Regueral. 
STC 47/1988, de 21 de marzo. Ponente: D. Francisco Tomás y Valiente. 
154  STC 34/1984, de 9 de marzo. Ponente: D. Luis Díez Picazo y Ponce de León. 
155  Como también es legítima la diferencia salarial prevista en pacto extraestatutario si no pue-
de concluirse claramente la voluntad de abonarlas a los trabajadores que ingresen posteriormente a 
una determinada fecha, como ha precisado en alguna ocasión el Tribunal Supremo, STS (Social) de 
10 de noviembre de 1997 (RAJ 8208). 
156  STC 29/1987, de 6 de marzo. Ponente: D. Carlos de la Vega Benayas. 
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unos y otros realizan iguales funciones; por lo que la diferencia retributiva se 
está refiriendo «al Cuerpo de procedencia» de éstos. No obstante, en este caso 
hemos de precisar que estamos ante funcionarios públicos, respecto a los que, 
como veremos, no puede predicarse el principio de condición más beneficiosa, 
al no serles aplicables la teoría de los derechos adquiridos. 
Tales diferencias en las condiciones de trabajo que introducen un beneficio 
para el trabajador han de basarse o tener su origen en la sucesión normativa y en 
la voluntad unilateral del empresario reiterada en el tiempo —con los requisitos 
que la jurisprudencia ha venido estableciendo para ello—, por ello no puede ha-
blarse de la existencia de una condición más beneficiosa, ni de vulneración del 
principio de igualdad cuando las diferencias están basadas en la distinta regula-
ción jurídica derivadas de la existencia de una relación laboral de carácter espe-
cial, como ocurre en el supuesto contemplado en las SSTC 79/1983 y 49/1983157, 
en relación a un despido de directivo al que no se le aplican las causas previstas 
en el Estatuto de los Trabajadores basándose en que existe una diferencia noto-
ria entre el personal que ocupa cargos de alta dirección dentro de la empresa y el 
resto de trabajadores de la misma y el vínculo de confianza que le une al em-
presario. 
El Tribunal Constitucional también se ha pronunciado en relación a la even-
tual vulneración del artículo 14 de la Constitución. Específicamente el convenio 
colectivo de la empresa Iberia venía estableciendo, hasta 1982 y para las auxi-
liares que ingresaron en Iberia antes de 31 de diciembre de 1979, un derecho al 
retiro anticipado sólo para las auxiliares de vuelo femeninas mayores de 35 años 
y menores de cuarenta, en base a que «la mujer por sus condiciones físicas es 
aconsejable una presencia atractiva que normalmente demanda el personal re-
ceptor de esos servicios y, por tanto, unas peculiaridades no exigibles al hom-
bre»; instaurando así una diferencia no objetiva entre los auxiliares de vuelo en 
función al sexo, alegando la empresa que se trataba de un derecho a extinguir 
como derecho adquirido y condición más beneficiosa. La STC 207/19871'8 con-
sidera contrario al derecho a la igualdad que el convenio colectivo de empresa 
estableciese tal diferencia sin razón objetiva alguna y utilizando como único ar-
gumento que se trataba de una condición más beneficiosa a extinguir; lo que es 
inaceptable para el Tribunal Constitucional, que, no obstante, no entró a diluci-
dar sobre la existencia o inexistencia de condición más beneficiosa alegando que 
se trataba de una cuestión de legalidad ordinaria. 
En cuanto a la posible vulneración del principio de igualdad por manteni- 
miento de condiciones anteriormente pactadas y en supuestos de sucesión em-
presarial, por la que pasan a integrarse en una empresa ya constituida personal 
de nuevo ingreso cuyas condiciones de trabajo pueden ser mejores que las del 
personal de la empresa cesionaria, se plantea si es posible o lícito mantener la 
diferencia retributiva en base a la existencia de una condición más beneficiosa 
'" STC 79/193, de 5 de octubre. Ponente: Luis Díez-Picazo y Ponce de León. En el mismo sen-
tido la STC 49/1983. 
STC 207/1987, de 22 de diciembre. Ponente: D. Ángel Latorre Segura. 
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integrada en sus contratos de trabajo; cuestión que determinaremos en otro apar-
tado para evitar reiteraciones innecesarias. 
B) Supresión de condiciones más beneficiosas, 
sucesión de convenios colectivos y principio de igualdad 
La vulneración del derecho a la igualdad no sólo ha sido alegada por existir 
diferentes condiciones de trabajo entre los trabajadores de una empresa, y por ta-
nato por los trabajadores supuestamente discriminados que no gozaban de tal be-
neficio, sino también por aquellos otros que se vieron privados del mismo por su 
supresión por convenios colectivos u otras normas paccionadas. Sobre esta cues-
tión el Tribunal Constitucional considera que no puede hablarse de condición 
más beneficiosa de obligado respeto cuando existe una expresa voluntad modi-
ficativa del acuerdo vigente ni en aquellos en los que la diferencia de tratamien-
to no tiene su base en la negociación colectiva, sino en un pacto o acuerdo de 
distinta naturaleza si éste es contrario a la normativa legal'". Lo que significa, 
contrario sensu, que si un pacto, que no tenga naturaleza de convenio colectivo, 
no es contrario a la ley, sí podría instaurarse una condición más beneficiosa y 
mantenerse en pactos o acuerdos posteriores. 
Queda claro que las condiciones más beneficiosas no pueden ser suprimidas 
unilateralmente por el empresario al estar incorporadas al contrato de trabajo, 
salvo que se alegue la cláusula rebus sic stantibus; aunque se trataría de un su-
puesto excepcional que requeriría probar la modificación de las circunstancias 
que inicialmente rodearon el pacto o decisión unilateral del empresario de la que 
derivó tal beneficio. Sin embargo, dicho beneficio si podría desaparecer por pac-
to o acuerdo posterior; puesto que en los supuestos de sucesión de convenios co-
lectivos rige el principio de modernidad, de forma que el posterior deroga al an-
terior (art. 86.4 ET), incluso aunque éste sea más regresivo o menos favorable. 
Asimismo, cabe la compensación y absorción de estas condiciones, bien por una 
regulación más favorable, lo que resulta a todas luces lógico, o desaparecer por 
un cambio normativo posterior. En cualquier caso, al tratarse de una cuestión de 
legalidad ordinaria, y ser objeto de nuestro estudio la jurisprudencia del Tribu-
nal Constitucional sobre la materia, no vamos a centrarnos en analizar el su-
puesto de supresión o continuidad de las condiciones más beneficiosas por con-
venios colectivos posteriores. O lo que es lo mismo la prevalencia del principio 
de autonomía de la voluntad sobre el de autonomía colectiva, el de los intereses 
individuales sobre los intereses colectivos. 
159  Lo que ocurre en el supuesto de establecer por pacto días festivos adicionales, contravi-
niendo el artículo 37 del Estatuto de los Trabajadores, como analiza la STC 63/1984, de 21 de 
mayo. Ponente: D. Manuel Díez de Velasco Vallejo. En igual sentido, Auto del Tribunal Constitu-
cional 227/1986, de 12 de marzo (Sala 2.', Secc. 31 que contempla el supuesto de un acuerdo de 
1976 que establece reducciones en la jornada de trabajo de determinados días de los trabajadores 
de la banca. 
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SUCESIÓN DE EMPRESAS Y TRANSFERENCIA DE FUNCIONES 
ENTRE ADMINISTRACIONES PÚBLICAS, PRINCIPIO DE CONDICIÓN 
MÁS BENEFICIOSA Y APLICACIÓN DEL CONVENIO COLECTIVO DE ORIGEN 
Es significativo el supuesto de existencia de una condición más beneficiosa 
de los trabajadores integrados en otra empresa por sucesión empresarial, al su-
brogarse dicha empresa en los contratos de trabajo con iguales condiciones que 
las que anteriormente venían disfrutando, en los términos previstos en el artícu-
lo 44 del Estatuto de los Trabajadores. En estos casos se plantea una diferencia 
de condiciones de trabajo entre los trabajadores que provienen de la empresa de 
origen y que se integran en la nueva empresa —cesionaaria— y aquellos otros 
que ya venían prestando sus servicios en esta última. Diferencia de condiciones 
de trabajo que tiene su base en la existencia de dos convenios colectivos distin-
tos: uno aplicable al personal de la empresa de origen, y otro al personal de la 
empresa cesionaria donde los primeros se integran. Esto crea un doble nivel de 
condiciones de trabajo, que para los primeros trabajadores puede suponer la 
existencia de beneficios que éstos van a defender como intangibles más allá de 
la pervivencia del convenio colectivo, que sólo se aplicará hasta que finalice su 
vigencia temporal. 
Es obvio que mantener diferentes condiciones de trabajo para el personal de 
una empresa por el solo hecho de que unos hayan sido contratados directamen-
te por la misma y otros se hayan integrado en ésta en supuestos de sucesión de 
empresas en cualquiera de sus manifestaciones, puede generar una situación de 
desigualdad difícilmente atendible por el Tribunal Constitucional. En estos ca-
sos se impone la homogeneización de las condiciones de trabajo mediante la 
compensación y absorción de las condiciones más beneficiosas de carácter co-
lectivo, no adquiridas a título exclusivamente individual. No obstante, pudiera 
ocurrir que la empresa cesionaria mostrara su voluntad inequívoca de seguir 
manteniendo tales beneficios, en cuyo caso habría que plantearse la posibilidad 
de ir otorgando iguales beneficios al resto de trabajadores de la empresa, con-
gelando los que vienen disfrutando los trabajadores procedentes de la otra em-
presa. 
La integración de empleados del extinto Organismo Autónomo Medios Co-
municación del Estado en el Ministerio de Industria y Energía ha sido objeto de 
algunos pronunciamientos del Tribunal Constitucional, por el que los trabajado-
res integrados en el mismo solicitaron la inaplicación del convenio colectivo de 
la empresa cesionaria al no haber sido negociado por sus representantes; conve-
nio que establece en caso de aceptarlo condiciones inferiores y en caso de no 
aceptarlo se determina la compensación y absorción de todas las mejoras futu-
ras. En estos casos el Tribunal Constitucional considera que no ha existido dis-
criminación por exclusión de la negociación ni por imponer un régimen más 
oneroso a quienes no acepten su aplicación16° ni, en relación a otro supuesto di- 
" SSTC 162/1988, de 22 de septiembre. Ponente: D. Francisco Rubio Llorente; 47/1988, de 
21 de marzo. Ponente: D. Francisco Tomás y Valiente; 65/1988, de 13 de abril. Ponente: D. Euge-
nio Díaz Eimil. 
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ferente, indefensión porque la aplicación del convenio colectivo es «consecuen-
cia obligada de la ley según la que los convenios colectivos de eficacia general 
obligan a todos los empresarios y trabajadores incluidos en su ámbito de aplica-
ción»161. Si nos remontamos a las sentencias dictadas por el Tribunal Supremo 
en relación a dicha cuestión, lo que se decide no es ya la vulneración de un de-
recho fundamental sino si existe o no una condición más beneficiosa derivada de 
las condiciones que dichos trabajadores tenían en la empresa originaria, consi-
derando que no son condiciones más beneficiosas las meras expectativas, de-
biendo ser derechos consolidados y adquiridos e incorporados a su acerbo patri-
monial'62. 
4. DERECHOS ADQUIRIDOS Y FUNCIONARIOS PÚBLICOS: FUNCIONARIZACIÓN 
DEL PERSONAL LABORAL AL SERVICIO DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS 
Es de todos conocido que ni la teoría de los derechos adquiridos ni el princi-
pio de condición más beneficiosa son aplicables a las relaciones estatutarias y 
funcionariales, como ya afirmara el Tribunal Constitucional en su importante 
STC 99/1987 «el funcionario que ingresa al servicio de la Administración se co-
loca en una situación objetiva, definida legal y reglamentariamente, y modifica-
ble por uno u otro instrumento normativo de acuerdo con los principios de re-
serva de ley y legalidad sin que consecuentemente pueda exigir que la situación 
estatutaria quede congelada en los términos en que se halla regulada al tiempo 
de su ingreso, o que se mantenga la situación administrativa que se está disfru-
tando [...] porque ello se integra en las determinaciones unilaterales lícitas del 
legislador al margen de quien entra al servicio de la Administración, quien al ha-
cerlo acepta el régimen que configura la relación estatutaria funcionaria]. Por 
otro lado, cada funcionario ostenta el derecho al disfrute de las situaciones ad-
ministrativas legalmente reconocidas pero no el derecho a que el catálogo de si-
tuaciones continúen inmodificadas por el legislador». 
Por ello, en procesos de laboralización de funcionarios o de funcionarización 
de personal laboral no se entiende aplicable el principio de condición más bene-
ficiosa. Así, el Auto del Tribunal Constitucional 177/1999, de 12 de julio, con-
sidera que no existe discriminación entre estructuras de personal que se integran 
en la Administración pública por procesos de funcionarización. De forma que 
los procesos de laboralización y funcionarización sirven, junto a motivaciones 
de eficacia de la Administración, para unificar el régimen de condiciones de tra- 
161  STC 124/1988, de 23 de junio. Ponente: D. Luis López Guerra. 
162  Específicamente SSTS (Social) de 5 de diciembre, de 10 de diciembre de 1992 (RAJ 10059 
y 10066 respectivamente) consideró que el premio de permanencia previsto en el convenio colecti-
vo del Organismo Autónomo Medios de Comunicación Social del Estado tras su integración en el 
Ministerio del Interior no es una condición más beneficiosa, por cuanto la integración se prevé que 
respetará la retribución económica y los derechos básicos de adecuación profesional al nuevo em-
pleo, estando por lo demás sujeto al nuevo convenio colectivo y cuantas normas les sean aplicables. 
STS (Social) de 5 de diciembre de 1992 (RAJ 10059). 
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bajo y, en especial, el retributivo'63. Por todo ello, el personal laboral transferido 
mantendrá iguales derechos y deberes fijados en las normas laborales, en la mis-
ma categoría de procedencia, hasta que mediante los procesos oportunos se in-
tegren en el convenio colectivo del personal laboral de la Administración co-
rrespondiente; pues en estos casos no existe sucesión empresarial y sí 
integración del personal en el nuevo organismo, no pudiendo por ello alegar de-
rechos adquiridos. 
5. ¿QUID DEL PRINCIPIO DE CONDICIÓN MÁS BENEFICIOSA Y LA SUCESIÓN 
DE CONVENIOS COLECTIVOS EN LA JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL? 
Tras la lectura y análisis de los pronunciamientos del Tribunal Constitucional 
que se refieren a la sucesión de convenios colectivos y el principio de condición 
más beneficiosa, hemos de hacer notar que, al ser éste una cuestión de legalidad 
ordinaria el Alto Tribunal sólo lo analiza en cuanto pudiera existir vulneración de 
algún derecho fundamental; sea el derecho a la igualdad, que por motivos obvios 
es el más tratado, al generarse con la condición más beneficiosa, sobre todo 
cuando tiene origen colectivo, una situación de desigualdad real y efectiva que 
pudiera contravenir, y de hecho contraviene en ocasiones, este derecho funda-
mental; sea el derecho a la negociación colectiva o a la tutela judicial efectiva. 
Sin embargo, por las razones indicadas es el derecho a la igualdad el que sirve 
de base a la mayoría de pronunciamientos del Tribunal Constitucional. 
Dar respuesta a las cuestiones que pudieran plantearse en relación a este 
principio de condición más beneficiosa y la sucesión de convenios colectivos re-
queriría un análisis de la jurisprudencia y los pronunciamientos judiciales de los 
tribunales ordinarios que no constituyen objeto de nuestro estudio. No obstante, 
el análisis de jurisprudencia constitucional sobre a esta materia nos ha permiti-
do extraer algunos aspectos hasta ahora no apuntados en relación al principio de 
condición más beneficiosa y la negociación colectiva. 
163  Como ya apuntaba en el Acuerdo Administración-sindicatos en la Mesa de negociación de 
22 de julio de 1997. 
